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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES,

PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
28 de abril de 2015

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Vamos a dar inicio  a la Décima Séptima  Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  Se solicita a las y los  Diputados   que registremos  nuestra  asistencia mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González,  se sirva  informar sobre el número de integrantes en el  Pleno que están presentes y si existe quórum para el desarrollo de la sesión. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.  

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, se  informa que estamos  presentes  20 Diputadas y Diputados, que somos mayoría de los integrantes del Pleno, por lo que existe quórum legal para el desarrollo de la sesión. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben en la misma. 

Esta Presidencia da la más cordial bienvenida a los alumnos del “Instituto Tecnológico de Saltillo”, de las carreras de Ingeniería Industrial y de Ingeniería en Gestión Empresarial.  Muchísimas gracias por su visita, sean ustedes bienvenidos y a la Maestra,  la Ingeniero Nadia Patricia Ramírez Santillán. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis, sírvase a dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Muy buenos días,  Diputada Presidenta.

El Orden del Día para esta sesión del 28 de abril del año 2015,  es el siguiente: 

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Intervención de la Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el nombre de la Ley de Personas Adultas en el Estado de Coahuila de Zaragoza, por la de Ley de los Derechos Humanos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de la adición de la fracción IX del Artículo 10, de la Ley de las Personas Adultas Mayores, la cual presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

B.- Intervención del Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para crear la Ley que Establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados en el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.
C.- Intervención del Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar la fracción VI del Artículo 21 de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de integridad y transparencia.

D.- Intervención de la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Capítulo V del Artículo 18 en su fracción I, inciso A) y el Artículo 25, fracción IX de la Ley de Movilidad Sustentable para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

E.- Intervención de la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la Ley de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

F.- Intervención de la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto  para reformar diversas disposiciones de la Ley de Fomento a la Lectura y el Libro para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.
G.- Intervención de la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de las Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

H.- Intervención del Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifica y adiciona un segundo párrafo al Artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben.

I.- Intervención del Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se adiciona la fracción VIII al Artículo 7 de la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

8.- Lectura, discusión, y en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a  la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a la sustitución de la Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, en base a la licencia otorgada a la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 146,846.27 M2., que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Santa Martha” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 35, publicado en el Periódico Oficial de fecha 25 de mayo de 2012, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 16,126.43 M2., ubicado en la colonia “Rubén Moreira” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial de fecha 2 de agosto de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno con una superficie de 97-19-74.6 hectáreas, que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Prolongación Allende, Prolongación Sarabia, Prolongación Ramos Arizpe, Prolongación Progreso, Prolongación Hidalgo y Prolongación Nueva Imagen”, en esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 257, publicado en el Periódico Oficial de fecha 10 de mayo de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

9.- Propuesta de la Junta de Gobierno, relativa a la celebración de una Sesión Ordinaria del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en el Municipio de Parras Coahuila de Zaragoza.

10.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracciones Parlamentarias y Diputadas y Diputados:

A.- Intervención de la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo que presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, “Por el que se exhorta respetuosamente a las instituciones de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza, IMSS, ISSSTE y Hospitales Generales, a fin de que en el marco de sus atribuciones, se proporcione un espacio adecuado a las y los oficiales del registro civil, para la ubicación de módulos de registro de nacimiento en las unidades médicas que se designen, facilitando el mobiliario indispensable y conexión a internet para la instalación y funcionamiento de los módulos, en beneficio de la ciudadanía”.

De urgente y obvia resolución

B.- Intervención de la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, que presenta conjuntamente con los Diputados que la suscriben, “Con objeto de que esta Soberanía solicite respetuosamente al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, y al Instituto Nacional Electoral que, con independencia del proceso constitucional para la conformación de los nuevos Órganos Electorales Locales, los recursos obtenidos por concepto de multas durante el actual proceso electoral (en lo que se refiere a la concurrencia del IEPPC), sean destinados al Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología, con la finalidad de que dichos recursos se apliquen a proyectos que impacten positivamente en nuestra entidad”.

De urgente y obvia resolución

C.- Intervención del Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, “Con objeto de que esta Soberanía solicite a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, un reporte pormenorizado de denuncias en contra de cada una de las corporaciones de seguridad pública, estatales y municipales, clasificadas por tipo de violación a los derechos humanos, además de que solicite a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado de Coahuila, un informe de averiguaciones previas que se han iniciado a consecuencia de denuncias interpuestas ante la Comisión de Derechos Humanos. De igual manera se solicite a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, haga un esfuerzo por tener personal, de preferencia de manera permanente en las oficinas de Seguridad Pública de cada uno de los 38 Municipios del Estado y en ese mismo tenor se solicite a todos los Ayuntamientos que conforman nuestro Estado, con pleno respeto a su autonomía, el que contribuyan con un espacio para que se establezca, de preferencia, de manera permanente personal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila”.

De urgente y obvia resolución

D.- Intervención del Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, “Con objeto de que esta Soberanía, respetuosamente solicite al Titular de la Procuraduría de los Niños, Niñas y la Familia (PRONNIF), para que en coordinación con el titular en el Estado del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), se lleve a cabo una inspección en las instituciones públicas o privadas que alberguen a menores en situación extraordinaria o que son internados en forma voluntaria por sus padres o tutores para garantizar que no se cometan abusos de ningún tipo contra ellos”.

De urgente y obvia resolución

E.- Intervención de la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, en el que “Se solicita a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, que a la brevedad realice un estudio sobre el funcionamiento de la Estación de Recolección de Gas en la Estación Cougar, que depende directamente de Petróleos Mexicanos, ubicada en el Municipio de Progreso, Coahuila, en relación al deterioro de salud y los problemas respiratorios y gastrointestinales que están presentando los habitantes,  atribuidos a los trabajos realizados en la planta de dicho Municipio”. 

De urgente y obvia resolución

F.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los Diputados integrantes de la Comisión de Deporte y Juventud, “Con objeto de que este Pleno acuerde enviar una respetuosa solicitud a los 38 Municipios de la Entidad, a fin de que nos hagan llegar un informe detallado sobre sus necesidades y problemas en materia de deporte; con el objetivo de analizarlas y poder realizar acciones legislativas necesarias, a fin de contribuir a solucionar los problemas que enfrentan en este rubro. Asimismo, que informen a esta Legislatura sobre la implementación de sus planes y programas de deporte, en los términos del Artículo 10 de la Ley de Cultura Física y Deporte en la Entidad”.

De urgente y obvia resolución

G.- Intervención de la Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo que presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, “Para solicitar al Secretario de Salud del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de sus competencias y de acuerdo a sus posibilidades, impulse y gestione la creación de un banco de sangre en el Municipio de Piedras Negras, utilizando como plataforma las condiciones favorables con que ya cuenta el Hospital General Dr. Salvador Chavarría Sánchez, de dicho Municipio”.

De urgente y obvia resolución

H.- Intervención del Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo que presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, “En la que se exhorta a los Ayuntamientos de la entidad, a actualizar sus programas de inversión y compromisos de gasto conforme a las tendencias de ingreso, registradas en el primer cuatrimestre del año”.

De urgente y obvia resolución

I.- Intervención de la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo que presenta conjuntamente con la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena y las demás Diputadas y Diputados que la suscriben “Por el que se exhorta al Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a que informe a esta Soberanía sobre los términos y condiciones en que se celebró el contrato con la persona moral denominada Grupo Canviso Tec Calidad  Vida integrando soluciones de tecnología, S.A de C.V.; asimismo, para que envíe a este Congreso, copia certificada del referido contrato”.

De urgente y obvia resolución

11.- Agenda Política:
A.- Intervención de la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para dar lectura a un Pronunciamiento que presenta conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, “Con motivo del aniversario del Día Internacional del Trabajo”.

B.- Intervención de la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza, para dar lectura a un Pronunciamiento, sobre “La importancia de las Niñas y de los Niños en México”.

12.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
Diputada  Presidenta, está cumplida la lectura del Orden del Día. 
Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Se somete a consideración el Orden del Día.  

No habiendo intervenciones,  se somete a votación el Orden del Día,  pidiéndose a las y los Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  se informa que  el resultado de la votación es  de  20  votos a favor;  0  votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión en los términos en que fue presentado. 

Esta Presidencia informa que por acuerdo de los integrantes de la Junta de Gobierno se solicita la dispensa de la lectura de la Minuta de la sesión anterior, lo cual se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa,  pidiéndose a las y los Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario  Javier Díaz González:

Diputada Presidenta,  se informa que  el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0  en contra;  0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de la lectura de la sesión anterior, por lo cual se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.  ¿Si hay algún Diputado que desee participar?

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior, pidiéndose a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto en el  sentido que determinen  y al Diputado Secretario Javier Díaz,  que tome nota de la votación y nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos  a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

MINUTA DE LA DÉCIMA SEXTA  SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 14:00 HORAS, CON 12 MINUTOS, DEL 21 DE ABRIL DEL AÑO 2015, Y ESTANDO PRESENTES AL PASE DE LISTA 23 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DIO INICIO LA SESIÓN, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO, DE INFORMAR QUE LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, NO ASISTIRÍA A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.
PASADO LO ANTERIOR LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN LA MISMA SE TOMARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.-  SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, LA PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO PARA LA INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

4.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LOS 38 AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A LAS DIRECCIONES DE TRÁNSITO MUNICIPAL Y A LA COMISIÓN ESTATAL DE SEGURIDAD, A ESTABLECER UN PROGRAMA PARA PROMOVER EL RESPETO A LOS ESTACIONAMIENTOS DESTINADOS A PERSONAS CON DISCAPACIDAD FÍSICA Y A LA VEZ APLICAR DE MANERA RIGOROSA LAS SANCIONES DE SUS RESPECTIVOS REGLAMENTOS DE TRÁNSITO, Y EN CASO DE REITERACIÓN SUSPENDER LA LICENCIA DEL INFRACTOR, A FIN DE CONCIENTIZAR A LA POBLACIÓN SOBRE LA NECESIDAD DE CONSIDERAR LOS ESPACIOS CON SEÑALAMIENTOS PARA PERSONAS CON CAPACIDADES DIFERENTES”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE CULTURA Y DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL MARCO DE LAS OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY DE FILMACIONES DEL ESTADO, QUE, HASTA HOY, NO HAN SIDO OBSERVADAS”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SERGIO GARZA CASTILLO.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “ EXHORTAR A LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A QUE ELABOREN SUS PROYECTOS DE LEYES DE INGRESOS Y TABLAS DE VALORES CATASTRALES, TOMANDO EN CONSIDERACIÓN LAS ACTUALIZACIONES QUE SEAN PERTINENTES DE ACUERDO AL ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR DEL BANCO DE MÉXICO; ASIMISMO, SE SOLICITE A LA COMISIÓN DE HACIENDA DE ESTE HONORABLE CONGRESO, QUE CELEBRE REUNIONES REGIONALES CON LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO, A FIN DE ESTABLECER CRITERIOS UNIFORMES PARA LA ELABORACIÓN DE LEYES DE INGRESOS Y TABLAS DE VALORES DE USO, DE SUELO Y CONSTRUCCIÓN”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS SONIA VILLARREAL PÉREZ, JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ Y LUIS GURZA JAIDAR, Y LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

7.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “QUE A TRAVÉS DE LA JUNTA DE GOBIERNO SE SOLICITE A LA DIRECCIÓN PARA PROMOVER LA IGUALDAD Y PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO, QUE IMPARTA UN TALLER EN EL USO DEL LENGUAJE INCLUYENTE Y NO DISCRIMINATORIO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

8.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, Y A LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, A PROMOVER UN PROGRAMA DE REGULARIZACIÓN PARA TARJETAHABIENTES DE CRÉDITO QUE ESTÉN EN SITUACIÓN DE ATRASO EN SUS PAGOS”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y A LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, A PROMOVER ANTE LAS ARMADORAS AUTOMOTRICES Y LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO EL FINANCIAMIENTO DE UN MAYOR NÚMERO DE UNIDADES EN EL MERCADO INTERNO NACIONAL”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL A MODIFICAR LA CARTOGRAFÍA ELECTORAL DE LOS LÍMITES DE LOS MUNICIPIOS DE RAMOS ARIZPE Y ARTEAGA, DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, AMBOS PERTENECIENTES AL DISTRITO ELECTORAL FEDERAL III, CON LA FINALIDAD DE FACILITAR  LA EMISIÓN DEL VOTO A LOS HABITANTES DE LAS COLONIAS SANTA FE Y LA SOLEDAD DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE, DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”, PRESENTÓ LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

SE DIO LECTURA DE LOS SIGUIENTES PRONUNCIAMIENTOS:

11.- “CON MOTIVO DE LA CONMEMORACIÓN DEL DÍA MUNDIAL DEL LIBRO Y EL DERECHO DE AUTOR” , QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
12.- “CON MOTIVO DE CELEBRARSE EL 22 DE ABRIL EL DÍA INTERNACIONAL DE LA MADRE TIERRA”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

13.- “CON MOTIVO DEL XVII ANIVERSARIO LUCTUOSO DE OCTAVIO PAZ”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
14.- “CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DEL DÍA DEL NIÑO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

15.- “CON MOTIVO DEL DÍA DEL VOCEADOR”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON A LA SESIÓN LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE 23 DE 25 LEGISLADORAS Y LEGISLADORES.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR CONCLUIDA LA SESIÓN SIENDO LAS 16:00 HORAS, CON 13 MINUTOS, DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR EL MARTES 28 DE ABRIL DE 2015, A LAS 11:00 HORAS.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 21 DE ABRIL DEL AÑO 2015
DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.
	DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

	SECRETARI0.
	SECRETARIO.


Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Esta Presidencia  solicita a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

28 de abril de 2015

1.-  Iniciativa de decreto por la que se reforma el artículo 90 y el Capítulo Séptimo de la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ejecutivo del Estado.

Túrnese a la Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte. 

2.- Iniciativa de decreto para desincorporar del dominio público del estado las edificaciones e infraestructura interna y externa del inmueble conocido como “Teatro de la Ciudad” ubicado en el bulevar Harold R. Pape en el lugar conocido como “Estancias de San Juan Bautista” en la ciudad de Monclova, para enajenarlos a título gratuito, a favor de la Universidad Autónoma de Coahuila,  planteada por el Ejecutivo del Estado.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

3.- Iniciativa de decreto para desincorporar del dominio público del estado las edificaciones e infraestructura interna y externa del inmueble conocido como “Museo del Niño” ubicado en las calles Matamoros, Ocampo, Zaragoza y Abasolo en la ciudad de Piedras Negras, para enajenarlos a título gratuito, a favor del ayuntamiento de Piedras Negras Coahuila, planteada por el Ejecutivo del Estado.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

4.- Iniciativa de decreto para desincorporar del dominio público del estado las edificaciones e infraestructura interna y externa del inmueble conocido como “Museo de la Frontera Norte” ubicado en la calle Abasolo en la ciudad de Piedras Negras, para enajenarlos a título gratuito, a favor del ayuntamiento de Piedras Negras Coahuila,  planteada por el Ejecutivo del Estado.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

5.- Oficio del presidente municipal de Torreón Coahuila, mediante el cual se presenta una iniciativa de reforma al artículo 70 de la Ley de Ingresos de dicho municipio, correspondiente al ejercicio fiscal 2015.

Túrnese a la Comisión de Hacienda
6.- Oficio del presidente municipal de Torreón Coahuila, mediante el cual informa que en sesión de cabildo celebrada el día 20 de abril del presente año, se aprobó la creación del Centro Municipal de Negocios, la creación de la Unidad de Mejora Regulatoria, la reforma a diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal de dicho municipio y el Reglamento Interior de la Contraloría Municipal.

De enterado

7.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Torreón, Coahuila, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso un inmueble ubicado en el fraccionamiento “Nuevo Torreón”.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

8.- Informes de avance de gestión financiera correspondientes al primer trimestre de 2015, de las siguientes entidades:

- Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila.

- Universidad Politécnica de Piedras Negras.

- Universidad Politécnica de la Región Laguna.

- Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico.

- Instituto Coahuilense de las Personas Adultas Mayores.

- Universidad Tecnológica de Torreón.

Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

9.- Informes de avance de gestión financiera correspondientes al primer trimestre de 2015, de los siguientes municipios:

- Guerrero, Villa Unión, Frontera y Sacramento.

Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

10.- Expediente relativo al proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, enviado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.

Se turnó a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia

11.- oficio del Diputado Sergio Agusto Chan Lugo, Secretario de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual envía minuta proyecto de decreto que reforma los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia penal para adolescentes.

Túrnese a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia

12.- oficio del presidente municipal de acuña, mediante el cual solicita se reforme el decreto 730 expedido por este congreso, en el que se autoriza a dicho municipio la contratación de un crédito.  

Túrnese a la Comisión de Finanzas

Diputada Presidenta,  está cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia solicita al Diputado Secretario Javier Díaz González,  se sirva dar lectura al informe sobre el trámite realizado respecto a las proposiciones con Punto de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 21 DE ABRIL DE 2015.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 21 de abril de 2015, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los 38 Ayuntamientos del Estado, a las Direcciones de Tránsito Municipal y a la Comisión Estatal de Seguridad, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta respetuosamente a los 38 Ayuntamientos Constitucionales del Estado de Coahuila de Zaragoza, a las Direcciones de Tránsito Municipal y a la Comisión Estatal de Seguridad, a establecer un programa para promover el respeto a los estacionamientos destinados a personas con discapacidad física y a la vez aplicar de manera rigorosa las sanciones de sus respectivos reglamentos de tránsito, y en caso de reiteración suspender la licencia del infractor, a fin de concientizar a la población sobre la necesidad de considerar los espacios con señalamientos para personas con capacidades diferentes”, planteada por el Diputado Antonio Nerio Maltos, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
2.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Cultura y a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta a la Secretaría de Cultura y de Fiscalización y Rendición de Cuentas en el marco de las obligaciones establecidas en la Ley de Filmaciones del Estado, que, hasta hoy, no han sido observadas”, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.
3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los Ayuntamientos del Estado y a la Comisión de Hacienda del Congreso, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta a los Ayuntamientos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a que elaboren sus proyectos de Leyes de Ingresos y Tablas de Valores Catastrales, tomando en consideración las actualizaciones que sean pertinentes de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor del Banco de México; asimismo, se solicite a la Comisión de Hacienda de este H. Congreso, que celebre reuniones regionales con los Ayuntamientos del Estado, a fin de establecer criterios uniformes para la elaboración de Leyes de Ingresos y Tablas de Valores de Uso, de Suelo y Construcción”, planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional,  conjuntamente con los Diputados Sonia Villarreal Pérez, Javier Díaz González y Luis Gurza Jaidar, y las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, para los efectos procedentes.
4.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Junta de Gobierno del Congreso del Estado, el punto de acuerdo, para que a “Través de la Junta de Gobierno se solicite a  la Dirección para Promover la Igualdad  y Prevenir la Discriminación del Gobierno del Estado, para que imparta un Taller en el uso del Lenguaje incluyente y no discriminatorio”, planteada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el punto de acuerdo, mediante la cual se “Exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a promover un programa de regularización para tarjetahabientes de crédito que estén en situación de atraso en sus pagos”, planteada por Diputado José Ricardo Saldívar Vaquera, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados, para los efectos procedentes.
6.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Economía y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el punto de acuerdo, en las que se “Exhorta a la Secretaría de Economía y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a promover ante las armadoras automotrices y las instituciones de crédito el financiamiento de un mayor número de unidades en el mercado interno nacional”, planteada por el Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

7.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió al Instituto Nacional Electoral, el punto de acuerdo, por el que se “Exhorta al Instituto Nacional Electoral a modificar la cartografía electoral de los límites de los Municipios de Ramos Arizpe y Arteaga, del Estado de Coahuila de Zaragoza, ambos pertenecientes al Distrito Electoral Federal III, con la finalidad de facilitar  la emisión del voto a los habitantes de las colonias Santa Fe y La Soledad del Municipio de Ramos Arizpe, del Estado de Coahuila de Zaragoza”, planteada por la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 28  DE ABRIL DE 2015.

LA PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

Diputada Presidenta, cumplida la lectura del informe relativo al trámite de las proposiciones con Punto de Acuerdo de la sesión anterior. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

A continuación, se concede el uso de la palabra a la Diputada Sonia Villarreal Pérez, para que haga una exposición general de la Iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 7 A del Orden del Día. 

Adelante Diputada. 

Diputada Sonia Villarreal Pérez: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

La Iniciativa con proyecto de decreto que presento a esta Soberanía,  propone reformar el nombre de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, por Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de adicionar la fracción IX del Artículo 10 de esta misma ley por los motivos que a continuación expongo. 

La Organización de las Naciones Unidas, estableció que a partir de los sesenta años toda persona es considerada adulto mayor y deben de gozar de los  derechos especiales reconocidos; tales como alimentación, acceso a la salud, asistencia social, denuncia; dando como resultado que los temas del envejecimiento de la población y la protección de las personas adultas mayores sean de vital importancia.

Según cifras del Consejo Nacional de Población,  para el 2020 en México habrá 14 millones de personas adultas mayores, que representan el 12.1% del total de habitantes.

Las personas adultas mayores son consideradas como un grupo vulnerable y es por esta razón, por la cual tanto las legislaciones como los programas sociales deben buscar estar orientados en brindarles  la máxima protección y seguridad posible.

Es necesario atender las necesidades de las personas adultas mayores; que día con día se vuelven más adultas y cuya esperanza de vida han  ido en aumento convirtiéndose en un grupo creciente que está expuesto a distintos riesgos y limitaciones; expuestos a la soledad, el abandono, la falta de valoración y las pocas posibilidades de remuneración; razones por las cuales es necesario garantizarles una vejez digna.

A través de las diferentes leyes, tratados internacionales  y programas sociales se pretende mejorar su calidad de vida, priorizar sus necesidades y aumentar sus posibilidades. 

El estatus internacional de los derechos humanos de las personas adultas mayores, se encuentra establecidos en los diferentes organismos e instrumentos internacionales de derechos humanos.

Dicho esto y en base a las estadísticas es de vital importancia que se busque el apego de las legislaciones estatales al sistema internacional y nacional de derechos humanos, que tanto se ha estado buscado fortalecer.

Debe de estar plasmado que el objeto  de la ley es la protección y garantía de los derechos de las personas adultas mayores; no debe quedar duda alguna de lo que se persigue con ella y es imperativo que exista de manifiesto  en el nombre de la misma; debido a la necesidad de seguir la pauta que establecen las instancias internacionales

En razón de lo anterior y por mantener una homologación de las leyes Estatales con las leyes Federales, es necesario dejar en claro el catálogo de derechos  establecidos a favor de las personas adultas mayores; reconociendo para ellos una atención preferente por parte de los establecimientos tanto públicos como privados. 

Por tanto, la Iniciativa con proyecto de decreto propone: 

PRIMERO.- Reformar el nombre de la Ley de Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza,  por Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Adicionar  la fracción IX al Artículo 10 de la Ley de Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, que señala: 

Artículo 10:- De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce y garantiza a las personas adultas mayores, los siguientes derechos:

De 1º a 8º  sin modificación,….

En la Fracción IX del Acceso a los servicios. 

a).- A tener una atención preferente en los establecimientos públicos y privados que prestan servicios al público. 

b).- Los servicios y establecimientos de uso público deberán implementar medidas para facilitar el uso y/o acceso adecuado. 

c).- A contar con asientos preferentes en los establecimientos que prestan servicios al público y en los servicios de autotransporte de pasajeros.

d).- Contar con un lugar preferente en las filas de bancos, tiendas de autoservicio y tiendas de conveniencia. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

(El texto íntegro de la presente iniciativa la puede usted consultar en el apartado de “Información Pública de Oficio”, Artículo 27, Fracción VI.)

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias, Diputada 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior Iniciativa sea turnada a la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación,  esta Presidencia concede el uso de la palabra al Diputado Jesús de León Tello, para que,  conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado,  haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 B del Orden del Día previamente aprobado para esta sesión. 

Adelante Diputado. 

Diputado Jesús de León Tello: 

Gracias, Diputada Presidenta. 

Toda vez que el documento fue circulado previamente, solicito se inserte en el Diario de los Debates tal cual fue presentado. 

Diputadas, Diputados compañeros de esta Legislatura: 

De acuerdo al Artículo 5º Constitucional, todas las personas tienen derecho a ejercer la profesión, oficio, industria o actividad comercial que les acomode, mientras su objeto sea lícito, sin más limitaciones que las que establezcan las leyes y  una determinación judicial o una resolución gubernamental. 

Las personas, todas, sin importar su condición social, cultural o financiera, incluso los extranjeros que residen o se encuentran en tránsito por nuestro país requieren en algún momento de sus vidas del apoyo, asesoría o representación de un abogado,  de un profesional para defender sus derechos, realizar trámites o iniciar juicios en diversas vías según sea el caso particular de cada quien. 

El Abogado tiene una amplia gama de materias para su desarrollo y es en todo un apostolado ya que exige entrega total y dedicación, así lo establecía el mismo Couture en el Decálogo del Abogado que decía: ten fe en el derecho como el mejor instrumento para la convivencia humana, en la justicia, como destino normal del derecho, en la paz como substituto bondadoso de la justicia  y sobre todo ten fe  en la libertad, sin la cual no hay derecho ni justicia, ni paz.

El abogado es un profesional siempre necesario en toda sociedad, así como lo es el médico, la enfermera, el contador, la secretaria, el odontólogo y tantos profesionistas que la gente necesita, no una, sino varias veces a lo largo de su vida. 

En el caso de los profesionales del Derecho, su quehacer reviste una especial y vital importancia, pues las razones que se exponen en seguida: 

Primero:- Toda persona, a lo largo de su vida enfrenta la necesidad de recibir asesoría o la representación legal de un abogado para un determinado problema legal, aunque las estadísticas reflejan que en realidad, salvo contadas excepciones un ser humano que viva en una sociedad civilizada o en las zonas urbanas especialmente enfrentará al menos entre 5 y 10 problemas legales en un lapso de 25 años. 

Tomando este período como base, hablamos desde asuntos menores como puede ser una multa de tránsito, como puede ser también la corrección de una acta de nacimiento, hasta graves problemas que implican la privación de la libertad o el riesgo de perder el patrimonio o fuertes sumas de dinero y reclamo sobre asuntos de gran relevancia como alimentos, divorcios, etcétera. 

No todos estos problemas en sí son un juicio formal, hay trámites administrativos también como procesos de jurisdicción voluntaria y procesos extrajudiciales que requieren los conocimientos de un profesional del Derecho. 

También la abundancia de leyes y reglamentos, así como manuales y disposiciones administrativas que han tomado el marco legal mexicano en una estructura amplia hasta cierto punto compleja y de difícil acceso para el ciudadano promedio, ya que no en pocas ocasiones es necesario  los servicios de un abogado. 

Actualmente, con todas las reformas en materia federal, en telecomunicaciones, con la nueva ley de amparo, en el tema que vamos a aprobar ahorita en el Sistema Nacional Anticorrupción, en el tema de Justicia Penal para Adolescentes, se ha hecho tan especializado el tema del derecho que hoy los Abogados no solamente es cursar una carrera, ya exige grados de especialización en uno o en otra materia, ya sea civil, penal, administrativo, fiscal, aeronáutico, una gran gama de materias en donde el abogado tiene que darse la tarea de especializarse para poder tener los conocimientos y dar una asesoría adecuada a su cliente. 

Fenómenos como la corrupción gubernamental, también, se hace presa fácil de los abusos hacia los ciudadanos quienes requieren forzosamente en muchos casos de apoyo legal para defenderse de los atropellos sufridos. 

En el primer trimestre del año 2014, en México, según datos del INEGI, existen más de 321 mil abogados, la cifra crece cada año con el número de egresados de las universidades públicas y privadas en donde Coahuila sin duda, con el gran número de instituciones educativas que tiene, año con  año, salen más de 1,500 abogados al marco laboral, ya sea buscando un espacio dentro de los propios poderes judiciales, dentro de la iniciativa privada o a través de la asesoría particular o el litigio. 

Nayarit, Michoacán, Baja California, Nuevo León, Sinaloa, Estado de México, Jalisco, Guanajuato, Puebla, son algunas de las entidades federativas que ya cuentan con un ordenamiento para regular y establecer las bases para el cobro de honorarios por los servicios prestados por los profesionales del derecho, el objetivo no es solo como algunos creen, favorecer o tratar de proteger el trabajo de los abogados, se busca también proteger principalmente y tutelar los derechos del cliente en el sentido de no sufrir y exponerse a un sistema estatal carente de regulación, donde lo mismo pueda toparse con un abogado que les cobre muy por debajo de la tarifa mínima, como toparse con un abogado que pida honorarios abusivos en cuanto a monto o incluso en relación a las condiciones que impondría para que sean pagados por clientes, los gastos y honorarios que les correspondan. 

El objetivo de esta Iniciativa, es justamente que podamos contar con un ordenamiento que permita regular de forma justa para abogados y clientes los honorarios por sus servicios, en donde se establezca los bases de lo que es un cobro justo y proporcional para cada caso y materia, en su defecto sentar las reglas para los casos donde es difícil establecer el monto de los que deberían pagar una persona por determinados trámites o servicios realizados por los profesionales del Derecho. 

En general, con esta ley qué proponemos.  

· Un ordenamiento que regule los honorarios que perciben los abogados de acuerdo a los casos, procesos y asuntos más comunes, acabar con la discrecionalidad abusiva y arbitraria en el cobro de honorarios profesionales por parte del abogado.

· Permitir que la gente pueda contar en un texto normativo que les brinde una idea de lo que pagarán próximamente por los asuntos de su interés.

· Respetar lo señalado por la legislación civil del Estado, en el sentido de permitir que mediante un contrato de prestación de servicios el cliente y el abogado, desde el inicio, antes de iniciar a patrocinar el juicio conozca las condiciones de la asesoría, el tiempo, en qué comprende esa asesoría y sobre todo el monto que va a cubrir por el concepto de honorarios, para que no haya sorprendidos, para que una vez de que se gane o se pierda un juicio, no se vaya a sorprender  el cliente con el monto de los honorarios, desde un inicio dejarlo claro, o en  un convenio, y a la falta de convenio lo que establece la ley que estamos proponiendo. 

Estas reglas mínimas de ética profesional en el ejercicio de la profesión, como el pago de impuestos y desarrollar la actividad de litigante será un tema que será regulado, no podrá un abogado hacer valer esta ley, si no está dado de alta en el Registro Federal de Causantes, que pague y entere los impuestos que por ese concepto va estar ingresando. 

En fin, creemos y sostenemos con firmeza que esta ley es necesaria, que es urgente y que traerá muchos beneficios a quien ejercen esta profesión en nuestro estado, pero también muchos beneficios hacia la ciudadanía, que con este marco normativo tendrá claridad en la prestación de servicios que deberá de recibir por parte de un profesional del Derecho. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

TEXTO ÍNTEGRO INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA CREAR LA LEY QUE ESTABLECE EL ARANCEL PARA EL COBRO DE HONORARIOS DE LOS ABOGADOS EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado  Jesús de León Tello, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA CREAR LA LEY QUE ESTABLECE EL ARANCEL PARA EL COBRO DE HONORARIOS DE LOS ABOGADOS EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:
Exposición de motivos

De acuerdo al artículo 5º Constitucional, todas las personas tienen derecho a ejercer la profesión, oficio, industria o actividad comercial que les acomode, mientras su objeto sea lícito, sin más limitaciones que las que establezcan las leyes; una determinación judicial o, una resolución gubernativa. 

En el caso de las profesiones universitarias, se exige, generalmente y con algunas salvedades, poseer título y cédula profesional para estar en condiciones de cobrar honorarios por la actividad realizada.

La profesión del abogado no es sólo una de las más comunes  y antiguas en nuestro país, sino  que es además, una de las más necesarias a pesar de los años y de la oferta de profesionales del derecho que crece cada año en nuestra nación al egresar profesionales de esta carrera de universidades públicas y privadas en cada entidad federativa.

Las personas, todas, sin importar su condición social, cultural o financiera, e incluso los extranjeros que residen o se encuentran en tránsito por nuestro país,  requieren en algún momento de sus vidas del apoyo, asesoría y representación de un abogado profesional para defender sus derechos, realizar trámites o iniciar juicios en diversas vías según sea el caso particular de cada quien. El abogado, a pesar de la mala fama que algunos le han dado a la profesión por realizar prácticas deshonestas, abusivas y corruptas, es un profesional siempre necesario en toda sociedad, como lo es el médico, la enfermera, el contador, la secretaria, el odontólogo, y tantos otros profesionistas que la gente necesita no una, si no varias veces a lo largo de su vida.

En el caso de los profesionales del derecho, su quehacer reviste una especial y vital importancia por las razones que se exponen enseguida:

A) Toda persona, a lo largo de su vida, enfrenta la necesidad de recibir asesoría o la representación legal de un abogado para un determinado problema legal. Aunque las estadísticas reflejan que en realidad, salvo contadas excepciones, un ser humano que viva en la sociedad civilizada, especialmente en las urbes, enfrentará al menos entre cinco y 10 problemas legales en un lapso de 25 años, tomado este periodo como base. Hablamos desde asuntos menores como puede ser una multa de tránsito o una corrección de acta de nacimiento,  hasta graves, que implican la privación de la libertad, el riesgo de perder el patrimonio o fuertes sumas de dinero, y reclamos sobre asuntos de gran relevancia.

B) No todos los problemas son en sí un juicio formal, hay trámites administrativos, procesos de jurisdicción voluntaria, y procesos extrajudiciales que requieren los conocimientos de un profesional del derecho.

C) La abundancia de leyes y reglamentos, así como manuales y disposiciones administrativas, han tornado el marco legal mexicano en una estructura amplia, hasta cierto punto compleja, y de difícil acceso para el ciudadano promedio; ello hace que en no pocas ocasiones sean necesarios los servicios de un abogado. Y;

D) Fenómenos como la corrupción  gubernamental hacen presa fácil de abusos a los ciudadanos, quienes requieren forzosamente en muchos casos de apoyo legal para defenderse de los atropellos sufridos.

El Investigador Miguel Carbonell, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, reveló en julio del año 2013, que de acuerdo a datos proporcionados por la SEP, “una de las carreras con más estudiantes es la de Derecho. En ella estaban inscritos en el primer semestre de 2013, 276,352 estudiantes. 975 instituciones eran la que impartían la carrera de Derecho en esos días, las cuales lo hacían a través de 1,597 distintos programas….”

En el marco del día del abogado, celebrado el día 12 de julio del año 2014, el INEGI, con base en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) reveló lo siguiente:

“…en el primer trimestre de 2014, el número de abogados en México, suma un poco más de 321 mil personas, de las cuales 58 de cada 100 son hombres y 42 son mujeres.

En algunas entidades como Guanajuato, Tabasco y Michoacán, el número de mujeres abogadas es mayor. Guerrero tiene la menor proporción de abogadas, pues solo 16 de cada 100 ocupados en esta profesión son mujeres. Otras entidades con menor proporción de abogadas respecto a la media nacional son: Hidalgo, Querétaro y Nuevo León
La proporción de abogados respecto del total de ocupados a nivel nacional es de 0.7 por ciento. En el Distrito Federal alcanza el porcentaje más alto con 1.7%, en tanto que Tlaxcala tiene el porcentaje más bajo con 0.2 por ciento.

Los abogados se distribuyen por toda la geografía nacional concentrándose principalmente en cinco entidades federativas (Distrito Federal, Jalisco, México, Puebla y Veracruz), en las que reside 58.3% de la población.

La edad promedio de los abogados es de 37.4 años; en los hombres es de 39.2 y en las  mujeres de 34.9 años. De  los abogados existentes, tienen 5 años de haber terminado la licenciatura.

En cuanto al salario de los abogados, estos ganan en promedio por hora trabajada, alrededor de 73 pesos. La cantidad es mayor si se trabaja por cuenta propia (83 pesos) o  como empleador (entre 75 y 86 pesos por hora dependiendo el sexo), y menor cuando son trabajadores subordinados (donde la mujer está en desventaja)….Fin de la cita.

Según la ENOE, de cada 100 abogados 48 son investigadores, especialistas y docentes; 6 son directores, gerentes, coordinadores, jefe de área o juez calificador en los servicios de salud, enseñanza y sociales; 10 oficinistas, y 36 laboran en otras áreas. De cada 100, 54 trabajan en empresas, 35 en instituciones públicas o privadas y 11 en el sector de los hogares.

Estos auxiliadores se concentraron principalmente en Distrito Federal, Jalisco, México, Puebla y Veracruz, donde reside 58.3% y su edad promedio es de 37.4 años; en los hombres 39.2 y en las mujeres 34.9 años. La mayoría de estos profesionistas cuenta con edades que van de los 25 a los 34 años.

La estructura por edad muestra un importante contingente joven (menores de 35 años). De cada 100 abogados, 44 tienen entre 20 y 34 años, 28 entre 35 y 44 años y 28 con 45 años y más.

Estos defensores representan 0.7% de la población ocupada del país. Sólo Distrito Federal, Morelos y Estado de México alcanzan a tener un abogado por cada 100 de sus ocupados.

El problema de los honorarios de los abogados

Nayarit, Michoacán, Baja California, Nuevo León, Sinaloa, Estado de México, Jalisco, Guanajuato, Puebla, Veracruz, Zacatecas, Chihuahua y Durango, son de las entidades federativas que ya cuentan con un ordenamiento para regular y establecer bases para el cobro de honorarios por los servicios prestados por los profesionales del derecho. El objetivo no es sólo, como algunos creen, “favorecer” o tratar de “proteger” el trabajo de los abogados; se busca también proteger y tutelar los derechos del cliente en el sentido de no sufrir abusos y exponerse un sistema estatal carente de regulación, donde lo mismo pueden toparse con un abogado que les cobre muy por debajo de la tarifa mínima; que toparse con otro que pida honorarios abusivos en cuanto a monto e incluso en relación a las condiciones que impondrá para que sean pagados por los clientes los gastos y honorarios correspondientes. 

A efectos de lo señalado, resulta oportuno retomar lo que establece el artículo 5º Constitucional:

“…A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.

La Ley determinará en cada Estado, cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Asimismo, en esta iniciativa se respeta el derecho que tienen las partes a pactar los honorarios de forma libre y privada bajo un convenio o contrato de acuerdo al Código Civil del Estado, que refiere:

ARTÍCULO 3070. El que presta y el que recibe servicios profesionales pueden fijar, de común acuerdo, la retribución debida por ellos.

ARTÍCULO 3072. Si los servicios estuvieren regulados por arancel, éste servirá de norma para fijar el importe de los honorarios, si no los hubieren fijado las partes.

Por su parte, el Código Procesal Civil de la entidad, establece  lo que se lee:

ARTÍCULO 121.

“Honorarios a que tienen derecho los abogados, 

patronos o procuradores.

Los honorarios de los abogados patronos y de los procuradores, se regularán mediante  convenio celebrado con la parte que los designe. A falta de convenio, se fijarán de acuerdo con el Arancel.

Los abogados patronos y procuradores podrán reclamar de las partes que los designen, el pago de sus honorarios en forma incidental, dentro del mismo proceso...”

Este ordenamiento que se propone se aplicará sólo en caso de que las partes no establezcan montos en la contratación, pues la asesoría y la participación en los trámites legales se circunscriben al acuerdo de voluntades entre el prestador del servicio y el que lo recibe.  Igualmente se basarán en éste para la determinación de las costas en los incidentes de gastos y costas y será determinante en los conflictos entre el abogado y los clientes por los montos a cobrar en la prestación de servicios legales.

Esta nueva ley  que proponemos, tomará como base los días en su factor de salario mínimo o cuotas; igualmente  se establecen porcentajes relacionados con el monto total del negocio en sustitución de las cantidades en pesos, con la finalidad de que con el transcurso del tiempo los honorarios se vayan actualizando a la par del salario mínimo vigente en el  Estado.

Se incluyen formalidades que deben observarse por parte de quienes ofrecen este tipo de servicios al público, con el objeto de dotar de mayor seriedad y certeza al quehacer de estos profesionistas y proteger al ciudadano de abusos o fraudes cometidos en su perjuicio por seudo profesionales del derecho y oportunistas que encuentran en la necesidad apremiante de las personas, una oportunidad para lucrar de modo indebido.

Para la elaboración de este proyecto de iniciativa tomamos en cuenta dos proyectos presentados por grupos parlamentarios del Pan en otras legislaturas.

Asimismo, leímos y analizamos lo más relevante de similares ordenamientos de los estados de Nuevo León, Veracruz y Chihuahua, entre otros. 

De igual forma, consideramos oportuno que en su momento, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, recabe la opinión de los colegios de abogados de la entidad, de las universidades que imparte la carrera de derecho y del Tribunal Superior de Justicia del Estado, a fin de fortalecer este ordenamiento de forma previa a su dictamen.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: SE CREA LA LEY QUE ESTABLECE EL ARANCEL PARA EL COBRO DE HONORARIOS DE LOS ABOGADOS  EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Capítulo Primero

Disposiciones Generales

Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto la regulación del cobro de honorarios por los servicios profesionales prestados de manera independiente por los Licenciados en Derecho en el ejercicio de la abogacía.

Los honorarios de los abogados se convendrán de común acuerdo entre quien presta el servicio y el que lo recibe, y a falta de dicho convenio se estará a lo que establece el presente Arancel, sin perjuicio de lo que establecen el Código Civil y el Código Procesal Civil del Estado de Coahuila.

Artículo 2.- Las personas que ejerzan la abogacía sin título debidamente inscrito en el Tribunal Superior de Justicia y sin contar con cédula profesional expedida en los términos de la Ley de Profesiones del Estado, no podrán cobrar los honorarios fijados en el presente arancel.

Se exceptúa de lo señalado en este artículo, a los pasantes de derecho, y/o personas que se encuentran en proceso de recibir su título profesional, siempre y cuando se ajusten a las disposiciones previstas en la legislación civil y de profesiones aplicable en el Estado de Coahuila, y; cuando cuenten con autorización para ejercer sin título, expedida por las autoridades competentes. Si se tratare de abogados de otras entidades federativas o del Distrito Federal podrán cobrarlos sólo si ejercieron ocasionalmente su profesión en el Estado, y si acreditan el registro de su Título en la entidad de su domicilio o en el Distrito

Federal.
Para efectos fiscales, se entiende que todo profesional del derecho que cobre honorarios por su trabajo, debe estar inscrito como contribuyente en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y su Registro Federal de Contribuyentes debe exhibirse a la vista de sus clientes, en su lugar de trabajo, despacho, oficina o empresa de asesoría jurídica. 

Igualmente deben exhibir a la vista del público, una lista de los precios o costos estándar o precios promedio que cobran por los servicios más comunes.

En todo convenio o contrato celebrado con el cliente, debe constar:

A) La cédula profesional del abogado.

B) Su Registro Federal de Contribuyentes. 

C) El costo del servicio que se prestará al interesado y los alcances, límites y naturaleza del mismo.

D) La obligación que tiene el prestador del servicio de entregar recibos de honorarios al cliente, debidamente legalizados. 

Artículo 3.- Es nulo de pleno derecho el convenio sobre honorarios profesionales cuando el importe de éstos exceda de la tercera parte de la cuantía o interés del negocio.

Artículo 4.- Los servicios profesionales que no se encuentren cotizados en el presente arancel, pero que tuvieren analogía con alguno de los especificados en el mismo, causarán las cuotas de aquellos con los que presenten mayor semejanza.

Artículo 5.- Los honorarios se causarán por servicios prestados y serán exigibles inmediatamente, pero puede convenirse el pago de anticipos. Los gastos del negocio deberán cubrirse conforme se vayan generando.  

Artículo 6.- Si en la tramitación de los negocios a que se refiere esta ley, intervienen varios abogados en forma sucesiva, cada uno cobrará lo que corresponda en proporción a su intervención.

Deberá designarse por cada una de las partes al abogado patrono,  haciendo constar la inscripción del título en el Tribunal Superior de Justicia, y la aceptación del cargo por parte del Licenciado en Derecho para poder cobrar costas en los Juicios. En el caso de los pasantes o personas autorizadas para ejercer sin título, se procederá al registro y acreditación en los términos y formas de la legislación aplicable. 

Artículo 7.- La falta de pago de los honorarios autorizará al abogado para separarse de la dirección del negocio, avisando por escrito al cliente su determinación, siempre que no hubiere pendiente la práctica de alguna diligencia ya decretada que requiera la intervención del mismo, pues en estos casos su separación deberá ser hasta que hubiere concluido dicha diligencia, a menos que el interesado designe oportunamente un substituto. Dicho aviso deberá darse por lo menos con setenta y dos horas de anticipación.

Artículo 8.- El presente arancel se aplicará también para regular las costas cuando se condene al pago de las mismas. En este caso no se tomará en cuenta el contrato que hubiere celebrado la parte a cuyo favor se decretan las costas.  

Los abogados que intervengan por causa propia, tendrán derecho a cobrar las costas que fija esta Ley, aún y cuando no sean asesorados o patrocinados por otro.

Artículo 9.- Las reclamaciones sobre honorarios profesionales y costas, se ventilarán ante el Juez competente, que será el del lugar donde se hubieren prestado los servicios, siguiendo en todo la tramitación que para el caso señale el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Coahuila. 

No se podrán cobrar honorarios por las promociones que fueren desechadas por frívolas o improcedentes.

Tampoco podrán reclamar el pago de honorarios o gastos los abogados que, por negligencia profesional o dolo, hubiesen dejado en estado de indefensión a su cliente, o le generen el sufrir la prescripción o caducidad de plazos legales para ejercer los recursos jurídicos correspondientes. 

En este último caso, se harán acreedores además, a las sanciones civiles y penales previstas en la legislación aplicable. 

Capítulo Segundo

Cobros por Servicio

Artículo 10.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por cuota la cantidad de dinero equivalente al salario mínimo general diario vigente en el Estado en el momento en que se efectúe el pago de honorarios.

Artículo 11.- Por consultoría y elaboración de escritos, los abogados cobrarán lo siguiente:

I. Por consulta personal o conferencia inicial de instrucción para plantear la demanda o la contestación: el equivalente de 4 a 9 cuotas por cada hora, además por cada hora extra o fracción cobrarán de 3 a 7 cuotas.

II. Por la consulta por escrito según la importancia del asunto y las dificultades técnicas del negocio se cobrará de 6 a 30 cuotas, según la importancia, dificultades técnicas y extensión del escrito.

Artículo 12.- En los negocios de cuantía determinada o determinable, se cobrará por todo el juicio lo siguiente:

I. Si el monto de la reclamación es menor de 500 cuotas: el  30%

II. Sobre el excedente de 500 cuotas hasta 1900 cuotas: el 25%

III. Sobre el excedente de 1900 cuotas: el 20%

Artículo 13.- En todos los casos en los que la cuantía del negocio no esté determinada, pero sea determinable, podrá hacerse, a través de operaciones matemáticas, en cualquier estado del procedimiento o bien durante el procedimiento de regulación de costas.

Artículo 14.- En caso de requerirse dictamen pericial para determinar la cuantía de un negocio, podrá elaborarse durante el período probatorio en negocios civiles y penales; de no presentarse durante este período, se reservará su presentación hasta el procedimiento de regulación de costas.

Los jueces cuidarán que las partes sean notificadas directamente, debiendo los abogados manifestar al Juzgado el domicilio de sus clientes a fin de notificarles de la providencia que ordene la designación de peritos.

Artículo 15.- En los negocios que por naturaleza carezcan de cuantía, se cobrará por concepto de honorarios:

I. Por estudio previo del negocio: de 9 a 30 cuotas.

II. Por la demanda o contestación: de 25 a 50 cuotas

III. Por cada escrito tramitado: 3 cuotas.

IV. Por el ofrecimiento de pruebas: de 25 a 50 cuotas.

V. Por cada notificación recibida:  1 cuota

VI. Por la asistencia a la diligencia dentro o fuera del juzgado: de 4 a 30 cuotas.

VII. Por alegatos: de 25 a 140 cuotas.

VIII. Por expresión de agravios o su contestación: de 30 a 90 cuotas.

Artículo 16.- Tratándose de juicios ejecutivos los honorarios que se establecen en el artículo 12 de esta Ley serán reducidos en los siguientes casos:

A).- A un 5% si el pago o cumplimiento se efectuare durante la diligencia de ejecución, cualquiera que sea el monto reclamado.

B).- A un 7.5% si el pago o cumplimiento se efectuare después de la diligencia de ejecución, pero dentro de los tres días siguientes, cualquiera que sea el monto de lo reclamado.

C).- A un 10% si el pago o cumplimiento se efectuare después de 3 días de la diligencia de ejecución, pero dentro de los 15 días siguientes de la propia diligencia, si la reclamación no excediera de 500 cuotas.

D).- A un 10% si el pago o cumplimiento se efectuara después de 3 días de la diligencia de ejecución, pero dentro de los 30 días siguientes a la propia diligencia, si la reclamación excediera de 500 cuotas pero no de 1900.

E).- Si el pago o cumplimiento se efectuara después de 3 días de la diligencia de ejecución pero dentro de los 60 días siguientes a la propia diligencia y la reclamación excediera de 1900 cuotas, se cobrará el 10% por el valor de las primeras 1900 y el 6% sobre el excedente.

Los días a que se refiere este artículo se entienden naturales, pero si un término concluyere en un día inhábil se entenderá prorrogado hasta el siguiente día hábil.

Artículo 17.-  En los juicios donde se versen cuestiones de arrendamiento servirá de base para fijar honorarios la tarifa señalada en el artículo 12 del presente arancel en caso de que solo se reclame el cobro de rentas. En caso de reclamarse y obtenerse, la rescisión o terminación del contrato así como la desocupación del inmueble., se cobrará adicionalmente hasta el 2% del valor catastral del bien arrendado.

Artículo 18.- En los juicios sucesorios, se cobrará:

I. Por la tramitación general del juicio en lo principal y por los incidentes, el 8% si el valor comercial de la masa hereditaria si no excede de 3,000 cuotas al momento del pago de los honorarios; el 6% por el excedente hasta 20,000 cuotas y el 4% sobre el excedente de 20,001 cuotas.

II. Por su intervención en los juicios en que la sucesión sea parte, cobrará los honorarios que les correspondan en dichos juicios.

III. Si el Abogado fuera además nombrado albacea judicial, cobrará los honorarios fijados en este artículo y los que les correspondan por su nombramiento conforme a las disposiciones relativas en el Código Civil. 

Artículo 19.- Por los actos prejudiciales y la tramitación de las medidas cautelares que establece el Código de Procedimientos Civiles, se cobrará:

I. Entre el 15 y el 30 % de lo que se cobra para el negocio de cuantía determinada;

II. De 15 a 50 cuotas si fueren de cuantía indeterminada;

Si mediante el acto prejudicial se concluyere el negocio, se cobrará la mitad de lo correspondiente al juicio principal.

Artículo 20.- Tratándose de juicios concursales, el abogado que patrocine al síndico,  cobrará del 7 al 10% del total de lo sujeto a concurso.
Artículo 21.-  En los juicios de divorcio se aplicarán las reglas de los negocios de cuantía determinada cuando en los mismos se incluya controversia sobre el patrimonio de la sociedad conyugal. Si en los juicios no se involucra discusión sobre el patrimonio conyugal se estará a lo que establece el artículo 13 de esta Ley.

Artículo 22.- Cuando se interpongan tercerías se cobrará conforme a las reglas de negocios de cuantía determinada. Si se trata de tercería excluyente de dominio, se tomará como base el valor del bien o bienes objeto de la tercería,  si se trata de tercería excluyente de preferencia, se tomará como base el valor de lo que se reclama como pago preferente.

Artículo 23.- Por la expresión de agravios o contestación a los mismos, respecto de la sentencia definitiva en los juicios de cuantía determinada, se cobrará además un 2% del valor del negocio.

Capítulo Tercero

Juicios de Amparo, Víctimas del Delito y Negocios Administrativos

Artículo 24.- Por los juicios de amparo, ya sea que se patrocine al quejoso o al tercero perjudicado, el abogado cobrará:

I. Las cuotas fijadas en el artículo 12 de esta Ley si se trata de Amparo de cuantía determinada. 

II. Cuando se trate de amparos en los que no se determine la cuantía, se aplicará lo dispuesto en el artículo 13 de esta Ley. Los amparos en materia penal se sujetarán a lo establecido en el artículo siguiente.

III. Por su participación en el recurso de revisión, por la expresión de agravios o contestación de éstos, se cobrarán 50 a 110 cuotas.

Artículo 25.- Los abogados que intervengan como defensores o asesores de las víctimas del delito en las causas criminales cobrarán:

I. Por el estudio previo del negocio: de 9 a 30 cuotas.

II. Por el escrito de denuncia o querella: de 25 a 50 cuotas.

III. Por las promociones incidentales o de prueba: de 5 a 30 cuotas.

IV. Por asistencia a cualquier diligencia dentro o fuera del juzgado: de 4 a 30 cuotas.

V. Por cada notificación que reciban: 1 cuota.

VI. Por el escrito de defensa o conclusiones: de 25 a 150 cuotas.

VII. Por la tramitación competa de un incidente de libertad bajo caución o de condena condicional o de libertad preparatoria: de 50 a 100 cuotas.

VIII. Por la tramitación completa del incidente de libertad con las reservas legales o incidente de libertad por desvanecimiento de datos o incidente de sobreseimiento: de 50 a 120 cuotas.

IX. Por la expresión de agravios: de 30 a 100 cuotas.

X. Por amparos en asuntos penales se cobrará: de 10 a 200 cuotas.

Artículo 26.-  En los negocios administrativos se estará a lo siguiente: 

I. Si se tratare de concesiones en las que una autoridad administrativa puede abstenerse de otorgar sin necesidad de expresar el fundamento de su negativa, el profesionista cobrará el 20% sobre el valor de la concesión que obtenga, como único honorario por todo su trabajo. 

II. Si se tratare de concesiones otorgables mediante la satisfacción de requisitos legales o reglamentarios cobrará el 10% sobre el valor de la concesión si el mismo no excede de 3,650 cuotas y el 5% sobre el valor que exceda de éstas.

III.  Si la concesión otorgada no tiene un valor determinado, éste se fijará para sólo los efectos del cobro de honorarios, por prueba pericial. Si el abogado y el cliente hubieren fijado en convenio escrito, la cuantía en que estimen el valor de la concesión para los efectos arancelarios, los Tribunales aceptarán esa cuantía como indiscutible.

Artículo 27.- Por la redacción de cualquier convenio que por voluntad de las partes o por disposición de la Ley hayan de ser elevadas a Escritura Pública o póliza ante corredor, cobrarán el  3% del valor del negocio, si su cuantía no pasa del equivalente de 365 cuotas, el 1.5%  además del anterior por la cantidad que excediere hasta 1,800 cuotas y el 1% sobre el excedente, sea cual fuere. Igual cobro harán por los convenios que se celebren en juicios, si en el convenio no se expresare un valor determinado, este se fijará pericialmente por el Juez de los Autos. 

Artículo 28.-  Si mediante la intervención del abogado el negocio se resuelve en forma extra-judicial, por concepto de honorarios cobrarán una cuota fija consistente en un porcentaje sobre lo obtenido, conforme a la siguiente tarifa: en negocios que no excedan de 500 cuotas el 15%, sobre el excedente de 500 cuotas hasta 1900 cuotas el 10% y el 5% sobre el excedente de 1900 cuotas.

Si el negocio no fuere apreciable en dinero, se cobrará lo que se estimare justo a juicio del juez, oyendo a peritos.

Artículo 29.- En cualquier caso en que no pudieren regularse los honorarios de los licenciados en derecho mediante las prevenciones de este arancel, se estará a juicio del juez, oyendo a  peritos.

Artículo 30.- Los peritos serán nombrados uno por cada parte y el tercero por el Juez que conozca del negocio sobre honorarios, a fin de que se proceda a su determinación.

Artículo 31.- Para la determinación del número de cuotas o porcentajes aplicables al caso concreto, dentro del mínimo y máximo señalados en esta ley, se tomará en cuenta la importancia del asunto, calidad y cantidad del trabajo profesional realizado, resultados obtenidos y cualquier otra circunstancia que le de mayor plusvalía al trabajo hecho, así como el grado académico del Abogado que proporcionó el servicio. 

TRANSITORIOS

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- Al iniciar la vigencia de esta ley, el Ejecutivo del Estado, el Congreso de Coahuila y toda autoridad encargada de su aplicación, instrumentarán conjunta o separadamente los mecanismos idóneos de divulgación para la población.

Tercero.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente.

Saltillo, Coahuila a los 28 días del mes de abril del año 2015
 A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputado. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede el uso de la palabra al Diputado Sergio Garza Castillo, para que,  conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta, que se encuentra consignada en el Punto 7 C del Orden del Día previamente aprobado para esta sesión. 

Adelante Diputado. 

Diputado Sergio Garza Castillo: 

Con su venia, Diputada Presidenta. 

Quien suscribe, Diputado SERGIO GARZA CASTILLO, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en los Artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 152, 167 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO EN MATERIA DE INTEGRIDAD Y TRANSPARENCIA CONSISTENTE EN LA REFORMA DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I Ó N       D E         M O T I V O S
Una de las cualidades más preciadas del Estado Federal es “la capacidad de experimentación, de servir como auténtico laboratorio político”
. Lo vivido en materia de transparencia, de 2002 a 2007, a través de una auténtica carrera innovadora es, precisamente, este laboratorio de formación de la agenda gubernamental. Posterior a esa fecha, los instrumentos se han perfeccionado y los conceptos han mejorado su calidad y trascendencia. 

Coahuila se ha distinguido siempre por la vanguardia en su normatividad. En materia de transparencia y acceso a la información, no es la excepción.  

Cuando González Alcántara se pregunta qué se entiende por transparencia, contesta: “Se utiliza la expresión para referirse a una ausencia de obstáculos, de aquello que nos impide ver u observar. En consecuencia, la podemos referir como aquello que nos permite apreciar en el orden político con nitidez lo que realiza el Estado”
. Como figura lingüística, como elemento discursivo, es sencillo de entender: la transparencia ofrece, como regla, la permanencia a la vista del quehacer público y lo oculto como excepción. Pero un abordaje conceptual de la transparencia para políticas públicas nos enfrenta contra una complicada tarea. 

David Arellano Gault, comenta:

Sin duda que los discursos y las metáforas son fundamentales en una reforma y en una política, su uso es válido y necesario. Sin embargo, sería preciso al menos avanzar en dos sentidos adicionales: 

Uno:- Sacando a flote los supuestos argumentativos y la solidez teórica y práctica de los supuestos que sostienen a la metáfora.  

Segundo:-  Relacionar las especificidades de los aparatos administrativos contemporáneos para comprender cuáles pueden ser las mejores estrategias para avanzar en la agenda de la transparencia, como proyecto político y social y no sólo como una imagen de guerra entre «buenos y malos», entre seres «naturalmente» opacos y transparentes
.

Además, como apunta Jonathan Fox: “si la transparencia tiene diversos objetivos entonces también implica diferentes estrategias”
. Estas estrategias, además, no deberán elaborarse ni emprenderse de manera aislada pues “el acceso a la información desarticulado de estrategias complementarias puede tener el paradójico resultado de crear mayor opacidad gubernamental”
. Entonces ¿cuáles son los objetivos que se persiguen con la implementación de la transparencia en general? La sistematización de las diversas propuestas puede resumirse en las siguientes categorías:

1) Combatir a la corrupción; 

2) Controlar el poder, sea fortaleciéndolo a través de la legitimidad y/o propiciando el involucramiento proactivo de la comunidad; 

3) Promover la inversión privada al generar confianza; 

4) Propiciar un mejor servicio público, promoviendo su evolución hacia formas y mecanismos cada vez más eficientes y/o constituir un paso previo a la rendición de cuentas. 

Finalmente

5).- Satisfacer intereses personales respecto al acceso individual a los  datos en poder de los órganos del estado.

La transparencia tiene este velo que cuida a quien la promueve. Le ayuda en su legitimación de acción y contribuye a un mejor desempeño. De este tamaño debe ser el compromiso hacia con la transparencia y su práctica como algo cotidiano. 

En un sentido de autocrítica, como coahuilenses y como legisladores, debemos reconocer que para cuando la presente Ley entró en vigor ya había, dentro de las propuestas nacionales, un nuevo parámetro para medir la transparencia en materia patrimonial de los servidores públicos.

Celebramos, la visión de la anterior Legislatura por ser parte del impulso que  dio vida a una normatividad modelo en el orden nacional. Honremos su trabajo con más trabajo. 

Por qué no ha resultado suficiente la declaración patrimonial. Porque, aún en la manera en la que se ha instrumentado, no ha logrado generar la confianza deseada de que quienes estamos en el servicio público no nos sirvamos  de nuestro puesto. 

De manera particular me refiero a lo que el Instituto Mexicano para la Competitividad y Transparencia Mexicana han propuesto bajo el lema de “3de3”: complementar la declaración patrimonial con la declaración de los impuestos de, al menos los últimos cinco años, y una declaración de intereses. 

Lo que aquí se muestra es una fórmula por lo que se pretende incluir, en el texto pertinente, esta figura bajo la denominada “Declaración de Integridad”, misma que deberá hacerse pública a través de la denominada “Información de Oficio”.  

La propuesta es ambiciosa, es cierto. Pero la necesidad es mucha. Debemos redoblar los esfuerzos para lo que ya existe en Ley  y  se observe.  Debemos reiterar los llamados al órgano garante para que, en observancia de sus facultades, haga lo que  corresponde.  Debemos honrar,  como coahuilenses, el reconocimiento como legisladores de avanzada. 

Así, por las razones  expuestas, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción VI del Artículo 21 de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El Artículo 21,  el cual  menciona: Las entidades públicas deberán mantener impresa para consulta directa y difundir, en su caso, a través de medios electrónicos la siguiente información:  

VI.- Versión pública de la declaración  patrimonial de los servidores públicos que contengan nombre, cargo, tipo de declaración, sueldo y bienes inmuebles ubicados en territorio nacional y extranjero, se propone diga:

Capítulo VI.- Una declaración de integridad de los  servidores públicos compuesta por, en cada caso individual, la versión pública de la declaración patrimonial, la declaración de impuestos de los años inmediatos anteriores al momento en que se hace la publicación de acuerdo con lo establecido en el Reglamento y la declaración de intereses

TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- El Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública tendrá hasta 90 días para que, en la reglamentación pertinente, defina el contenido mínimo de la “Declaración de Integridad”. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

(El texto íntegro de la presente iniciativa la puede usted consultar en el apartado de “Información Pública de Oficio”, Artículo 27, Fracción VI.)

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputado. 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Transparencia y Acceso de Información, para efectos de estudio y dictamen. 

Esta Presidencia concede el uso de la palabra a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, para que,  conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 D del Orden del Día. 

Adelante Diputada. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar: 

Con su venia,  Diputada Presidenta. 

HONORABLE  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo” del Partido Socialdemócrata de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el Artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 21 en su fracción IV y 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL CAPITULO V ARTICULO 18 EN SU FRACCION I INCISO A)  Y EL ARTICULO 25 FRACCION IX DE  LA LEY DE MOVILIDAD SUSTENTABLE PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
En atención a la siguiente:

Exposición de motivos.
Las personas con discapacidad se ven con frecuencia excluidas de la sociedad. 

La discriminación adopta diversas formas, desde las más claras, como la negación de oportunidades educativas, hasta otras más sutiles, como la segregación y el aislamiento que provocan las barreras físicas y sociales. La sociedad también se reciente de esta situación, ya que la pérdida del enorme potencial de estas personas empobrece a toda la humanidad.

Para que se produzcan cambios en la percepción y los conceptos relacionados con la discapacidad es necesario que cambien los valores y aumente la comprensión en todos los estratos de la sociedad.

En atención a esto y al tratado internacional al que México está adherido, llamado Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad observamos que los peatones con discapacidad tienen derecho a espacios públicos exclusivos que garanticen su seguridad y libre circulación y que no estén aislados sino incorporados en el espacio de tránsito cotidiano así como también, cuentan con el derecho a ser considerados dentro de la planificación de los lugares donde viven, para que sean una prioridad en el diseño de calles y avenidas, y no solo lo sean los vehículos motorizados,  de igual manera a vivir en condiciones que permitan el contacto social y el respeto a su situación de vulnerabilidad y de la misma manera a circular con preferencia y facilidades que les den independencia y libre circulación.

Actualmente en la presente ley, motivo de reforma, no le da en su totalidad, la trascendencia que merece al discapacitado, pero esa es nuestra labor como legisladores, velar por la integridad de los ciudadanos,  y este grupo vulnerable, es en todo momento, prioridad para la Socialdemocracia.

Debemos recordar siempre, que las personas con discapacidad son también peatones, por lo que sus derechos de movilidad deben ser considerados una prioridad en la ley.

No podemos olvidar que dentro de la definición de peatón, que suele ser siempre el grupo más vulnerable de la cadena urbana, las personas con discapacidad, entran como prioridad dentro de la protección del peatón en el Estado.

Por eso hoy, en uso de las facultades que la Ley Orgánica de este Congreso me otorga acudo ante el Supremo Órgano Legislativo del Estado para presentar ante ustedes esta problemática y de la misma manera solicitar su apoyo y colaboración para aprobar la propuesta a la siguiente.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL CAPITULO V ARTICULO 18 EN SU FRACCION I INCISO A)  Y EL ARTICULO 25 FRACCION IX DE  LA LEY DE MOVILIDAD SUSTENTABLE PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma el capítulo V Artículo 18, fracción I, inciso A)  y el Artículo 25  en su fracción IX de la Ley de Movilidad Sustentable para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 18. La modernización y racionalización de la movilidad y el transporte público en el estado de Coahuila y en sus municipios se soporta en los siguientes principios:
I. Movilidad sustentable, estableciendo los siguientes lineamientos:

a) Tienen uso preferencial del espacio público, las personas con discapacidad las y los peatones, las y los usuarios de bicicletas, triciclos, monociclos y el servicio público de transporte de pasajeros frente a otro tipo de vehículos.
Artículo 25. Las y los peatones y las personas con discapacidad tendrán además los siguientes derechos:

IX. Contar con cruces peatonales en las vialidades, que coincidan con la línea de paso peatonal y de personas con discapacidad fomentando con ello el uso adecuado de dichos cruces.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de

Zaragoza.

 Saltillo, Coahuila,  a 28 de  abril de 2015.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de  la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte y de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, esta Presidencia,  concede el uso de la palabra a la Diputada  Georgina Cano Torralva,  para que,  conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 E del Orden del Día. 

Adelante Diputada.   

Diputada  Georgina Cano Torralva: 

Gracias, Diputada Presidenta. 

HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA:

PRESENTE.- 

La que suscribe, Diputada Georgina Cano Torralva, en el ejercicio de las facultades que me confieren el Artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los Artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la Ley de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza, conforme a la siguiente:
E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Una sociedad y un gobierno responsables, deben tener presentes el valor y la obligación de cuidar nuestro medio ambiente, debido a su importancia para el bienestar de las generaciones presentes y porque es el legado para nuestros descendientes.

Los perjuicios que se han causado principalmente por la expansión de las actividades económicas, ha originado que se creen acciones para prevenir el deterioro de los recursos naturales y que se aprovechen racionalmente.

La evaluación del impacto ambiental, es el procedimiento a través del cual la Secretaría de Medio Ambiente establece las condiciones a que se sujetará la realización de obras y actividades que puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar los límites y condiciones establecidos en las disposiciones aplicables para proteger el ambiente y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos sobre el ambiente. Para ello, quienes pretendan llevar a cabo ciertas obras o actividades, requerirán previamente la autorización en materia de impacto ambiental de la mencionada Secretaría.

La Ley de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno el día 8 de diciembre de 1998, regula las obras y actividades que requieren la mencionada autorización, así como su procedimiento.

Esta reforma, tiene como propósito reducir de manera significativa el plazo para obtener por parte de la Secretaría de Medio Ambiente la resolución respecto al proceso  de evaluación alcanzando así celeridad en los trámites administrativos y con ello, continuar con la política de mejora regulatoria.

En ese contexto se optimiza y se hace más eficaz la regulación en los trámites relacionados con la protección del medio ambiente, lo que va a permitir que el sector productivo obtenga con mayor rapidez las autorizaciones de impacto ambiental que requiera para realizar  sus actividades económicas que tengan por objeto.

Es por ello, que se propone modificar el Artículo 43 de la  Ley de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza, con el objeto de que la Secretaría, dentro del plazo de cinco días hábiles contados a partir de la recepción de la manifestación de impacto ambiental, deberá emitir la resolución correspondiente; asimismo, se establece que en caso de que se suspenda el trámite en virtud de que se soliciten aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al contenido de la manifestación de impacto ambiental, dicha suspensión no podrá exceder de cinco días hábiles; por último, cuando por la complejidad y las dimensiones de una obra o actividad la Secretaría del Medio Ambiente requiera de un plazo mayor para su evaluación, éste se podrá ampliar hasta por cinco días hábiles adicionales.

Por las consideraciones anteriores y a fin de ser un estado con un alto cumplimiento ambiental que minimice el impacto negativo en el medio y fomente la conservación de la biodiversidad con la participación de todos los sectores de la sociedad, he tenido bien presentar para su análisis y posible aprobación la siguiente iniciativa de

DECRETO QUE REFORMA LA LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL AMBIENTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ÚNICO. Se reforma el Artículo 43 de la Ley del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente el Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 43.- La Secretaría, dentro del plazo de cinco días hábiles contados a partir de la recepción de la manifestación de impacto ambiental, deberá emitir la resolución correspondiente.

La Secretaría podrá solicitar aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al contenido de la manifestación de impacto ambiental que le sea presentada, suspendiéndose el término que restare para concluir el procedimiento.

En ningún caso la suspensión podrá exceder el plazo de cinco días hábiles, contados a partir de que ésta sea declarada por la Secretaría, y siempre y cuando le sea entregada la información requerida. 

Excepcionalmente, cuando por la complejidad y las dimensiones de una obra o actividad la Secretaría requiera de un plazo mayor para su evaluación, éste se podrá ampliar hasta por cinco días hábiles adicionales, siempre que se justifique conforme a lo establecido en el reglamento de la presente ley.
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- La Secretaría de Medio Ambiente, dentro de los diez días naturales siguientes contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, deberá de realizar las modificaciones que resulten necesarias al Reglamento de la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza en Materia de Impacto Ambiental.

TERCERO.- Los procedimientos relativos a la evaluación del impacto ambiental que con anterioridad al inicio de vigencia del presente Decreto se estuviesen tramitando, continuarán sustanciándose de acuerdo a la legislación vigente al momento de su inicio.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 22 días del mes de abril del año dos mil quince.

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER            
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA    
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputada. 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, esta Presidencia informa que los Diputados Francisco Tobías Hernández, José María Fraustro Siller, Jesús de León Tello y Claudia Elisa Morales Salazar se han integrado a la presente sesión. 

A continuación, se concede el uso de la palabra a la Diputada Lariza Montiel Luis, para que, conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta, que viene consignada en el Punto 7 F del Orden del Día. 

Adelante Diputada. 

Diputada Lariza Montiel Luis: 

Muchas gracias, Diputada Presidenta. 

Honorable Pleno del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

De acuerdo a cifras obtenidas en la Encuesta Nacional de Lectura  del 2014,  las cosas han cambiado muy poco en relación a este tema desde el año de 2006 en que se realizó un ejercicio similar.  En aquel entonces los mexicanos leíamos en promedio 2.6 libros al año, habiendo pasado esta cifra única y exclusivamente hasta e. 2.9 libros al año, en esta fecha. 

La lectura sigue siendo una práctica restringida y aún estamos muy lejos de los 26 libros que establece la UNESCO, debemos leer para tener por completo esta asignatura. 

Leer aporta beneficios enormes al desarrollo de las personas,  pero no se trata nada más de ser más cultos, el hábito de la lectura permite desarrollar también habilidades de comprensión, análisis, reflexión, interpretación y evaluación.

Un joven que lee es mucho más apto para aprender en la escuela, también le permite comprender mejor su entorno la realidad social, local, nacional e internacional y puede participar de una  manera más fluida en las actividades de carácter político y social de su comunidad. 

Los profesionistas además que leen documentos adicionales a los universitarios  o académicos terminan siendo mucho más aptos para el entorno del mercado laboral y ser mucho más aptos, resueltos y eficientes para lograr el éxito en su vida profesional. 

Sin embargo y es una lástima que nuestros visitantes del TEC de Saltillo no nos acompañen más, pues me parece que no estamos logrando de acuerdo a los resultados y los estudios realizados por la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior que más de la mitad de nuestros estudiantes universitarios empleen el tiempo suficiente para dar lectura a todos aquellos documentos y libros que se encuentran incluidos en su currículum universitario, careciendo en consecuencia la mayoría de habilidades y motivaciones para el trabajo engrupo. 

La lectura, amigos, es vital para el desarrollo de México y de nuestros niños y jóvenes por supuesto que son el futuro inmediato y mediato, incide en forma inevitable en los espacios educativo, profesional, social, económico, cultural, incluso en temas de prevención a la violencia, al crimen y a la inseguridad. 

Se requieren en consecuencia acciones y planes, así como programas efectivos de fomento a la lectura, en este país hemos avanzado y se ha crecido en el uso de los dispositivos de comunicación móvil de una manera considerable, sin embargo, ante la falta del hábito de la lectura no hemos podido aprovechar estas herramientas, así como las aplicaciones y programas de lectura que hoy en día se encuentran en el ciberespacio y que son de gran utilidad al propósito de esta ley. 

Ante ello y una vez analizada nuestra legislación, se propone modificar la Ley para el fomento de la lectura y el libro para el estado de Coahuila de Zaragoza, de la manera siguiente: 

Referenciar en ella el concepto de derecho a la lectura plasmado en el párrafo 12 del Artículo 4º constitucional, como base de esta legislación y por la necesidad de darle vida a su objetivo. 

Incluir la correcta denominación de la Secretaría, que ahora ya no es Secretaría de Educación y Cultura, sino solamente Secretaría de Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza y en atención a la naturaleza de esta ley considerarla como la Secretaría propia de aplicación. 

Incluir, sin embargo, de forma obligada a la Secretaría de la Cultura y su participación activa en los propósitos de la ley. 

Señalar o cambiar la titularidad del Consejo Estatal para asignarlo al Secretario de Educación, como se plasma en otros ordenamientos similares incluyendo el Federal, para con ello darle un mayor dinamismo a su función. 

Establecer que el Consejo Estatal, así como los consejos regionales sesionen de manera obligatoria cada tres meses, pero sobre todo que las opiniones de este consejo sean vinculantes para las autoridades destinatarias de las mismas y de esta manera aprovechar el gran conocimiento y aportación que este órgano pueda brindar a tan noble fin. 

Que el presupuesto que en la ley, actualmente se establece para las ferias de libros se haga extensivo y se plantee en relación a un programa general de fomento a la lectura. 

Que se incluyan programas de fomento a la lectura en todos los grados educativos, desde el nivel básico de escolaridad hasta el nivel medio superior. 

Y finalmente generar un programa de seguimiento a las actividades de los Consejos estatal y regionales, así como un sitio web donde pueda consultarse el trabajo de éstas y realizar un seguimiento a sus actividades. 

En tanto que el texto, de la iniciativa fue publicado previamente, solicito se inserte a la letra en el Diario de los Debates. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

TEXTO ÍNTEGRO DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE FOMENTO A LA LECTURA Y EL LIBRO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFROMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE FOMENTO A LA LECTURA Y EL LIBRO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos

De acuerdo a cifras obtenidas por la Encuesta Nacional de Lectura 2014, las cosas han cambiado muy poco desde el año 2006 en que se realizó un ejercicio similar: México no lee, el documento refiere “en el 2006, los mexicanos leían en promedio 2.6 libros al año, en el sexenio pasado la cifra llegó a 2.94”.

La lectura sigue siendo una práctica restringida al ámbito educativo, y los lectores de hábito y los autodidactas son pocos en extremo. Aún estamos lejos del los veintiséis libros por año que debiéramos leer de acuerdo a la UNESCO. 

En el año 2012 Japón,  Noruega, Finlandia Y Canadá ocupaban los primeros lugares a nivel mundial con un promedio per cápita de 47 títulos al año. La falta de lectura entre la población es un problema de alcance mundial, y no es, como muchos creen, exclusivo de países en vías de desarrollo o naciones con graves atrasos económicos, sociales y educativos; por el contrario, afecta por igual a las naciones más desarrolladas y a las culturas más antiguas del orbe. En Europa, se sabe que en la mayor parte de sus naciones cerca del 50% de su población no mantiene los índices mínimos de lectura que recomiendan los organismos internacionales.

En Estados Unidos, la tercera parte de la población no gusta de leer, mientras que otra tercera parte lo hace por debajo del mínimo recomendable.

Leer aporta beneficios enormes al desarrollo de las habilidades cognoscitivas de las personas, no sólo se trata de ser “más cultos”, apreciación errónea a decir de muchos especialistas, se lee, sí para saber más, pero también para desarrollar las habilidades de comprensión, análisis, reflexión, interpretación, síntesis y evaluación. Un joven que lee es más apto para aprender en la escuela, para mejorar sus promedios de calificaciones y para asimilar el conocimiento impartido en el nivel profesional y llevarlo a la práctica con mayores posibilidades de éxito.

Asimismo, una persona leída comprende mejor su entorno, la realidad local, nacional e internacional y puede participar de modo mucho más lúcido y consciente en las actividades políticas y sociales de su comunidad.

Los profesionistas que además de leer y estudiar los libros de la universidad se ocupan de mantener otras lecturas adicionales terminan siendo más aptos, resueltos y eficientes para el mercado laboral.

Sintetizar (síntesis), de acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española significa:

a) Composición de un todo por la reunión de sus partes.

b) Suma y compendio de una materia u otra cosa.

Esta habilidad es desarrollable en toda persona con inteligencia normal, pero, siempre y cuando posea hábitos de lectura adecuados, método y constancia en su práctica. Sin ella, el estudiante enfrenta graves problemas para comprender, extraer información, resumir e interpretar un texto literario, técnico, científico o de cualquier naturaleza y género.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, la OCDE, ha practicado exámenes, especialmente a jóvenes de 15 años y menos de países en vías de desarrollo, buscando evaluar sus habilidades de lectura Estos exámenes han privilegiado las habilidades de obtener información de un texto, así como la interpretación, la reflexión y la evaluación de los materiales de lectura que son puestos a disposición de los examinados. El resultado hasta la fecha es muy desalentador para México. Los evaluados quedan muy por debajo del mínimo aceptable.

Estudios realizados por la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES), revelan que casi la mitad de nuestros estudiantes universitarios no emplean el tiempo necesario para realizar la lectura de los textos que incluyen el currículum universitario y la mayoría carece de habilidades y motivaciones para leer y realizar trabajos en grupo.

La lectura es vital para el desarrollo de México y de nuestros niños y jóvenes que son el futuro inmediato y mediato; pues incide de forma inevitable en los aspectos: educativo, profesional, social, económico, cultural e incluso, en temas como la violencia, el crimen y la inseguridad. 

Para abatir y corregir este grave problema se requieren acciones, planes y programas efectivos de fomento a la lectura entre los mexicanos, especialmente entre niños, jóvenes y adolescentes.

En países como el nuestro, la televisión y el uso de dispositivos de comunicación móvil han desplazado completamente al hábito de leer, de tomarse unos minutos al día, o quizá un par de horas, para leer un buen libro en la comodidad del hogar, al viajar o en cualquier lugar donde resulte práctico hacerlo.

Son varios los aspectos a considerar, que obstaculizan el acceso a la lectura de nuestros niños y jóvenes; entre otros:

A) La falta de programas para el fomento a la lectura.

B) La inexistencia de políticas públicas que contribuyan a reducir el problema señalado.

C) La falta de presupuestos adecuados para apoyar las acciones y medidas a favor de la lectura.

D) La situación financiera de las clases más desprotegidas para poder pagar o acceder a los libros.

E) La simulación en las leyes de fomento a la  lectura, traducidas en textos normativos que dicen lo que se debiera hacer, pero sin que se trate de obligaciones impositivas para las autoridades, ni se asignen los presupuestos necesarios para cumplir con los objetivos de cada ordenamiento. Y;

F) La inexistencia de planes educativos que incluyan el fomento y amor por la lectura desde las edades más tempranas.

Así las cosas, y analizadas diversas leyes de fomento a la lectura de  varias entidades federativas, así como la federal, encontramos que, en comparación, la del estado de Coahuila, la nuestra presenta características que no son acordes con la realidad, y citamos oportunamente las siguientes:

a) La falta de referencia al concepto de derecho a la cultura, plasmado en el párrafo doce del artículo Cuarto Constitucional.

b) El error en la denominación de la Secretaría, que ahora ya no es de educación y cultura, y, en atención a la naturaleza de la ley, consideramos que debe ser la secretaría de educación la encargada.

c) La participación obligada de la Secretaría de Cultura en los objetivos de esta ley.

d) La titularidad del Consejo, que debe estar a cargo del Secretario de Educación, como se plasma en otros ordenamientos, incluyendo el similar de la federación.

e) Que el Consejo Estatal, así como los regionales sesionen de forma obligatoria cada tres meses.

f) Que las opiniones del Consejo Estatal sean vinculantes para las autoridades destinatarias de las mismas. 

g) Que el presupuesto para las ferias del libros, sea extensivo al programa de fomento a la lectura. Y;

h) Que se incluyan programas de fomento a la lectura en todos los grados educativos del nivel básico de escolaridad hasta el nivel medio superior. 

i) No hay un seguimiento y cumplimiento al deber de sesionar        de forma trimestral que tiene el Consejo Estatal; y no hay un sitio WEB donde se pueda consultar el trabajo de este y realizar un seguimiento de sus actividades. Lo mismo podemos decir de los consejos regionales.

Entre las principales adecuaciones que consideramos deben hacerse a este ordenamiento para hacerlo más eficiente y funcional y que pueda cumplir con sus objetivos.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido del artículo 2, el contenido de la fracción IX del artículo 3; y los contenidos de los artículos 4, 5, 6; de las fracciones II, IV,y V del artículo 7, se modifica el  primer párrafo artículo 8, adicionándole un  párrafo mas al mismo; se modifica la fracción I del artículo 9 y el párrafo segundo de la fracción V del mismo; se modifica el contenido de los artículos 11, 16, y 17, y las fracciones II y IV, recorriendo el contenido de la IV a la fracción V que se crea; se modifica el contenido de las fracciones I, II y VI del artículo 18; se modifica el contenido del artículo 22, así como el contenido del primer párrafo del artículo 23, adicionando un cuarto párrafo a éste; se modifica el contenido del artículo 24 y el contenido del segundo párrafo del artículo 26; se modifica el primer párrafo del artículo 30 y la fracción I del mismo y, se modifica el contenido del artículo 32, todos DE LA LEY PARA EL FOMENTO DE LA LECTURA Y EL LIBRO PARA ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 2.- El fomento a la lectura y el libro se establece en el marco de las garantías constitucionales de educación, acceso a la cultura, libre manifestación de ideas, la inviolable libertad de escribir, editar y publicar libros sobre cualquier materia, propiciando el acceso a la lectura y al libro a toda la población. 

 Artículo 3.-……

I a  la VIII………

   IX.
Secretaría de Educación: Secretaría de Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

…………….

Artículo 4.- La Secretaría de Educación, a través de la Coordinación Estatal de Bibliotecas, Publicaciones y Librerías o la unidad administrativa correspondiente, y en su caso, en coordinación con de la Secretaría de Cultura, llevará a cabo acciones de coordinación con las organizaciones de padres de familia, las instituciones públicas, privadas y sociales, los organismos culturales, los clubes de lectura privados, los círculos literarios, los gremios de intelectuales y con cualquier otra organización de la sociedad civil que contribuya a elevar el nivel cultural de los coahuilenses, oyendo las recomendaciones que al efecto emita al Consejo Estatal. 

 Artículo 5.- En el ámbito de sus respectivas competencias y facultades,  la Secretaría de Educación deberá coordinar sus acciones con las instituciones del Gobierno Federal y gobiernos municipales responsables de la aplicación de las políticas, programas y acciones de fomento a la lectura y el libro en el Estado. 

 

Artículo 6.- Será responsabilidad de la Secretaría de Educación, a través de la unidad administrativa correspondiente, oyendo al  Consejo Estatal y de los Consejos Regionales, garantizar a la población el ejercicio real del derecho de acceso al libro y la lectura, así como el fomento de la producción, edición, distribución y difusión de cualquier obra literaria; y realizar las acciones necesarias para que se establezcan programas de fomento a la lectura en los planes de estudio del nivel básico hasta el  nivel medio superior en la entidad.

Artículo 7.-….

I……
 

II.
La Secretaría de Educación 

III…..
 

IV. La Secretaría de Cultura y;

V. Las administraciones municipales.
Artículo 8.- Se crea el Consejo Estatal de Fomento a la Lectura y el Libro como órgano de carácter  consultivo de la Secretaria de Educación  del Estado  de Coahuila,  con el objeto de opinar y emitir recomendaciones y propuestas respecto de las políticas, programas y acciones realizadas en el Estado, dirigidas a lograr una cultura de fomento a la lectura y al libro, así como facilitar el acceso al libro para todos los lectores. 

Las decisiones del Consejo que tengan carácter de recomendación o propuesta serán vinculantes y obligatorias para las autoridades destinatarias de las mismas. 

Artículo 9.-…….


I. El Secretario de Educación  en el Estado quien fungirá como su Presidente;
II……
III……
IV……

Párrafo primero de la fracción IV…..

Éstos serán designados por el Consejo, de entre quienes se registren a la convocatoria pública que al efecto se emita, debiendo recaer en personas pertenecientes a algún gremio relacionado con el rubro y cuenten con probada experiencia en el ámbito cultural.

………….

Artículo 11.- El Consejo Estatal deberá sesionar de forma ordinaria  cada tres meses y cuantas veces se requiera, en sesiones de carácter extraordinario a convocatoria del Presidente; para ello, el Consejo contará con un portal digital, en la que hará constar las convocatorias, los órdenes del día, y las minutas correspondientes; así como los acuerdos, convenios y en general todos los actos y decisiones tomadas por el Consejo. 

……………

Artículo 16.- La Secretaría de Educación facilitará las instalaciones y material necesario para la realización de las sesiones del Consejo Estatal.

Artículo 17.- El Consejo Estatal propondrá estrategias, emitirá recomendaciones, expresará opiniones en la materia y contribuirá a la definición de objetivos, y sus integrantes podrán participar en actividades cuando así lo requieran autoridades de la Secretaría de Educación.

Artículo 18.-  ………

I.
Opinar, y en su caso, emitir recomendaciones y realizar propuestas  sobre el proyecto de Programa Estatal para el Fomento a la Lectura y el Libro;

II.
Opinar y emitir recomendaciones sobre la celebración de festivales de lectura y del libro en los Municipios del Estado;

III a la V…. 

VI.
Proponer estrategias que motiven la atención de la población hacia la lectura, apoyando las actividades y eventos que las promuevan; 

VII a la XV……

Artículo 22.- Los Consejos Regionales estarán conformados por un representante de cada Municipio de la Región respectiva, nombrado por el Presidente Municipal y 4 integrantes, que serán designados por el Secretario de Educación de entre los escritores, editores, productores, periodistas, impresores, libreros, historiadores, cronistas, promotores culturales  o bibliotecarios  de la región, de entre quienes se registren a la convocatoria pública que al efecto se emita, debiendo recaer en personas con probada experiencia en la materia.

Artículo 23.-  Párrafos primero y segundo.

La Secretaría de Educación  facilitará las instalaciones y material necesario para la realización de las sesiones de los Consejos Regionales.

Cada Consejo Regional deberá publicar sus convocatorias, órdenes del día, minutas, acuerdos, convenios y determinaciones en general en un medio de difusión local impreso, o contar con un portal digital para el mismo fin.

Artículo 24.- Existirá un Programa Estatal para el Fomento a la Lectura y el Libro, que se emitirá en términos de la Ley de Planeación del Estado y en su elaboración se atenderán las propuestas del Consejo Estatal y de los consejos regionales.

…………….

Artículo 26.-….

El Gobierno del Estado, de forma anual, asignará una partida presupuestal que sea suficiente para el cumplimiento de todos los objetivos y acciones del Programa Estatal para el Fomento de la Lectura y el Libro.

………

Artículo 30.- En la recepción de los materiales objeto del depósito legal, el Director de la Biblioteca Central Estatal o la persona que para esos efectos designe el Secretario de Educación  deberá:

I a la II….

III. 
Enviar una relación mensual de lo depositado, que contendrá los datos contenidos en la ficha catalográfica o en su defecto el ISBN, a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado y al Consejo Estatal para el Fomento a la Lectura y el Libro del Estado de Coahuila.

IV a la V….

Artículo 32.- Ante el incumplimiento por primera vez del depósito legal en el plazo establecido en ésta Ley, el Director de la Biblioteca Depositaria o la persona que para esos efectos designe el Secretario de Educación, procederá a apercibir al infractor otorgando un plazo de 15 días hábiles para su cumplimiento. 

………….

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  de Zaragoza, a  28 de abril de 2015

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


         COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputada.

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas para efecto de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede el uso de la palabra a la Diputada Carolina Morales Iribarren, para que,  conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 G del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputada. 

Diputada Martha Carolina Morales Iribarren: 

Sí, muchas gracias.

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

HONORABLE  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

P R E S E N T E.- 

La que suscribe, Diputada Carolina Morales Iribarren, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en los Artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción V, 152 fracción I, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la presente Iniciativa de LEY SOBRE GOBIERNO ELECTRÓNICO Y FOMENTO AL USO DE TECNOLOGÍAS DIGITALES DE INFORMACIÓN PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

Para los Coahuilenses la innovación es una constante de desarrollo y crecimiento, plenamente acorde a nuestra visión enfocada a la implementación de acciones que en forma directa y efectiva generen un entorno de progreso y modernidad. Las tecnologías digitales de información son una herramienta que abre nuevas oportunidades para facilitar la interacción de la población con las instancias gubernamentales, en forma rápida, dinámica y eficiente.

Las dependencias y entidades gubernamentales responsables de atender los diversos trámites y servicios que deben prestarse a la población, requieren incorporarse a la dinámica de esa variante  de aplicación tecnológica y participar como impulsores y promotores de las nuevas capacidades que producen y procuren avances en la ciencia y la tecnología.

Adicionalmente, en el contexto internacional el impulsar esquemas gubernamentales más transparentes, sensibles, responsables y eficaces, encaminados a mejorar la gestión de recursos públicos y que promuevan la innovación, ha sido reconocido como un requerimiento acorde a los principios consagrados en diversos tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos. El Gobierno del Estado debe proporcionar a los particulares un mejor acceso al ámbito del sector público, lo que conlleva a favorecer en mayor proporción la interoperabilidad de los sistemas de información de Gobierno.

Debemos llevar a Coahuila a destacar en el ámbito nacional por ser una Entidad que represente un liderazgo en el uso y aplicación de los medios electrónicos y de las tecnología digitales de información en diversos campos, debemos esforzarnos por atraer inversión dirigida a incrementar las facilidades en la utilización de avances tecnológicos en materia de telecomunicaciones y procesamiento de datos, lo que a su vez demanda el uso de tales medios por parte de servidores públicos en todos los ámbitos de Gobierno, a fin de alcanzar su aprovechamiento óptimo. 

Es importante que Gobierno del Estado desarrolle un Plan Estratégico en esta materia, que tenga como objetivos proporcionar servicios gubernamentales modernos y eficientes, centrados en las necesidades y expectativas ciudadanas, para lo cual debemos plantear soluciones al ciudadano y fomentar la innovación en las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal. Dentro de las acciones previstas, se contempla establecer sinergias entre las plataformas informáticas de las dependencias y entidades gubernamentales e incentivar la operación de una red de comunicación, servicios e intercambio de información con los municipios y dependencias Estatales, así como instituciones de los sectores público, privado y social.

Así mismo, considero que el uso de las tecnologías digitales de información y de comunicación, facilitaría la colaboración entre instituciones financieras y comerciales, el pago de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos. Igualmente, repercutiría favorablemente en sectores como salud, educación, seguridad pública y competitividad empresarial; el fomento al desarrollo, uso y aplicación de tecnologías digitales de información se muestra como un elemento sustantivo para los objetivos de desarrollo de nuestro Estado.

Ante la dinámica que presenta este tipo de tecnologías, se requiere continuar incorporando a la legislación del Estado, conceptos e instrumentos acordes a la evolución de estos medios. Por ello, la presente iniciativa busca propiciar su uso y fortalecer las bases para alcanzar la interoperabilidad entre particulares y las distintas instituciones públicas en  Coahuila. La iniciativa define los objetivos y finalidades a que deberá sujetarse la implantación del uso de estas tecnologías en el marco de la responsabilidad atribuible a los entes gubernamentales, tales como facilitar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de obligaciones, desahogar trámites y servicios, fomentar la participación ciudadana y favorecer el intercambio de información.

Al asumir la implantación del modelo de Gobierno Electrónico, se facilitarán los servicios que se ofrecen a la población, disminuyendo gradualmente la carga que implica presentar información o documentos que obren en bases de datos, archivos y sistemas electrónicos a cargo de las propias dependencias y entidades públicas.

Con el objeto de proporcionar mayor seguridad jurídica, se definen los parámetros para que los actos y procedimientos a cargo de los entes públicos se encuentren plenamente dotados de validez, a fin de alcanzar sus efectos cuando empleen medios electrónicos en su emisión. En este sentido, la salvaguarda de la información  que se genere a través del uso de tecnología digitales de información en el sector público, parte del aseguramiento de su autenticidad y fiabilidad, para lo cual se prevén los elementos que deberán acreditarse en la generación de la Firma Electrónica Avanzada, el uso de marcado cronológico y los mecanismos de conservación.

La creación de autoridades certificadoras raíces e intermedias, sujetas a estándares tecnológicos estrictos de operación, que contempla la iniciativa, constituyen la base para brindar confianza y ofrecer viabilidad para que los procedimientos y actos de naturaleza legislativa, administrativa o jurisdiccional puedan desarrollarse a través de medios electrónicos. Para tal efecto, uno de los elementos que resulta indispensable es atribuir a un sujeto en particular el contenido de la información correspondiente, así como definir la manera de realizar notificaciones o requerimientos. La iniciativa propone incorporar el uso del Tablero Electrónico como medio de comunicación Oficial incorporado a los portales de Internet de las dependencias y entidades públicas, así como crear la figura de oficialía de partes electrónicas para cada unidad administrativa que intervenga en los procedimientos relativos que se desahoguen a través de dichos medios.

Como sucede ya a nivel Federal, la iniciativa contiene un apartado dedicado a la Firma Electrónica Avanzada en los ámbitos Estatal y Municipal; sin embargo, el alcance de esta propuesta no se ubica exclusivamente en este elemento, ya que, como lo indica su denominación, se enfoca a un concepto de mayor alcance, como lo es el Gobierno Electrónico, y sienta las bases normativas suficientes para fomentar el uso de las tecnología digitales de información en el Estado de Coahuila.

En estrictos respecto a los diversos ámbitos de competencia que establecen la Constitución Política del Estado para los poderes, Municipios y Órganos Constitucionales Autónomos, la iniciativa contempla que éstos señalen las entidades responsables de fungir como autoridades certificadoras raíz e intermedias.

Finalmente, cabe destacar que el proyecto desarrolla las responsabilidades que asume cada individuo en materia de Firma Electrónica Avanzada, así como el supuesto en que tal medio sea generado antes autoridades con jurisdicción territorial fuera del Estado.

Gracias. Es cuanto, Diputada. 

(El texto íntegro de la presente iniciativa la puede usted consultar en el apartado de “Información Pública de Oficio”, Artículo 27, Fracción VI.)

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede el uso de la palabra al Diputado Jesús de León Tello,  para que, conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 7 H del Orden del Día previamente aprobado para esta sesión. 

Adelante Diputado. 

Diputado Jesús de León Tello: 

Gracias Diputada Presidenta. 

Solicito que el documento que se haya turnado se inserte al Diario de los Debates en los términos que fue presentada la iniciativa. 

Compañeras Diputadas, compañeros Diputados:

Con el asunto de los más de 90 millones de pesos que se perdieron ilegalmente en el Fondo de FICREA, por parte del Consejo de la Judicatura, hoy el Poder Judicial de Coahuila, sobre todo su personal,  deberá de enfrentar durante varios años la crisis financiera generada, misma que se traducirá en la desaparición de estímulos para los empleados, los apoyos financieros a que se tienen derecho de forma contractual los trabajadores del Tribunal, las mejoras a la infraestructura de este poder, los apoyos para hacer más eficientes su quehacer, los aumentos de sueldos y prestaciones laborales para todos los que están dentro del Poder Judicial del Estado, así como diferentes afectaciones internas que tiene como consecuencia la pérdida de estos 90 millones de pesos. 

Este silencio que ha prevalecido por parte de las autoridades habrá de sufrir jueces, secretarios, proyectistas, en general todo este personal, pero también los ciudadanos de nuestro Estado.  ¿Por qué? Por esta falta de estos 90 millones de pesos, sin duda, en las próximas fechas estaremos viendo el cierre de algunos juzgados de primer instancia en municipios importantes como en el caso de Matamoros, porque este fondo tiene que ver con el mejoramiento para la administración de justicia y se está planteando ya al interior del Poder Judicial toda una redistribución de competencias en donde el personal o a los habitantes de algún municipio cercano como en el caso de Matamoros, Viesca, San Pedro, tengan que acudir a la cabecera de los tribunales de primera instancia de la ciudad de Torreón para dirimir aquellas controversias que existan entre los particulares, esto, incrementando los gastos de traslado, de honorarios, de todo lo que tiene que ver con la tramitación de este tipo de juicios, todo porque se invirtió inadecuadamente el Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia en el caso de FICREA. 

El 7  de noviembre del 2014 nos enteramos mediante un comunicado de prensa, por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, quien hizo el conocimiento público que se había realizado una intervención general a FICREA, Sociedad Financiera Popular, lo anterior en virtud de que dicha autoridad había detectado serios problemas regulatorios durante diversas visitas de inspección en materia financiera y operativa. 

Cabe destacar que de esa evaluación, sobre el cumplimiento en materia de prevención del lavado de dinero, teniendo como desenlace que con fecha 19 de diciembre se emitió una resolución revocando a la autorización a dicha Financiera y con ello también nos enteramos que el Poder Judicial del Estado de Coahuila había hecho una inversión de 90 millones de pesos, recursos pertenecientes al Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia y que con fundamento en el Artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, el mismo se integra de la siguiente forma: 

El patrimonio del Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia se integra por las multas, fianzas, cauciones que las autoridades judiciales hagan efectivas, las cuales serán remitidas al Fondo.

Por el monto de la reparación del daño, cuando la parte ofendida se niegue o renuncie a recibir el importe o no se presente persona alguna para que justifique su derecho a recibirlo en el término de 3 años. 

Los intereses provenientes de cualquier tipo de depósito que entreguen al Fondo, las autoridades judiciales del Estado y en general los ingresos que se produzcan por la administración de valores o por cualquier otra prestación autorizada en la ley. 

Asimismo, y por declaraciones que se publicaron el 15 de enero de 2015, en medios de comunicación, por parte de Edgar Bonilla, Vicepresidente Jurídico de la CNBV, informó que SOFIPO, FICREA, tenía provisión de captar recursos de organismos gubernamentales, ya que la autorización que tenía dicha SOFIPO era nivel I,  por lo que no se le permitía en dicho nivel la captación de esta clase de recursos no obstante el Supremo Tribunal de Justicia de Coahuila y su homologo del Distrito Federal decidieron invertir en dicha empresa, teniendo como resultado la pérdida por el fraude cometido por los accionistas y directivos de la misma, por la cantidad de 90 millones de pesos respectivamente por parte de dichos tribunales. 

No obstante, nuestro Tribunal en voz de su Presidente se excusó diciendo que las inversiones realizadas por ellos se encontraban apegadas a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, de conformidad en su Artículo 150 que establece que la administración del Fondo estará a cargo del Consejo de la Judicatura por conducto de su Presidente, debiendo invertir en la adquisición de títulos, valores de renta fija que deberán ser nominativos y a favor del Tribunal Superior de Justicia. 

Y en base a dicha normativa, ellos realizaron las inversiones en forma legal, ya que no se establecía ninguna prohibición para invertir en una SOFIPO,  informando que en su actuar no se había controvertido o quebrantado la ley, pero dentro de dichos argumentos esgrimió o emitió informar que la Ley de Ahorro y Crédito Popular, una ley federal que regula la SOFIPO en su Artículo 36 establece el nivel de operación de las mismas y en base a la propia naturaleza que tiene FICREA, que era de nivel 1, la cual fue emitida por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores existía la prohibición expresa para que no se invirtieran recursos públicos ante dicha SOFIPO, ya que solo las que tuvieran autorización con nivel 3 y 4, con una autorización especial en términos de dicho artículo serían las únicas autorizadas para captar esta clase de recursos, hecho que nunca aconteció en la inversión realizada por parte del Poder Judicial por lo que se quebrantó y violentó la ley. 

En este caso en lo particular, los peritos especialistas en Derecho no pueden excusarse en el clásico desconocimiento de la ley, hay  un principio general que tiene que respetarse por cualquier ciudadano que reza que por desconocimiento de la ley no se puede eludir su cumplimiento, si usted como ciudadano comete un ilícito no puede argumentar o defenderse a decir que no conocía el Código Penal, por ejemplo, si usted comete un ilícito y por desconocimiento de la ley tiene que pagar.  Bueno, en el caso del Tribunal no puede eludir su responsabilidad diciendo que no conocía lo que establecía la ley que regula estos fondos de ahorro popular. 

Dicha inversión que precisamos en el considerando 4º de la misma, que fue realizada por el Presidente del Tribunal se esfumó ante la complacencia de autoridades que permitieron que se perdieran estos 90 millones de pesos, en lo que se pone en riesgo la devolución de los depósitos judiciales que se tengan que reintegrar y que forman parte de la inversión que se realizó contraviniendo a la ley, ya que los recursos públicos de este poder no debía ni podían invertirse ante dichas SOFIPO por no contar con la autorización federal por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para recibir este tipo de recursos. 

Con independencia de las sanciones y responsabilidades resarcitorias que se deberán de imponer por parte de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila que al día de hoy no ha entregado su informe, ha hecho oídos sordos al llamado de este Congreso, pero independientemente de las sanciones que se puedan establecer a los funcionarios públicos que violentaron esta ley y que quebrantaron las finanzas del Poder Judicial del Estado por estos 90 millones de pesos, sanciones, las cuales debemos de estar muy atentos y vamos a darle seguimiento para que no quede sin ninguna responsabilidad ningún funcionario. 

También nos toca como legisladores hacer las correcciones a la ley para que no se vuelva a repetir estos acontecimientos de esta índole que ponen en riesgo las finanzas del Poder Judicial, ya que nos queda claro que no se puede dejar al arbitrio de los funcionarios el manejo a su criterio de los recursos del Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia y tenemos que cerrar esos vacíos en la ley para que no se repita esta historia. 

Los Diputados de Acción Nacional proponemos modificar el Artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado para establecer que las inversiones de dicho fondo solo se deban de efectuar ante instituciones bancarias y que los mismos se puedan realizar también por depósitos a plazos fijos y por la adquisición de títulos, valores de renta fija como se contemplaba.

Asimismo contemplamos que deban dejar la previsión de los recursos que se requieran para hacer frente a las devoluciones por cauciones, fianzas o depósitos judiciales que se deban de realizar  y establecemos que para la contratación de dichas inversiones, independientemente que se realicen ante una institución bancaria deberá valorarse las calificaciones crediticias del emisor y de fortalezas de la institución bancaria de acuerdo a la normatividad y políticas establecidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para que se invierta en instituciones con excelente estabilidad financiera y en títulos con calificaciones de nulo o bajo riesgo y no se vuelva a colocar en peligro el quebranto de las inversiones que realiza el Poder Judicial. 

Esto es así, el objetivo de esta reforma que se plantea es para que en el Artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza se blinde las inversiones y se blinde el Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia y que podamos tener lo que dice nuestra Constitución una justicia pronta y expedita y no por falta de recursos se llegue a prohibir el acceso a la justicia a los demás desprotegidos. 

Ojalá que esta Iniciativa se acelere en su reforma ante las comisiones que se determine el turno, a la Comisión de Gobernación y Justicia,  para que a la mayor brevedad dejemos resguardado los recursos del Consejo de la Judicatura y en especial este Fondo. 

Muchas gracias, Diputada Presidenta. 

TEXTO ÍNTEGRO DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA Y ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 150 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Los que suscriben, Diputados y Diputadas integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSE RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional (PAN), con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de este Honorable Congreso, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifica y adiciona un segundo párrafo al artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I.- El manejo de los recursos públicos por parte de las autoridades de los distinto niveles de gobierno, debe efectuarse con total transparencia, pulcritud, eficacia y rendición de cuentas, buscando obtener los mayores beneficio sociales, sin poner en riesgo la estabilidad de sus finanzas públicas; algo que sin lugar a dudas ha sido el talón de Aquiles de algunas autoridades en nuestro Estado, quienes han puesto en riesgo de colapso sus finanzas por la forma inadecuada en su administración.

II.- El manejo inadecuado de los recursos públicos, en lo oscurito y sin rendición de cuentas, ha generado  un malestar generalizado de nuestra sociedad y al final ha resultado en repercusiones económicas en los bolsillos de todos los Coahuilenses, quienes son los que pagan los errores y consecuencias de una mala administración por parte de sus autoridades, por ello es sano que quienes tenemos la encomienda de ostentar un cargo público nos conduzcamos en el campo de la legalidad, procurando en todo momento la rendición de cuentas y realizando un manejo pulcro e impecable de los recursos que los ciudadanos han puesta bajo nuestro cuidado y responsabilidad.

III.- El 07 de noviembre de 2014 nos enteramos mediante un comunicado de prensa, por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), quien hizo del conocimiento público que realizó una intervención gerencial a Ficrea S.A. de C.V. Sociedad Financiera Popular (SOFIPO); lo anterior en virtud que dicha autoridad había detectado serios problemas regulatorios durante diversas visitas de inspección en materia financiera, operativa, de riesgo, y de evaluación sobre el cumplimiento en materia de prevención de lavado de dinero, teniendo como desenlace que en fecha 19 de diciembre se emitió una resolución revocando la autorización a dicha financiera y con ello también nos enteramos que nuestro Poder Judicial del Estado de Coahuila había hecho inversiones ante dicha financiera por la cantidad de $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.), recursos pertenecientes al Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia; y que de acuerdo con el artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, el mismo se integra de la siguiente forma:

“ARTICULO 148.- El patrimonio del fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia se integrará con:

I.- Las multas, fianzas y cauciones que las autoridades judiciales hagan efectivas, las cuales serán remitidas al Fondo;

II.- El monto de la reparación del daño, cuando la parte ofendida se niegue o renuncie a recibir su importe o no se presente persona alguna que justifique su derecho a recibirlo en el término de tres años;

III.- Los intereses provenientes de cualquier tipo de depósito que entreguen al Fondo las autoridades judiciales del Estado; y

IV.- En general los ingresos que se produzcan por la administración de valores o por cualquier otra prestación autorizada en la Ley.”
IV.- Así mismo y por declaraciones que se publicaron el 15 de enero de 2015 en medios de Comunicación (CNN expansión) por parte de Edgar Bonilla Vicepresidente Jurídico de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), informó que la SOFIPO FICREA tenía una prohibición de captar recursos de organismos gubernamentales, ya que la autorización que tenía dicha SOFIPO era de Nivel I (uno), por lo que no se le permitía en dicho nivel la captación de esa clases de recursos, no obstante lo anterior, el Supremo Tribunal de Justicia de Coahuila y su homólogo del Distrito Federal decidieron invertir en dicha empresa, teniendo como resultado la pérdida por el fraude cometido por los Accionistas y Directivos de la misma, por la cantidad de $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.) y $110,000,000.00 (Ciento Diez Millones de Pesos 00/100 M.N.), respectivamente a dichos tribunales.

V.- No obstante, nuestro Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, en voz de su Presidente se excusó diciendo que las inversiones realizadas por ellos se encontraban apegadas a los dispuesto a la Ley Orgánica del Poder Judicial en el Estado de Coahuila, de conformidad a su Artículo 150 que establece:

“ARTICULO  150.- La administración del fondo estará a cargo del Consejo de la Judicatura por conducto de su Presidente, debiendo invertirse en la adquisición de títulos valores de renta fija, que deberán ser nominativos y a favor del Tribunal Superior de Justicia.”

Y que en base a dicha normatividad ellos realizaron las inversiones de forma legal ya que no se establecía ninguna prohibición para invertir en una SOFIPO, informando que en su actuar no se había contravenido o quebrantando la Ley; pero dentro de dichos argumentos esgrimidos omitió informar que la Ley de Ahorro y Crédito Popular, una Ley Federal que regula a las SOFIPO, en su artículo 36 establece el nivel de operación de las mismas y en base a la propia autorización que tenía FICREA que era de nivel I (uno), la cual fue emitida por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), existía la prohibición expresa para que no se invirtieran recursos público ante dicha SOFIPO, ya que sólo las que tuvieran autorización con nivel III y IV y con una autorización especial en términos de dicho artículo, serían las únicas autorizadas para captar esta clase de recursos, hecho que nunca aconteció en la inversión realizada por Parte del Poder Judicial, por lo que se quebrantó y violentó la Ley.

VI.- Que dicha inversión que precisamos en el considerando IV, misma que fue realizada por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia en el Estado, se esfumó ante la complacencia de autoridades que lo permitieron, por lo que actualmente se tiene un quebranto patrimonial en el Poder Judicial por $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.), con lo que se pone en riesgo la devolución de los depósitos judiciales que se tengan que reintegrar y que formaban parte de la inversión que se realizó contraviniendo la Ley, ya que los recursos públicos de este Poder no debían, ni podían invertirse ante dicha SOFIPO por no contar ésta con la autorización Federal por parte de la CNBV para recibir este tipo de recursos, hecho que poco importó al representante del Poder Judicial y procedió a la formalización ilegal de las operaciones, con las consecuencias de todos conocidas y que aquí vertimos.

VII.- Con independencia de las sanciones y responsabilidades resarcitorias que se deben imponer por parte de la Auditoria Superior del Estado de Coahuila a los funcionarios públicos que violentaron la Ley y quebrantaron las fianzas del Poder Judicial del Estado en $90,000,000.00 (Noventa Millones de Pesos 00/100 M.N.) del Fondo en mención, sanciones de las cuales vamos a estar muy atentos y vamos a dar el debido seguimiento para que se castigue a los responsables; pero por otro lado, también nos toca como legisladores hacer las correcciones a la Ley para que no vuelvan a repetirse acontecimientos de esta índole que ponen en grave riesgo las finanzas del Poder Judicial, ya que nos queda claro que no se puede dejar al arbitrio de funcionarios el manejo a su criterio de los recursos del Fondo para el mejoramiento de la Administración de Justicia, y tenemos que cerrar esos vacíos en la Ley, para que no se repita la  historia y se comprometan de forma irresponsable e ilegal los recursos de dicho fondo.

VIII.- Que los Diputados de Acción Nacional, proponemos modificar el artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, para establecer que las inversiones de dicho fondo sólo se deben de efectuar ante instituciones bancarias, y que los mismos se puedan  realizar también por depósitos a plazos fijos y/o por la adquisición de títulos valores de renta fija como se contemplaba; así mismo, contemplamos que deben dejar la previsión de los recursos que se requieran para ser frente a las devoluciones que por cauciones, fianzas o depósitos judiciales deba realizar,  y establecemos que para la contratación de dichas inversiones, independientemente que se realice ante una institución bancaria, deberá valorarse la calificación crediticia del emisor y de fortaleza de la institución bancaria de acuerdo a la normatividad y políticas establecidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para que se invierta en instituciones con excelente estabilidad financiera y en títulos con calificaciones de nulo o bajo riesgo y no se vuelvan a colocar en peligro de quebranto las inversiones que se realicen por parte del Poder Judicial.

Que las inversiones a través de depósitos a plazo fijo que no se encontraban previstas dentro de la legislación que en esta iniciativa modificamos, han sido un instrumento de inversión que permite obtener un rendimiento conocido desde el inicio de la operación, que consiste en la entrega de una cantidad de dinero a una entidad bancaria durante un tiempo determinado. Transcurrido ese plazo, la entidad devuelve el dinero, junto con los intereses pactados. El compromiso asumido entre el inversor y la entidad se documenta en un certificado de depósito que incluye: datos del inversor y del banco; el monto depositado; la tasa de interés; la fecha de constitución y vencimiento; y el monto final a cobrar, con lo que no se ponen en riesgo los recursos que ahí se invierten.

Por otra parte, la adquisición de títulos y valores de renta fija que era la única clase de inversión que la Ley preveía, se basan en la entrega de dinero de un inversor a un emisor, y la devolución por parte de éste del capital, más intereses a lo largo o al cabo de un determinado período, pero para este tipo de inversión es muy importante realizar el análisis económico financiero necesario para saber si un emisor podrá cumplir sus compromisos de pago dentro del tiempo fijado. Ese análisis es tarea de empresas especializadas de calificación. Estas empresas (las más conocidas en el mercado como son Standard & Poor’s, Moody’s y Fitch) publican periódicamente la calificación o “rating” de los emisores de títulos de renta fija, de conformidad a los lineamientos marcados en su escala homogénea por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV).

Las calificaciones crediticias de fondos en escala nacional de México a Escala Homogénea de la CNBV son las siguientes:

AAA: Excelente 

AA: Alta 

A: Buena 

BBB: Aceptable

BB: Baja 

B: Mínima


Cuanto más alta sea la calificación crediticia del emisor, menor es el riesgo de insolvencia estimado y por lo tanto, más segura la inversión. Si un emisor tiene una de las primeras cuatro calificaciones, se considera que el riesgo de insolvencia es bajo.

	Inversiones de bajo riesgo

	Moody’s
	S&P
	Fitch

	Aaa
	AAA
	AAA

	Aa
	AA
	AA

	A
	A
	A

	Baa
	BBB   
	BBB


Las calificaciones por debajo de las primeras cuatro indican que el título se considera una inversión especulativa (Ba, BB o B), o que el emisor tiene peligro real de insolvencia (todos los niveles de C), o incluso que ya está en quiebra o suspensión de pagos (D), también conocidos como bonos basura.

	Inversiones especulativas o de alto riesgo

	Moody’s
	S&P
	Fitch

	Ba
	BB
	BB

	B
	B
	B

	Caa
	CCC
	CCC

	Ca
	CC
	CC

	C
	C
	C

	 
	D
	D

	
	
	


IX.- Con la presente reforma pretendemos que no se vuelvan a repetir el caso de  poner en riesgo el Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia de nuestro Poder Judicial, como el vivido en el caso FICREA, el cual surgió por decisiones incorrectas e ilegales por parte de funcionarios públicos de ese poder, y con ello damos respuesta a los reclamos ciudadanos de los Coahuilenses que están cansados de pagar una y otra vez los platos rotos a través de sus impuestos.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Congreso el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA Y ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTICULO 150 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica y se adiciona un segundo párrafo al artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 150. La administración del fondo estará a cargo del Consejo de la Judicatura por conducto de su Presidente, debiendo invertirse ante instituciones bancarias en depósitos a plazo fijo y/o en la adquisición de títulos valores de renta fija, que deberán ser nominativos, y a favor del Tribunal Superior de Justicia, dejando la previsión de los recursos que requiera para ser frente a las devoluciones por cauciones, fianzas o depósitos judiciales que deban efectuarse.

Para la realización de las inversiones del fondo deberá valorarse los rendimientos, el bajo o nulo riesgo y la calificación crediticia del emisor y de fortaleza financiera de la institución bancaria de acuerdo a la normatividad y políticas establecidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

……………

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 28 DEL MES DE ABRIL DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación,  esta Presidencia concede el uso de la palabra al Diputado Melchor Sánchez de la Fuente,  para que, conforme a lo dispuesto en el Artículo 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, haga uso de la palabra hasta por 10 minutos para que haga una exposición general de la Iniciativa que presenta consignada en el Punto 7 I. 

Adelante Diputado. 

Diputado Melchor Sánchez de la Fuente: 

Buenas tardes a todos. 

Las y los Diputados de la Fracción Parlamentaria del "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", proponemos el siguiente proyecto de decreto, por el que se reforma la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Hace algunas semanas fui invitado por un grupo de gasolineros, empresarios que  son de abolengo y familias que han dedicado su trabajo a tener gasolinerías, estaciones de servicio, de gasolina, diesel y algunos otros productos como aceite. 

Ellos traen una preocupación muy grande, muy fuerte,  que me externaron y creo que la adoptamos y que teníamos que defender, porque en realidad la nueva apertura, la nueva reforma que se viene para este tipo de negocios pues va a requerir de adecuaciones muy especiales  e importantes. 

Creo en la libre competencia, claro, no hay paternalismo para proteger única y exclusivamente a empresarios locales, sin embargo,  el monopolio mismo que existía de la venta de combustible de un solo proveedor, de una sola imagen, de tener que pertenecer a un proyecto único de nación así lo prevía, ahora la apertura habrá una libre competencia y habrá nuevos mercados y nuevas marcas que van a penetrar en nuestro país y pondrán en grave problema a las finanzas y los negocios de los gasolineros. 

Ellos no piden una protección eterna, simplemente que veamos en ellos la posibilidad de tener un traslape de una reforma que dará la apertura total. 

Ya dentro de un plazo corto el precio de la gasolina estará libre, una empresa como Shell, o Exxon, o de las grandes marcas internacionales podrán poner un precio de mercado y bajarlo inmediatamente,  con esos grupos tan grandes de gasolineros pues automáticamente bajarle 10 ó 20 ó 30 centavos al litro de gasolina será suficiente para meter en problemas a gasolineros que ya han instituido desde hace muchos años, pero que tienen 1 ó 2 ó 3 gasolineras y pues competirán contra los grandes grupos industriales de la gasolina que tienen 300 ó 400 gasolinerías;  para los grandes grupos sería muy fácil decir:  en el cruce de V. Carranza con Coss bájale el precio a la gasolina y mantenlo dos meses a que truene nuestro competidor de ahí de la misma ciudad, el que toda su vida ha sido gasolinero,  lo truenas e inmediatamente una vez que ese negocio esté fracturado pues nosotros volveremos a imponer el precio de la gasolina libre, al que tenemos derecho todos. 

La libre competencia da  como resultado también el beneficio para los comerciantes, pero también para los consumidores, la libre competencia hace que haya más, mejor calidad, mejor precio, podríamos tener también esas ventajas, pero no podemos desproteger a la ligera a nuestros gasolineros. 

Así es que, yo les pido a todos ustedes que muy rápidamente escuchemos una exposición de motivos que voy a maquillar mucho para poder presentárselas y por en un poquito tiempo establecer una buena idea. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las estaciones de servicios son establecimientos destinados a la venta al público en general de gasolina, diesel o cualquier otro combustible, así como de aceites y otros servicios complementarios. 

Es innegable el hecho de que la instalación y funcionamiento de estos establecimientos implican riesgos a la población, ya que el almacenamiento que en ellas se hace de dichos productos, y en general el manejo de sustancias o materiales que por sus características inflamables, tóxicas, entre otras, pueden colocar en una situación de peligro a quienes ahí se localicen, además a las personas que se encuentren, vivan o transiten cerca de los mismos establecimientos antes referidos.

De acuerdo a cifras presentadas a través del programa Estatal de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial 2011-2017, el Estado de Coahuila se caracteriza por contar con un nivel alto de urbanización, para ser más específicos basta decir que el 90% de los coahuilenses vivimos en ciudades  y el  75% de la población se concentra en cuatro zonas metropolitanas: Torreón-Matamoros en la Laguna;  en Saltillo, Ramos Arizpe, Arteaga y Saltillo; el Centro, Monclova-Frontera-Castaños;   en el norte integrada por Piedras Negras y Nava, el 75% están en zonas metropolitanas. 

El mismo documento antes citado refiere en su presentación y, a su vez, en sus objetivos, como un eje prioritario y en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo presentado por el Licenciado Enrique Peña Nieto,  el desarrollo  de un sistema de ciudades y zonas metropolitanas de calidad, sustentables, modernas, ordenadas, equipadas y con servicios públicos eficientes que proporcionen de manera efectiva y eficiente respuesta a los retos del crecimiento demográfico que presenta la región.

A su vez, el mismo documento busca establecer  las bases para el crecimiento sostenido urbanístico y/o comercial en el Estado de Coahuila a través de la conservación de los recursos naturales, el respeto  y la protección de los espacios públicos, además del cuidado y la seguridad de los coahuilenses.

En este sentido, la prevención de desastres naturales y/o  provocados por las acciones  humanas  es una prioridad para el gobierno del Estado encabezado por el Licenciado Rubén  Moreira Valdez, tal y como se asienta en el documento antes expuesto. 

De la misma forma, es pertinente señalar que si la protección del medio ambiente, entiéndase por esto, la conservación de todos los recursos naturales como el agua, la tierra y el aire son prioridad  para el crecimiento urbanístico del estado de Coahuila de manera responsable y bajo estrictos estándares de protección al medio ambiente, con mayor razón será entonces la adecuada regulación de permisos otorgados para la construcción de estaciones de servicio,  pues de acuerdo a los argumentos antes vertidos los Diputados y Diputadas de este Honorable  Congreso Estatal no debemos poner en riesgo la preservación de nuestros recursos naturales, ni la seguridad de los ciudadanos, por la proliferación  desmedida y poco regulada, como hasta ahora sucede, en lo referente al establecimiento de las gasolineras de la región.

Invito a través de este medio a todos mis compañeros y compañeras, Diputadas y Diputados  en este honorable recinto, a hacer conciencia sobre la problemática  que se avecina en nuestra demarcación. Ya que de hacer caso omiso al endurecimiento de los requisitos para la construcción de estos centros de servicio hasta ahora vigentes en la ley; estaremos poniendo en peligro el uso desmedido de agua y su probable contaminación, así como también, reduciendo las zonas de concentraciones masivas para la convivencia ciudadana. De proliferar estos sitios sin medidas cautelares que permitan defender la integridad física de los coahuilenses estaremos atentando contra el tejido social de nuestra comunidad. 

No debemos olvidar que de seguir con la acelerada construcción de gasolineras en el Estado bajo la ausencia de un marco regulatorio que logre establecer la adecuada conservación de los factores ambientales y de seguridad arriba descritos, estaremos exponiendo  gravemente la sanidad de nuestro medio ambiente y la existencia de una convivencia armoniosa y segura para nuestros habitantes.

Cabe destacar que hay entidades federativas que han tomado las medidas necesarias desde el Poder Legislativo Estatal y que han adoptado dentro de su normativa interna cláusulas de territorialidad que regulan el establecimiento de gasolineras, como son los casos de Sinaloa, San Luis Potosí y Chihuahua.

A continuación, en el escrito que sí registramos debidamente en el Congreso,  vienen una serie de reglamentos y de acciones que tomaron en otros estados, los voy a brincar rápidamente, los pueden leer claramente pero la idea la estamos teniendo para no alargar este tema.

Este ordenamiento de los diferentes estados que ya endurecieron sus requisitos para instalar estaciones de servicio puede sentar un precedente para reafirmar los criterios que se han venido exponiendo a lo largo del presente documento en favor de la conservación de los recursos naturales del Estado de Coahuila y la integridad física de los habitantes de la demarcación. 

De igual forma, establece un precedente para lo que sustancialmente se propone a través del presente instrumento legislativo que es la modificación de la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, modificando el Artículo VII añadiendo una fracción referente al establecimiento de las estaciones de servicio, instituyendo la distancia para la construcción de estos lugares en relación a sitios de concentración masiva de personas y lugares de almacenamiento de materiales peligrosos a la exposición con el medio ambiente,  manifestando en el precepto jurídico una distancia  radial mínima de 1000 metros a partir del perímetro de la estación de servicio, una respecto de otra. 

Por último, y con esta medida además de garantizar la seguridad de los ciudadanos, se logrará  una cobertura más racional del servicio prestado en favor del crecimiento sustentable que caracteriza el diseño urbanístico de las grandes metrópolis del mundo y evitar la sobresaturación de estaciones de servicio en nuestro estado.

Para el debido cumplimiento de lo anterior, se adiciona una fracción al Artículo 7 de la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza,  para incluir como requisito para otorgar la constancia de uso de suelo y licencia de funcionamiento a estaciones de servicio que se encuentren en una distancia radial de mil  metros respecto una de la otra.

Atendiendo a las consideraciones antes mencionadas, se presenta ante esta Legislatura la siguiente iniciativa.

…ya estoy terminando Presidenta y con mucho gusto atiendo el tema. 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona la fracción VIII al Artículo 7 de la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 7, fracción VIII.-  En caso de otorgamiento de constancias de uso de suelo y licencias de funcionamiento para estaciones de servicio destinadas para la venta directa al público en general, de gasolinas, diesel, Gas L.P., gas natural y/o cualquier otro tipo de combustible autorizado, además de cumplir con las normas establecidas en esta ley y en los reglamentos municipales en la materia, deberán ubicarse a una distancia radial mínima de mil metros, una respecto de la otra.

Los Artículos Transitorios estarán puestos en el mismo proyecto de decreto, si los gustan leer. 

Muchísimas gracias a todos ustedes y lo dejo a consideración de todos ustedes para que esto prospere.  Muchísimas gracias. 

(El texto íntegro de la presente iniciativa la puede usted consultar en el apartado de “Información Pública de Oficio”, Artículo 27, Fracción VI.)

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

De conformidad con lo establecido en los Artículos 169 y 170 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo y de Energía, Minería e Hidrocarburos para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación esta Presidencia informa que los coordinadores de las Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Finanzas,  han solicitado la dispensa de la lectura de los considerandos y resultandos de los dictámenes consignados en los Puntos 8 A al 8 E del Orden del Día previamente aprobado para esta sesión, por lo cual se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de la dispensa,  pidiéndose a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González, que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 23 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta de la dispensa de la lectura propuesta. 

Le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 8 A.

Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Senador Luis Sánchez Jiménez, Vicepresidente de la Mesa Directiva del Congreso de la Unión, mediante el cual envía copia del expediente que contiene proyecto de decreto  por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Combate a la Corrupción; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso el día 24 del mes de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  minuta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la minuta con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Combate a la Corrupción enviada por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el Congreso de la Unión, para dictaminar  la minuta con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Combate a la Corrupción, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En los últimos treinta y cinco años, nuestro país ha implementado diversas medidas para combatir las prácticas de corrupción, a través de cambios jurídicos, creación de instituciones y puesta en marcha de programas y acciones.

Así se creó en 1982 la Secretaría de la Contraloría General de la Federación, lo que ahora se conoce como la Secretaría de la Función Pública, dentro de un programa denominado "renovación moral de la sociedad". Con el transcurso del tiempo y el paso de diferentes administraciones, esta dependencia ha sufrido diversos cambios, debido al incremento de sus atribuciones y facultades, que van desde el control interno, la modernización administrativa, la implementación del servicio profesional de carrera, hasta la aplicación de procedimientos sancionatorios.

Podría interpretarse que las funciones de la Secretaría de la Función Pública equivalen a las de un órgano anticorrupción, excepto porque carece de independencia política, al estar conformada como una Secretaría de la Administración Pública Federal; no obstante, es importante el papel que debe desempeñar para prevenir y combatir la corrupción y fortalecer la rendición de cuentas en el ámbito federal.

A su vez, la Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados fue sustituida por medio de una reforma constitucional en 1999, por la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación -la Auditoría Superior de la Federación-, con el objetivo de ampliar sus facultades de vigilancia y reforzar la capacidad de control sobre la Administración Pública Federal, con atribuciones para realizar auditorías de normatividad, contables o de desempeño, evaluaciones de resultados y fiscalizar el recurso federal en todos los órdenes de gobierno.

La Auditoría Superior de la Federación, pese a su corta edad y limitadas capacidades presupuestarias, ha acreditado eficacia en el desempeño de su actividad, adquiriendo un papel cada vez más importante en el control de la discrecionalidad de los recursos públicos federales, máxime que, si bien se encuentra ubicada como un órgano de la Cámara de Diputados, se diseñó para que tuviese autonomía técnica y de gestión, evitando con ello directrices e injerencias por parte del poder político.

En forma paulatina se han creado cuerpos legales en los últimos tres decenios, encaminados a establecer una normatividad para implementar políticas públicas en la materia, a saber: Ley de Fiscalización Superior, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley de Contabilidad Gubernamental, Ley de Asociaciones Público Privadas, Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, Convenciones

Internacionales, etc.

El 15 de noviembre de 2012, el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el Partido Verde Ecologista de México (PVEM) presentaron dos iniciativas para modificar el orden jurídico relacionado con la rendición de cuentas en el ejercicio de las funciones públicas: la primera buscaba crear la Comisión Anticorrupción, y la otra modificar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el objetivo de transformar la estructura de la Administración Pública Federal (APF). En ésta última, se propuso la desaparición de la Secretaría de la Función Pública (SFP), desarticulando sus atribuciones y remitiéndolas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), tales como:

• La mejora de la gestión.

• La cultura de la legalidad.

• El Sistema Electrónico CompraNet.

• El nombramiento de los Comisarios de las Entidades de la Administración Pública Federal.

• Declaraciones Patrimoniales y su seguimiento.

• La elaboración de la política pública en materia de combate a la corrupción y rendición de cuentas.

• Nombramiento de los titulares de los órganos Internos de Control por los titulares de las dependencias o entidades respectivas.

• Las conciliaciones e inconformidades en materia de contrataciones públicas.

• El Sistema de Contratación Pública.

• El Servicio Profesional de Carrera de la Administración Pública Federal.

En la discusión de dicha reforma, la Cámara de Diputados incorporó un artículo transitorio, en el cual se estableció que en tanto no existiera la base constitucional y legal del nuevo órgano anticorrupción propuesto por el Presidente Enrique Peña Nieto, la Secretaría de la Función Pública continuaría funcionando normalmente.

La reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal se aprobó en el Congreso de la Unión el 13 de diciembre de 2012, y se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 2013.

Por otro lado, el 13 de diciembre de 2013, la Cámara de Senadores aprobó el dictamen en materia de combate a la corrupción, cuyo objetivo principal es la creación del órgano de combate a la corrupción, mismo que se recibió como minuta en la Cámara de Diputados el pasado 4 de febrero de 2014, encontrándose pendiente de dictaminación.

Es preciso señalar que esta iniciativa se nutre de la reflexión que los legisladores de Acción Nacional han aportado en la discusión y aprobación de dichas reformas, y en ello se debe dejar claro que desde el inicio de las discusiones, el PAN mantuvo una postura crítica sobre la desaparición de la Secretaría de la Función Pública, pues se sostenía, como ahora, que lo conducente era la reestructura de sus funciones. Por otro lado, la minuta que aprobó por unanimidad el Senado de la República, se constituye en un referente obligatorio para la propuesta que hoy se somete a consideración de la sociedad.

Consideraciones

La corrupción en México es un tema que se relaciona transversalmente con otros rubros torales, tanto de competencia pública como de incumbencia privada, que de manera urgente es menester incorporar en la agenda nacional: la rendición de cuentas, la transparencia, el respeto al Estado de Derecho, y por supuesto, la consecución del Bien Común.

Y aunque el tema de la corrupción ha sido una constante en los últimos años, hoy más que nunca se ha hecho público, manifestándose y traduciéndose en onerosos endeudamientos de estados y municipios, licitaciones amarradas, concesiones pactadas, sindicatos opacos, aduanas ineficientes y un conjunto de leyes laxas, lo cual ha despertado un profundo agravio social.
Los legisladores de Acción Nacional estamos convencidos de que el desempeño en el servicio público, debe invariablemente guiarse por una dimensión de carácter ético y profesional, basado en la cultura de la transparencia, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos humanos, que implique la correcta selección de medíos para alcanzar objetivos dignos y valiosos para la consecución del Bien Común.

Las causas de la corrupción en México, lo mismo que sus consecuencias, se explican por una multiplicidad de factores: una estructura económica olígopólíca y su influencia en la toma de decisiones de políticas públicas (licitaciones públicas concertadas, concesiones pactadas); un marco institucional débil en supervisión, sanciones, transparencia, presupuesto; y además, la lentitud en la impartición de justicia. Todo esto hace de la corrupción un fenómeno omnipresente -manifiesto mediante tráfico de influencias, contrabando, soborno, peculado, uso privado de bienes públicos, sanciones al contribuyente, altos costos de trámites, castigo al consumidor- que ha hecho de la impunidad parte de nuestra vida pública.

El fenómeno de la corrupción emana de un sistema político y económico que se aprovecha de la fragmentación y dispersión de los órganos reguladores y de supervisión, que sí bien están facultados para garantizar la transparencia y el correcto ejercicio de los recursos de los contribuyentes, en la práctica, debido a la falta de claridad en los mandatos, la dispersión de facultades y la falta de coordinación entre poderes y los distintos órdenes de gobierno, alimentan la cultura de la corrupción. Ésta es también promovida a nivel institucional por un sistema que se encuentra fragmentado, y que presenta amplías lagunas jurídicas en la tipificación de actos de corrupción, tanto de servidores públicos como privados, lo que provoca que el sistema de procuración de justicia resulte completamente ineficaz en la disuasión e investigación de dichos actos.

México es parte de tres importantes convenciones internacionales: la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE); la Convención interamericana contra la Corrupción, de la Organización de Estados Americanos (OEA); y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC); todas ellas constituyen obligaciones internacionales para nuestro país, al haber sido firmadas por el Ejecutivo Federal y ratificadas por el Senado de la República.
El cumplimiento de estas convenciones por parte del Estado Mexicano ha sido evaluado por países pares. Entre las principales recomendaciones, destacan las relativas a no sólo aplicar el régimen de sanciones a los servidores públicos, sino a la participación de particulares, inclusive en grado de tentativa, por hechos de corrupción.

La OCDE en su más reciente informe, destacó el avance de México en cuanto a establecer legislación de combate a la corrupción en materia de contrataciones públicas, acorde a las mejores prácticas internacionales, pero recomendó ampliar esta práctica a otros actos administrativos.

Adicionalmente, se ha recomendado a México ampliar las facultades de investigación para la detección de actos de corrupción de las autoridades competentes, en especial en lo relativo al seguimiento de los recursos de posibles actos de cohecho. Asimismo, se ha hecho hincapié en la fragmentación de las atribuciones y la poca efectividad en la coordinación entre autoridades.

Por su parte, instituciones como la Secretaría de la Función Pública y el marco jurídico en la materia, no han logrado abatir el fenómeno. El combate a la corrupción, en realidad, ha sido insuficiente como política pública.

De acuerdo al último informe del Índice de Percepción de la Corrupción, elaborado por la organización Transparencia Internacional en 2013, nuestro país ocupa el lugar número 106 del índice de corrupción de 177 naciones, lo que hace necesario redoblar esfuerzos en el establecimiento de medidas institucionales tendientes a prevenir, detectar y sancionar las conductas relacionadas con actos de corrupción en los diversos ámbitos de gobierno.

La percepción de los mexicanos sobre los actores sociales y autoridades en las que debiera descansar la procuración de justicia y el combate a la corrupción, así como sobre determinadas instancias de representación, es desalentadora:

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 2011, elaborada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), el 91.8% de los mexicanos estima que la corrupción es prevalente en la policía y 88.6% considera lo mismo respecto a los partidos políticos. El tercer lugar en la percepción de corrupción lo ocupan las agencias del Ministerio Público, con 81.8%. El 34.3% consideró que el grado de incidencia de esas prácticas es "muy frecuente" en los municipios, mientras que 35.2% y 37.6%, respectivamente, opinó lo mismo con respecto a los gobiernos estatal y federal.

Además, los efectos de la corrupción se expanden más allá de los límites de lo político y lo social: este fenómeno se ha convertido en un factor determinante de incertidumbre económica.

De acuerdo al Índice de competitividad del Foro Económico Mundial (WEF), el Estado de Derecho en México tiene uno de los peores desempeños, al ocupar el lugar 134 de 142 países. De acuerdo al Instituto Mexicano para la Competitividad, un país con alta percepción de la corrupción carece de reglas claras y genera incertidumbre en las empresas, lo que inhibe las inversiones y el crecimiento económico.

En el marco del Foro Económico Mundial, el13 de abril de 2012, se expuso que la corrupción es una práctica que se mantiene por las fallas e ineficiencias de los gobiernos, y particularmente en el caso de México, su costo equivale alrededor del 9% del PIB. Entre tanto, las empresas erogan hasta el 10% de sus ingresos en sobornos. De acuerdo a los datos de la organización no gubernamental No Money Laundering, los grupos criminales en México obtienen ganancias anuales equivalentes al 5% del PIB. Lo anterior, permite señalar que la corrupción es el segundo factor más problemático para hacer negocios en México.

Desde esta perspectiva, la corrupción incide negativamente en el desarrollo de la economía nacional.

El Banco Mundial estima que la corrupción puede reducir la tasa de crecimiento de un país entre 0.5 y 1 por ciento anual.

En 2010, Transparencia Mexicana reportó que para la conformación del Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno, identificó al menos 200 millones de actos de corrupción para acceder a 35 trámites y servicios monitoreados. Ese mismo año, los datos indicaron que en diez de cada cien ocasiones en que se realizó un trámite o se accedió a un servicio público, los hogares pagaron sobornos. Se estima que el costo económico de esta forma de corrupción rebasó los 32 mil millones de pesos, lo cual representa 165 pesos por cada hogar mexicano que debió pagar por el uso de servicios públicos provistos por autoridades federales, estatales, municipales, así como por concesiones y servicios administrados por particulares. Transparencia Mexicana aseguró que una de las razones del descenso de México en el índice fue la percepción internacional sobre el crimen y el narcotráfico, pero principalmente se debió al estancamiento en materia de transparencia.

Es fundamental retirar de inmediato los perniciosos incentivos existentes, sea en el servicio público o en el ámbito de lo privado, para realizar acciones u omisiones con miras a obtener un beneficio personal.

Los legisladores del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional consideramos que fomentar y promover la integridad y el combate a la corrupción, se ha convertido en un tema prioritario para dar viabilidad no sólo al desarrollo del país, sino a la preservación de la sociedad y del mismo Estado.

El combate directo y decidido a los actos de corrupción, mediante la modernización de nuestras instituciones, debe otorgar a la ciudadanía funciones directas de fiscalización, investigación y persecución de los delitos en la materia.

Además, es urgente combatir la cultura de la impunidad que prevalece en México, y eliminar la incertidumbre jurídica de ciudadanos, empresarios y de la sociedad en su conjunto.

La corrupción tiene consecuencias altamente negativas en todos los aspectos de la vida cotidiana de los mexicanos. La naturaleza de este fenómeno exige combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas; su erradicación es la única forma de fortalecer las instituciones democráticas, evitar distorsiones de la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro del orden social.

La corrupción tiene efectos adversos en el desarrollo económico, ya que genera ineficiencia y distorsiones considerables. En el sector privado, la corrupción incrementa el coste de los negocios y actividades empresariales, ya que a éste hay que sumar el precio de los propios desembolsos ilícitos, el costo del manejo de las negociaciones con los funcionarios públicos y el riesgo de incumplimiento de los acuerdos.

También se generan distorsiones en el sector público, al desviarse inversiones públicas a proyectos de capital en los que los sobornos y mordidas son más abundantes. Los funcionarios pueden incrementar la complejidad de los proyectos del sector público para ocultar o allanar el camino para tales tratos, distorsionando todavía más la inversión. La corrupción también hace descender el cumplimiento de las regulaciones relacionadas con la construcción, el medio ambiente u otras, reduce la calidad de los servicios e infraestructura gubernamentales e incrementa las presiones presupuestarias sobre el gobierno.

En consecuencia, este fenómeno produce desconfianza en los partidos políticos, los dirigentes políticos y en la mayor parte de las instituciones públicas. En muchos países genera en la ciudadanía abstención y pérdida del interés por la política, debilitando el régimen de participación democrática.

Acción Nacional se pronuncia por acabar con los intereses que laceran el patrimonio nacional y debilitan a las instituciones; es menester terminar con la complicidad entre la administración pública y las organizaciones, sean privadas, sindicales o internacionales, que viven de la corrupción. Es fundamental para combatir la corrupción y la ineficiencia administrativa, una adecuación constitucional que siente las bases de un nuevo orden jurídico tendiente a su erradicación.

Sistema Nacional Anticorrupción

Si bien en México existe un marco normativo que rige la conducta de los servidores públicos y se han realizado grandes avances en su implementación, para el Partido Acción Nacional el combate a la corrupción es una condición indispensable para poder continuar el desarrollo de nuestro país en todas sus esferas. Por tanto proponemos crear un Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), que se conformará por un Comité Coordinador, un Consejo Nacional para la Ética Pública y un Comité de Participación Ciudadana. Dicho Sistema se entenderá como un conjunto de instituciones que con absoluta independencia, se coordinan entre sí para cumplir con las políticas en materia de prevención, corrección, combate a la corrupción y promoción de la integridad.

La tarea consiste en desarrollar un sistema de rendición de cuentas "horizontal", en el cual el poder se dispersa, no existe un monopolio legal de ninguna institución y cada una de ellas es individualmente responsable. Es decir, un sistema de contrapesos diseñado para que todos los órganos públicos, en sus tres niveles, y los servidores públicos que los integran, sean responsables entre ellos y exista una real rendición de cuentas. De esta forma, el Sistema podrá manejar los conflictos de intereses en el sector público, dispersando eficazmente el poder.

El cambio radica en la forma de implementación del Sistema. México, a lo largo de los años, ha desarrollado el ejercicio público a través de un sistema "vertical", es decir, el ejercicio del poder y sus responsabilidades no se comparten de igual forma en todos los niveles de gobierno, lo que ha redundado en un sistema ineficiente. El Sistema Nacional Anticorrupción que proponemos, busca crear un esquema en el que se impongan límites y se vigile a los servidores públicos y a los particulares, en su caso, estableciendo las bases necesarias para la exitosa coordinación de las instituciones responsables de combatir la corrupción.

El combate a la corrupción tiene que ver con decisiones estructurales, sobre la base de procedimientos eficaces, basados en la prevención de conductas relacionadas con actos de corrupción, de la participación ciudadana, la observancia de las leyes y la racionalidad de las sanciones, por señalar algunos aspectos.

El problema de la corrupción no es únicamente originado por los servidores públicos, sino que es un problema multifactorial, que debe ser abordado por la sociedad en su conjunto, debido a que sus consecuencias pueden ser variadas y afectar a todos los sectores.

La prevención, la corrección y el combate a las prácticas de corrupción, constituyen un aspecto de interés nacional que debe estar siempre presente en la agenda pública, para la búsqueda de soluciones integrales que abonen a la eliminación de esta problemática, que desafortunadamente se encuentra presente en todos los órdenes de gobierno.

La meta general del Sistema Nacional Anticorrupción es que todos los servidores públicos ejerzan sus atribuciones dentro del marco de legalidad, de modo que los ciudadanos estén protegidos de la arbitrariedad y pueda realizarse el fin último del Estado de Derecho: la justicia. Lo que se busca es convertir la corrupción en un acto de alto riesgo y de bajos rendimientos. Como tal, el sistema está diseñado para optimizar la coordinación tendiente a cumplir con las políticas en materia de prevención, control y sanción de la corrupción, que permitan fortalecer la integridad institucional.

Para ello se prevé que el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, se integre por instancias competentes, cuyo objeto será el de coordinar sus respectivos esfuerzos a fin de implementar políticas transversales en materia de control, prevención y disuasión de la corrupción y promoción de la integridad, en los términos que establezca la ley general que al efecto expida el Congreso de la Unión.

A la par del Comité Coordinador, habrá un Consejo Nacional para la Ética Pública, que estará encargado de garantizar la adecuada implementación de las políticas y programas desarrollados por el Comité Coordinador en sus respectivos órdenes de gobierno.

El Consejo estará conformado por el Presidente de la República, quien lo presidirá, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Presidentes de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión, los titulares de los órganos constitucionales autónomos en el ámbito federal, el Auditor Superior de la Federación, el Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, los titulares de los Poderes Ejecutivos de las Entidades Federativas y los integrantes del Comité de Participación Ciudadana.

Consideramos que la participación ciudadana es fundamental en el desarrollo del Sistema Nacional Anticorrupción, por lo que las organizaciones de la sociedad civil podrán coadyuvar con los órganos responsables del combate a la corrupción.

El Comité de Participación Ciudadana será el órgano ciudadano mediante el cual se canalizarán los esfuerzos de las organizaciones de la sociedad civil, en su función de coadyuvar con las autoridades en el combate a la corrupción. Se conformará por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción, quienes serán designados por la Cámara de Senadores por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes. Se propone que sea la ley la que determine sus atribuciones y funcionamiento.

Adicionalmente, se propone que las organizaciones de la sociedad civil que tengan interés en participar, se registren en el Comité de Participación Ciudadana, y puedan coadyuvar con los órganos responsables del control y sanción de la corrupción en la prevención de la misma. Finalmente, se propone que puedan emitir recomendaciones públicas no vinculantes al Comité Coordinador.

El Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción estará sujeto a las siguientes bases mínimas:

1. El establecimiento, de conformidad con la ley, de sistemas de coordinación entre el Sistema Nacional Anticorrupción y los sistemas estatales.

2. El establecimiento y la promoción de políticas en materia de prevención, control y disuasión de la corrupción con carácter integral, en especial sobre las causas que generan dichos actos.

3. El fortalecimiento de mecanismos de coordinación entre los distintos órdenes de gobierno, para desarrollar programas y acciones conjuntas en temas de prevención, detección y control de la corrupción.

4. El establecimiento de mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre prevención, detección y control de la corrupción generen las instituciones de los tres órdenes de gobierno.

5. La formulación de un sistema de indicadores sobre gestión y desempeño del Comité Coordinador.

6. La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados de la aplicación de las políticas y programas implementados por las instituciones que lo integran.

Para el PAN, es de la mayor importancia considerar la participación de todos los poderes y órdenes de gobierno, pero en igual medida de la sociedad civil organizada, sumando los esfuerzos en el análisis, estudio, diagnóstico, diseño, evaluación y coordinación de las estrategias de prevención, detección y sanción de hechos de corrupción.

Respetando el sistema federalista, se propone que cada Entidad Federativa estará obligada a reproducir el sistema en su ámbito respectivo, bajo las bases establecidas en la Constitución y en la Ley General que regule el Sistema, debiendo observar además las políticas acordadas por el Sistema Nacional Anticorrupción. La suma de esfuerzos y propósitos comunes obligan a la uniformidad, reconociendo y observando los ámbitos competenciales, con políticas, evaluaciones y estrategias nacionales.

En consecuencia, el combate a la corrupción será una función a cargo de la Federación, los Estados y Municipios, así como del Distrito Federal y de los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, en sus respectivos ámbitos de competencia, y para su ejercicio, los entes públicos federales, estatales y municipales contarán con órganos internos de control, que tendrán las facultades que determine la ley, para prevenir, corregir, investigar y sancionar los actos u omisiones que constituyan faltas, responsabilidades administrativas menores a la ley, así como para revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos. En el caso de aquellas faltas administrativas que sean catalogadas como graves, podrán investigar y sustanciar el procedimiento respectivo y, una vez concluidas las etapas del procedimiento, deberán remitirlo al Tribunal competente para resolución.

El Sistema Nacional Anticorrupción estará conformado por mecanismos de control interno, de control externo y de sanción.

En materia de control interno, proponemos el fortalecimiento de la actual Secretaría de la Función Pública en materia de prevención, corrección, auditoría, investigación y sanción. Es decir, este esquema tendrá que derivar en una reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública, con el objeto de que reasuma todas las funciones que le fueron derogadas mediante la reforma a dicha ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero del 2013.

En materia de control externo, proponemos que además de la Secretaría de la Función Pública, sean dos órganos más, absolutamente independientes del Poder Ejecutivo, los responsables de auditar el uso de los recursos públicos e investigar, con las más amplias facultades, posibles actos de corrupción: la Auditoría Superior de la Federación (ASF) y la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Para lo anterior, estarán facultados para recibir quejas y denuncias ciudadanas, con la garantía de que un planteamiento como el propuesto genere los esquemas de vigilancia y coordinación que den lugar a investigaciones serias y completas, a fin de castigar con efectividad a quienes realizan actos de corrupción.

En aras de fortalecer el combate a la corrupción y a la ineficiencia administrativa, esta iniciativa busca otorgarle mayores facultades a la Auditoría Superior de la Federación, para que su actividad no se limite a realizar diversas auditorías, sino que además tenga la atribución de realizar las investigaciones correspondientes -de oficio o derivadas de quejas, denuncias o de las propias auditorías- donde se presuma responsabilidad administrativa de carácter grave, o algún acto de corrupción por parte de algún servidor público o de particulares que manejen recursos públicos.

Si derivado de sus investigaciones determinare la existencia de una presunta responsabilidad administrativa o penal, podrá promover las acciones procedentes ante el ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción o cualquier otra autoridad que resulte competente en la imposición de las sanciones respectivas. Asimismo, estará facultada para recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción.

Con esta adición, se busca darle autonomía técnica y de gestión a la instancia que investigará las irregularidades cometidas por funcionarios públicos, y eliminar la problemática actual que presenta la Auditoría Superior de la Federación, dado que la gran mayoría de los pliegos de responsabilidad administrativa sancionatoria que realiza, concluyen sin algún tipo de sanción para el servidor público.

Además podrá, en vía de atracción o revisión, investigar los actos u omisiones que impliquen alguna presunta irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de las autoridades locales, respecto de los recursos que ejerzan en los términos que la ley disponga. Estas figuras resultan esenciales para que, respetando el ámbito de las Entidades Federativas, excepcionalmente se puedan conocer y resolver aquellos casos que, por su importancia y trascendencia, no puedan ser resueltos por las instancias locales, privilegiándose así la plena autonomía e independencia en la resolución.

Asimismo, resulta de vital importancia eliminar la condición de anualidad y posterioridad reinante en la función de fiscalización, que hoy, más que fortalecer a la Auditoría Superior de la Federación, distorsiona el objetivo para el que fue creada.

Esta modificación le desata las manos a la ASF, permitiéndole llevar a cabo auditorías en tiempo real, para contar con información oportuna y periódica, que facilite la detección de irregularidades y evite posibles daños a la hacienda pública, así como para corregir acciones que pudieran estar al margen de las normas, planes o programas, desde una etapa temprana, evitando que el tiempo siga siendo un factor de impunidad.

Sin duda esta modificación se traducirá en la detección oportuna de actos irregulares, en la mejora del gasto de los recursos, y brindará una mayor confianza a la ciudadanía.

En este sentido, proponemos además que desaparezca el Informe del Resultado, para dar paso a la creación de un nuevo esquema, compuesto, por un lado, por el "Informe General Ejecutivo del Resultado" (antes Informe General) que será el documento final que contendrá la síntesis de los resultados de fiscalización, y por el otro, por los "Informes Individuales de Auditoría", que se entregarán conforme se vayan concluyendo, para de esta forma proporcionar a la Cámara de Diputados, de manera oportuna, los insumas necesarios para la revisión de la Cuenta Pública y no tener que esperar hasta que el Informe Final le sea entregado.

Asimismo, en el momento en que los "Informes Individuales de Auditoría" se entreguen a la Cámara de Diputados con los resultados de su fiscalización, adquirirán el carácter de públicos, lo que abonará sustancialmente a la transparencia que tanto exigen y merecen los mexicanos.

De igual forma, se deja claro que los Informes de auditoría que deban entregar las entidades estatales de fiscalización y la entidad de fiscalización del Distrito Federal, tendrán el carácter de públicos.

Para hacer más ágil, eficaz y oportuna la revisión de la Cuenta Pública, se propone modificar el plazo de presentación de la Cuenta Pública por parte del Ejecutivo Federal, al último día hábil del mes de febrero; la entrega a la Cámara de Diputados del Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, al 31 de octubre del año en que sea entregada la Cuenta Pública; y finalmente, la conclusión de la revisión de la Cuenta Pública por la Cámara de Diputados, a más tardar al 15 de diciembre del año de su presentación; es decir, el "Ciclo de Fiscalización" comenzará y concluirá el mismo año, de esta forma podrá considerarse como un importante elemento de análisis en la determinación del presupuesto del año siguiente.

En este mismo tenor, con el objeto de no dilatar el ejercicio de revisión, es necesario incorporar la posibilidad de que la ASF inicie el proceso de fiscalización a partir del primer día hábil del año siguiente al cierre del ejercicio fiscal.

En Acción Nacional estamos convencidos de que estas modificaciones le permitirán a la ASF realizar plenamente su función de fiscalización de los recursos públicos, pero además, con la incorporación de la facultad de investigación, se convertirá en pieza clave del Sistema Nacional Anticorrupción, y contribuirá eficazmente al combate a la corrupción y a la ineficiencia administrativa, que tanto le cuesta a todos los mexicanos.

La Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción será el órgano responsable de ejercer la acción penal en los delitos que al efecto se prevean en la Ley General de Delitos contra la Corrupción, y contará con las más amplias facultades de investigación; tendrá por objeto la investigación y persecución de los delitos relacionados con hechos de corrupción de competencia federal, así como de cualquier otro delito cometido por un servidor público en el desempeño de un empleo, cargo o comisión, incluso tendrá la posibilidad de atraer aquellos casos que estime procedentes. En caso de que en sus investigaciones existiera presunta responsabilidad administrativa por actos de corrupción o por faltas administrativas graves, la Fiscalía estará facultada para actuar como órgano acusador, turnando el expediente directamente al Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

En materia de sanciones, proponemos otorgar las facultades de sanción a los jueces en materia penal (ante acusaciones de la Fiscalía), y en materia administrativa, al Tribunal Federal de Justicia Administrativa; retirando la facultad de corrección y sanción a las contralorías que dependen de los Ejecutivos Federal, estatales o municipales, respecto de aquellas conductas que se estimen no graves por el legislador ordinario.

El Tribunal Federal de Justicia Administrativa contará con plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares; imponer las sanciones graves a los servidores públicos de los poderes federales y de los órganos constitucionalmente autónomos, por responsabilidades administrativas en los términos que disponga la ley; a los servidores públicos locales, por las irregularidades cometidas en el manejo o aplicación de recursos federales; y a los particulares que incurran en actos de corrupción, en los términos que determinen las leyes. Podrá imponer a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales. Además podrá imponer las siguientes sanciones: suspensión, destitución e inhabilitación.

Sistema Nacional de Fiscalización

La fiscalización en nuestro país se ha visto debilitada por una clara falta de coordinación entre los órganos encargados de ejercer esta importante labor; por esta razón resulta necesaria la creación de un Sistema Nacional de Fiscalización, que coordine las acciones de los órganos de fiscalización en el país, para generar condiciones que permitan un mayor alcance en sus revisiones; evite duplicidades; permita un intercambio efectivo de información; homologue los criterios de planeación, ejecución y reporte de auditorías; y establezca una serie de deberes para quienes conforman el Sistema.

En tal virtud, se propone facultar al Congreso de la Unión para expedir leyes de carácter general que regulen la integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Fiscalización, para hacer eficaz y eficiente la revisión del destino que se da a los recursos públicos.

Sistema Nacional de Planeación

El Programa Especial de Rendición de Cuentas de la Red por la Rendición de Cuentas, establece que "fiscalizar permite conocer si el presupuesto fue ejercido (y en su caso ajustado) de acuerdo con las disposiciones previstas; si las decisiones gubernamentales siguieron los cursos de acción inicialmente planteados; y si las metas y objetivos de los programas y servicios públicos se cumplieron con eficacia, economía y eficiencia". Esta definición de fiscalización comprende los aspectos de la fiscalización formal y la material, donde la primera consiste en el control de legalidad y la segunda en la verificación de la consecución de los fines del Estado. Tanto en la fiscalización formal como en la material, es indispensable la planeación y la comparación con los planes, presupuestos y programas.

El objetivo de la fiscalización según el programa citado, es "asegurar una adecuada revisión de los logros y resultados de la gestión financiera, y una vinculación oportuna de la información producida con las actividades de planeación y presupuestación". No hay manera de fiscalizar si no se tiene un punto de partida con el cual medir o comparar. Por tal motivo, es indispensable reforzar la planeación orientada a los resultados.

La Ley de Planeación vigente provoca la fragmentación y dispersión de las políticas públicas. Si bien cada Entidad Federativa requiere de programas diversos para atender las necesidades específicas de su sociedad y región, es del mayor interés para Acción Nacional que se den las condiciones para que comiencen a desarrollarse objetivos alineados a un proyecto de Nación.

En efecto, hay políticas nacionales y programas que requieren de la intervención de los tres órdenes de gobierno; por ejemplo, en materia de salud, seguridad o transparencia. Es necesario que las Entidades Federativas trabajen de manera vinculada y coordinada con la Federación en el diseño, implementación y evaluación de sus respectivos programas. En este sentido, la Ley de Planeación en su actual diseño queda rebasada.

Así, retomando el espíritu de la Ley de Planeación vigente, es necesario dar un mayor impulso al Sistema Nacional de Planeación Democrática previsto en la fracción 11 del artículo 1 de la Ley, por lo que la presente propuesta permite facultar al Congreso de la Unión a emitir un ordenamiento de carácter general que consolide un verdadero Sistema de Planeación Democrática, que vincule la actuación y los esfuerzos en los tres órdenes de gobierno, de forma tal que pueda constituirse un verdadero esquema de medición, que permita evaluar los logros y resultados en la actuación de cada gobierno.

Extinción de Dominio

La presente iniciativa propone establecer que los bienes derivados del delito de enriquecimiento ilícito, sean tratados conforme al procedimiento de extinción de dominio. El Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional está convencido de que la medida que proponemos, cumple un objetivo central dentro de los tratados internacionales en materia de combate a la corrupción de los que México es Parte, como la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención lnteramericana contra la Corrupción, a fin de sancionar de manera efectiva el enriquecimiento ilícito, así como otras conductas en las que se involucren servidores públicos.

Las razones por las que se realiza tal planteamiento, es que actualmente la vía para sancionar este delito es mediante el "decomiso"; sin embargo dicha figura, aunque en algunos casos resulta efectiva, pocas veces funciona de manera expedita. Lo anterior, en razón de que se requiere la determinación firme de la autoridad judicial en la causa penal, lo cual implica que su ejecución está relacionada directamente con el proceso que se siga contra el servidor público. De esta manera, sólo hasta que se decreta la culpabilidad plena de la persona, es procedente ejecutar el decomiso, lo que contrasta en aquellos casos en que resulta notoria la disparidad entre el patrimonio del servidor público y los ingresos legítimos que ha declarado con anterioridad y durante el ejercicio de su encargo público.

Así, es muy común el caso de aquellos servidores públicos que recurren a todas las vías legales, no tanto para comprobar su inocencia sino para impedir la imposición de una sanción penal, lo cual invariablemente está ligado al retraso en la ejecución del decomiso o a su imposición, aun cuando no pueda comprobarse la legal posesión de bienes que se hayan adquirido durante una gestión pública cuestionada por actos de corrupción.

A nuestro juicio, estas complicaciones procesales quedarían superadas si se sanciona el enriquecimiento ilícito a través de la Extinción de Dominio, ya que se trata de un procedimiento autónomo del penal, por lo que se desvincula de la culpabilidad de la persona al enfocarse a sancionar únicamente los instrumentos, objetos y productos de alguno de los delitos contemplados en el segundo párrafo del artículo 22 constitucional.

Señoras y señores legisladores:

Lamentablemente, nos encontramos ante un escenario que no podemos ni debemos ocultar. La corrupción se ha extendido de manera alarmante, lo que se refleja en nuestras circunstancias sociales, econom1cas, jurídicas e indudablemente en nuestras condiciones de seguridad. No es posible seguir postergando la discusión de este tema, la sociedad no resistirá más la ignorancia, desidia o irresponsabilidad de su clase política. Nunca antes como ahora, se ha requerido una reforma de gran calado, que fortalezca nuestras instituciones; que detone de un esquema integral de combate a la corrupción y un mejor esquema de fiscalización de los recursos públicos; que genere las condiciones para que de una vez por todas logremos erradicar la corrupción que tanto daño nos ha causado.

Esta LXII Legislatura del Congreso de la Unión ha sido sensible a los cambios constitucionales y legislativos que nuestro país ha requerido. La gran mayoría de las reformas aprobadas ha generado, y otras estarán por hacerlo, beneficios concretos a los ciudadanos, que esperamos pronto se reflejen en su economía.

No podemos estar ajenos a los cambios que a nivel mundial se presentan para combatir la corrupción. En Acción Nacional estamos convencidos de que las reformas que hemos propuesto y aprobado, nos llevarán a ser una de las 8 economías más importantes a nivel global y la más importante en América Latina. Sin embargo, ya hemos insistido en que lo anterior no se puede consolidar sin un esquema claro, armónico y eficaz que genere las condiciones de integridad que deben observar las autoridades, los particulares y la sociedad en su conjunto.

El Partido Acción Nacional presenta ante la sociedad mexicana esta reforma con absoluta responsabilidad, con la convicción de que sólo con una reforma estructural como ésta, podremos dar a nuestras familias la seguridad de un futuro libre de prácticas indebidas, que afectan a toda una colectividad en beneficio de unos cuantos.

En Acción Nacional estamos seguros de que la suma de voluntades y de esfuerzos de la sociedad mexicana, de las autoridades y de todas las fuerzas políticas reunidas en el Congreso de la Unión, generará las condiciones para contar con una clase gobernante honesta, transparente y eficiente, que las distintas agrupaciones sociales, la comunidad solidaria y subsidiaria que tanto hemos anhelado. Hacemos un llamado a la sociedad mexicana a ser partícipe de este gran cambio estructural, y a los Partidos Políticos a debatir de manera seria y responsable.

TERCERO.- Los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, una vez analizada la minuta por la que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, somos coincidentes con las comisiones dictaminadoras del Congreso de la Unión, en el sentido de atender la demanda urgente en que se ha convertido el tema de la corrupción en México, el hecho de realizar una reforma constitucional es solo el inicio de una profunda reforma legislativa, tanto del Congreso de la Unión, como de los congresos de los estados, a fin de cumplir y asumir la obligación dentro de las agendas correspondientes, en combatir a la corrupción.

La corrupción se ha convertido en un cáncer que empobrece y denigra a todas las intuiciones y principalmente ofende la dignidad de los ciudadanos al verse indefensos contra la impunidad, el abuso del poder público y la impunidad, propiciados por una democracia disfuncional, han provocado que prácticamente cualquier servidor público tenga incentivos para realizar acciones u omisiones en su deber público con miras a obtener un beneficio particular.

Hoy en México, la corrupción ha tocado las fibras más sensibles de la sociedad, y ha colocado a los ciudadanos frente a los escándalos de endeudamiento de los estados y municipios, licitaciones amarradas, sindicatos opacos, guarderías sin medidas de seguridad, y podríamos continuar con una larga lista de ejemplos que casi en todo acto de instituciones públicas se han dado.

Hoy es la oportunidad de la clase política, y en concreto de los congresos de los estados y el congreso de la federación, de lograr un consenso en el diseño institucional del Sistema Nacional Anticorrupción, de las nuevas leyes que se tienen que publicar y la armonización de los ordenamientos secundarios que deberán de llevarse a cabo mediante una revisión jurídica a dichos ordenamientos.

En este sentido, los congresos están llamados a ser coadyuvantes en la reconstrucción de las instituciones, éste es el momento y la oportunidad de establecer una ruta crítica y que mediante esta reforma constitucional, se garantice el combate a la corrupción en el más amplio de los sentidos.

La presente reforma, entre otros propone facultar al Comité Coordinador para el Diseño y Promoción de Políticas Integrales en Materia de Fiscalización y Control de Recursos Públicos, de prevenir, controlar y disuadir las faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre aquellas causas que las generan.

Se faculta al Congreso de la Unión para expedir la Ley General que Establezca las Bases de Coordinación del Sistema Nacional Anticorrupción.

Faculta a la Auditoría Superior de la Federación, para que realice auditorías en cualquier momento del ejercicio fiscal, derivado de denuncias a fin de investigar y sancionar de manera oportuna actos de corrupción, así como de ejercicios fiscales anteriores, en donde además podrá revisar de manera casuística la información, y se otorga mayores plazos para que fiscalice las cuentas públicas.

Se fortalecen los informes de la Auditoría Superior, modificando las fechas de presentación, incluyendo en dichos informes los montos resarcidos a la hacienda pública como consecuencia de las acciones de fiscalización, así como las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Asimismo, la Auditoría podrá fiscalizar recursos locales cuando provengan de deuda que esté garantizada por la federación, así mismo fiscalizará los recursos federales que se destinen y ejerzan por fondos y mandatos públicos y privados, y en lugar de ser directamente la Auditoría quien finque las responsabilidades resarcitorias, promoverá dicho fincamiento ante el nuevo Tribunal Federal de Justicia Administrativa y ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción de la Fiscalía General de la República.

Se señala, que los entes públicos federales, estatales y municipales y los órganos político administrativos, tendrán órganos internos de control facultados para investigar, prevenir y corregir omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas y tendrán facultad para denunciar hechos que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada de Combate a la Corrupción.

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se transforma en el nuevo Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el cual conservará su competencia que actualmente tiene, y solo se adiciona la nueva competencia en materia de imposición de sanciones por responsabilidades administrativas graves a los servidores públicos de la federación y en los casos previstos de los estados y municipios.

Se establece que los servidores públicos estarán obligados a presentar bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante la autoridad competente y en los términos que determinen las leyes aplicables.

Se propone, que el nombramiento del titular de la Secretaría de la Función Pública sea ratificado por el Senado de la República.

Y en el régimen transitorio, se otorga un año para que a partir de la entrada en vigor de la presente reforma, el Congreso de la Unión deberá aprobar las reformas a la legislación secundaria correspondiente.

Por lo anterior, los que aquí dictaminamos, consideramos que la presente reforma constitucional es un pequeño paso, pero un gran avance en la lucha contra la corrupción que tanto daño ha causado a nuestra sociedad de la mano de la impunidad.

Así las cosas y por todo lo expuesto los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y conforme a las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTICULO UNICO.- Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se aprueba por ésta Legislatura el Proyecto de Decreto que reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, para quedar como sigue:

Artículo Único.- Se reforman los artículos 22, párrafo segundo, fracción II; 28, párrafo vigésimo, fracción XII; 41, párrafo segundo, fracción V, Apartado A, en sus párrafos segundo, octavo y décimo; 73, fracciones XXIV y XXIX-H; 74, fracciones II y VI, en sus párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto; 76, fracción II; 79, párrafos primero, segundo, actual tercero y sus fracciones I, en sus párrafos segundo, cuarto y quinto, II y IV, primer párrafo, y los actuales párrafos cuarto, quinto y sexto; 104, fracción III; se modifica la denominación del Título Cuarto para quedar "De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con faltas administrativas graves o hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado"; 109; 113; 114, párrafo tercero; 116, párrafo segundo, fracciones II, en su párrafo sexto y V; 122, Apartado C), BASE PRIMERA, fracción V, incisos c), en su párrafo segundo, e), m) y n) y, BASE QUINTA; se adicionan los artículos 73, con una fracción XXIX-V; 74, con una fracción VIII, pasando la actual VIII a ser IX; 79, con un tercer y cuarto párrafos, recorriéndose los actuales en su orden; 108, con un último párrafo; 116, párrafo segundo, fracción II, con un octavo párrafo, recorriéndose el actual en su orden; 122, Apartado C), BASE PRIMERA, fracción V, inciso c), con un tercer párrafo, recorriéndose el actual en su orden; y se deroga el segundo párrafo de la fracción IV, del actual párrafo tercero del artículo 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 22 …

....

I. …

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y enriquecimiento ilícito, respecto de los bienes siguientes:


a) a d) ...

III. ...

Artículo 28 . ...

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

I. a XI ....

XII. Cada órgano contará con un órgano interno de control, cuyo titular será designado por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, en los términos que disponga la ley.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 41 . ...

…

l. a IV. …

V . ...

Apartado A ....

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento, y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrará por un consejero Presidente y diez consejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los órganos, las relaciones de mando entre éstos, así como la relación con los organismos públicos locales. Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para el ejercicio de sus atribuciones. Un órgano interno de control tendrá a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la fiscalización de todos los ingresos y egresos del Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo con los servidores del organismo público. Los órganos de vigilancia del padrón electoral se integrarán mayoritariamente por representantes de los partidos políticos nacionales. Las mesas directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos.

…

…

…

…

…

El titular del órgano interno de control del Instituto será designado por la Cámara de Diputados con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes a propuesta de instituciones públicas de educación superior, en la forma y términos que determine la ley. Durará seis años en el cargo y podrá ser reelecto por una sola vez. Estará adscrito administrativamente a la presidencia del Consejo General y mantendrá la coordinación técnica necesaria con la Auditoría Superior de la Federación.

…

La ley establecerá los requisitos que deberán reunir para su designación el consejero Presidente del Consejo General, los consejeros electorales, el titular del órgano interno de control y el Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral. Quienes hayan fungido como consejero Presidente, consejeros electorales y Secretario Ejecutivo no podrán desempeñar cargos en los poderes públicos en cuya elección hayan participado, de dirigencia partidista, ni ser postulados a cargos de elección popular, durante los dos años siguientes a la fecha de conclusión de su encargo.

…

Apartado B. a D . ...

VI. …

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

l. a XXIII . ...

XXIV. Para expedir las leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoría Superior de la Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales; así como para expedir la ley general que establezca las bases de coordinación del Sistema Nacional Anticorrupción a que se refiere el artículo 113 de esta Constitución;
XXV. a XXIX-G. …

XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, y que establezca su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.
El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares.

Asimismo, será el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales.

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas Regionales.

La Sala Superior del Tribunal se compondrá de dieciséis Magistrados y actuará en Pleno o en Secciones, de las cuales a una corresponderá la resolución de los procedimientos a que se refiere el párrafo tercero de la presente fracción.

Los Magistrados de la Sala Superior serán designados por el Presidente de la República y ratificados por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en su encargo quince años improrrogables.

Los Magistrados de Sala Regional serán designados por el Presidente de la República y ratificados por mayoría de los miembros presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en su encargo diez años pudiendo ser considerados para nuevos nombramientos.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas graves que señale la ley.

XXIX-l. a XXIX-U . ...

XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que éstos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves que al efecto prevea, así como los procedimientos para su aplicación.

XXX ....

Artículo 74 . ...

I. ...

II. Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior de la Federación, en los términos que disponga la ley;

III. a V . ...

VI. …

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara de Diputados a través de la Auditoría Superior de la Federación. Si del examen que ésta realice aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, en los términos de la Ley.

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente deberá ser presentada a la Cámara de Diputados a más tardar el 30 de abril del año siguiente. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación en los términos de la fracción IV, último párrafo, de este artículo; la prórroga no deberá exceder de 30 días naturales y, en tal supuesto, la Auditoria Superior de la Federación contará con el mismo tiempo adicional para la presentación del Informe General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública.

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 31 de octubre del año siguiente al de su presentación, con base en el análisis de su contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 79 de esta Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas por la Auditoría Superior de la Federación, seguirá su curso en términos de lo dispuesto en dicho artículo.

La Cámara de Diputados evaluará el desempeño de la Auditoría Superior de la Federación y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización;

VII . ...

VIII. Designar, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, a los titulares de los órganos internos de control de los organismos con autonomía reconocida en esta Constitución que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación, y

IX. Las demás que le confiere expresamente esta Constitución.

Artículo 76 . ...

I. ...

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funcionario haga de los Secretarios de Estado, en caso de que éste opte por un gobierno de coalición, con excepción de los titulares de los ramos de Defensa Nacional y Marina; del Secretario responsable del control interno del Ejecutivo Federal; del Secretario de Relaciones; de los embajadores y cónsules generales; de los empleados superiores del ramo de Relaciones; de los integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía, competencia económica, y coroneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga;

III. a XIV . ...

Artículo 79.- La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad.

La Auditoría Superior de la Federación podrá iniciar el proceso de fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la información definitiva presentada en la Cuenta Pública.

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos de planeación de las auditorías, la Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar información del ejercicio en curso, respecto de procesos concluidos. 

La Auditoría Superior de la Federación tendrá a su cargo:

I. ...

También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan los estados, los municipios, el Distrito Federal y los órganos políticoadministrativos de sus demarcaciones territoriales. En los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades locales de fiscalización o de manera directa, las participaciones federales. En el caso de los Estados y los Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, fiscalizará el destino y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos y privados, o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero.

…

La Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales. Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior de la Federación emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine la Ley, derivado de denuncias, la Auditoría Superior de la Federación, previa autorización de su Titular, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores. Las entidades fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite para la revisión, en los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables las sanciones previstas en la misma. La Auditoría Superior de la Federación rendirá un informe específico a la Cámara de Diputados y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o las autoridades competentes; 

II. Entregar a la Cámara de Diputados, el último día hábil de los meses de junio y octubre, así como el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública, los informes individuales de auditoría que concluya durante el periodo respectivo. Asimismo, en esta última fecha, entregar el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, el cual se someterá a la consideración del Pleno de dicha Cámara. El Informe General Ejecutivo y los informes individuales serán de carácter público y tendrán el contenido que determine la ley; estos últimos incluirán como mínimo el dictamen de su revisión, un apartado específico con las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación, así como las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General Ejecutivo y de los informes individuales de auditoría, se darán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán ser valoradas por la Auditoría Superior de la Federación para la elaboración de los informes individuales de auditoría.
El titular de la Auditoría Superior de la Federación enviará a las entidades fiscalizadas los informes individuales de auditoría que les corresponda, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que haya sido entregado el informe individual de auditoría respectivo a la Cámara de Diputados, mismos que contendrán las recomendaciones y acciones que correspondan para que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la información y realicen las consideraciones que estimen pertinentes; en caso de no hacerlo se harán acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a las promociones de responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, las cuales se sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la Ley.

La Auditoría Superior de la Federación deberá pronunciarse en un plazo de 120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones promovidas.

En el caso de las recomendaciones, las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Superior de la Federación las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su improcedencia.

La Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de

Diputados, los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, un informe sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría que haya presentado en los términos de esta fracción. En dicho informe, el cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, como consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

La Auditoría Superior de la Federación deberá guardar reserva de sus actuaciones y observaciones hasta que rinda los informes individuales de auditoría y el Informe General Ejecutivo a la Cámara de Diputados a que se refiere esta fracción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición;

III ....

IV. Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores  públicos federales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares.

Se deroga

La Cámara de Diputados designará al titular de la Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicho titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta Constitución.

Para ser titular de la Auditoría Superior de la Federación se requiere cumplir, además de los requisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta Constitución, los que señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia.

Los Poderes de la Unión, las entidades federativas y las demás entidades fiscalizadas facilitarán los auxilios que requiera la Auditoría Superior de la Federación para el ejercicio de sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos federales y locales, así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcionar la información y documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, los responsables serán sancionados en los términos que establezca la Ley.

…

Artículo 104. ...

I. y II. …

III. De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de justicia administrativa a que se refieren la fracción XXIX-H del artículo 73 y la BASE PRIMERA, fracción V, inciso n) y BASE QUINTA del artículo 122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno;

IV. a VIII. ...

Título Cuarto

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas Graves o

Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado.

Artículo 108. ...

…

…

…

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley.

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

I. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 110 a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los términos de la legislación penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan;

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial de la Federación, se observará lo previsto en el artículo 94 de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control.

Los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales y participaciones federales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución. 

Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos de control, que tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior, y 

IV. Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones anteriores se desarrollarán autónoma mente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.

La Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo previsto en los artículos 20, Apartado C, fracción VII, y 104, fracción III de esta Constitución, respectivamente.

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución; así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité de Participación Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley, y

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas locales;

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan;

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno;

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos;

e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.

Las entidades federativas establecerán sistemas locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las autoridades locales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción.

Artículo 114. …

…

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán inferiores a siete años.

Artículo 116. ...

…

I. …

II. …

…

…

…

…

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los informes de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público.

…

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Legislatura del Estado, a más tardar el 30 de abril. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del Gobernador, suficientemente justificada a juicio de la Legislatura.

…

III. y IV ....

V. Las Constituciones y leyes de los Estados deberán instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública local y municipal y los particulares; imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos locales o municipales.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial de los Estados, se observará lo previsto en las Constituciones respectivas, sin perjuicio de las atribuciones de las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos;

VI. a IX ....

Artículo 122 . ...

…

…

…

…

…

A) y B) ...

C) ...

BASE PRIMERA. ...

l. a IV. …

V. ...

a) y b) ...

c) ...

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Asamblea Legislativa a más tardar el 30 de abril. Este plazo, así como los establecidos para la presentación de las iniciativas de la ley de ingresos y del proyecto del presupuesto de egresos, solamente podrán ser ampliados cuando se formule una solicitud del Ejecutivo del Distrito Federal suficientemente justificada a juicio de la Asamblea.

Los informes de auditoría de la entidad de fiscalización del Distrito Federal tendrán carácter público.

…

d) ...

e) Expedir las disposiciones legales para organizar la hacienda pública, el presupuesto, la contabilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la entidad de fiscalización dotándola de autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones. La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad;

f) a l). …

m) Expedir la Ley Orgánica de los tribunales encargados de la función judicial del fuero común en el Distrito Federal;

n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa;

ñ) a q). …

BASE SEGUNDA a BASE CUARTA. …

BASE QUINTA. Existirá un Tribunal de Justicia Administrativa, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública del Distrito Federal y los particulares; imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa grave y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del Distrito Federal o al patrimonio de los entes públicos del Distrito Federal.
Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Tribunal Superior de Justicia, se observará lo previsto en la fracción II de la BASE CUARTA del presente artículo, sin perjuicio de las atribuciones de las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos.

D. a H. …

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá aprobar las leyes generales a que se refieren las fracciones XXIV y XXIX-V del artículo 73 de esta Constitución, así como las reformas a la legislación establecida en las fracciones XXIV y XXIX-H de dicho artículo. Asimismo, deberá realizar las adecuaciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el objeto de que la Secretaría responsable del control interno del Ejecutivo Federal asuma las facultades necesarias para el cumplimiento de lo previsto en el presente Decreto y en las leyes que derivan del mismo.

Tercero. La ley a que se refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de la Constitución, establecerá que, observando lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa: 

a) Aprobará su proyecto de presupuesto, con sujeción a los criterios generales de política económica y los techos globales de gasto establecidos por el Ejecutivo Federal;

b) Ejercerá directamente su presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados, sin sujetarse a las disposiciones emitidas por las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública;

c) Autorizará las adecuaciones presupuestarias sin requerir la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, siempre y cuando no rebase su techo global aprobado por la Cámara de Diputados;

d) Determinará los ajustes que correspondan a su presupuesto en caso de disminución de ingresos durante el ejercicio fiscal, y

e) Realizará los pagos, llevará la contabilidad y elaborará sus informes, a través de su propia tesorería, en los términos de las leyes aplicables.

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán, en el ámbito de sus respectivas competencias, expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio del presente Decreto.

Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto se hacen a los artículos 79, 108, 109, 113, 114, 116, fracción V y 122, BASE QUINTA, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo hagan las leyes a que se refiere el Transitorio Segundo del presente Decreto.

Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio, continuará aplicándose la legislación en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, así como de fiscalización y control de recursos públicos, en el ámbito federal y de las entidades federativas, que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.

Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las entidades federativas deberán conformarse de acuerdo con las Leyes Generales que resulten aplicables, las constituciones y leyes locales. 

Octavo. Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que hayan sido nombrados a la fecha de entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta Constitución, continuarán como Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Administrativa por el tiempo que fueron nombrados.

Los titulares de los órganos a que se refieren las adiciones y reformas que establece el presente Decreto en las fracciones VIII del artículo 74 y II del artículo 76, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron nombrados.

Los Magistrados de los Tribunales Contenciosos Administrativos cualquiera que sea su denominación en el ámbito de las entidades federativas, continuarán como magistrados de los Tribunales de Justicia Administrativa de cada entidad federativa, exclusivamente por el tiempo que hayan sido nombrados. 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa continuará funcionando con su organización y facultades actuales y substanciando los asuntos que actualmente se encuentran en trámite, hasta la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de este Decreto.

Noveno. Los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales con que cuenta el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, incluyendo todos sus bienes y los derechos derivados de los fondos o fideicomisos vigentes, pasarán a formar parte del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en los términos que determine la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta Constitución.

Décimo. Los trabajadores de base que se encuentren prestando sus servicios en el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, a la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta Constitución, seguirán conservando su misma calidad y derechos laborales que les corresponden ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en los términos que dicha ley determine.

Décimo Primero. La ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, reformado por virtud del presente Decreto, se entenderá referida al último párrafo del artículo 109 Constitucional atendiendo a lo establecido en el Quinto Transitorio del presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralba (Secretario), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  27 de abril de 2015.
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Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

Ha pedido el uso de la palabra la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez y el Diputado Jesús de   León Tello. ¿El sentido de su intervención, Diputada? -A favor-.  Adelante. 

Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez: 

Con la venia de la Presidencia. 

Debemos reconocer que México vive momentos difíciles, a los problemas de inseguridad que hemos tenido en los últimos años, se suma la incertidumbre económica que afecta al bienestar de las familias mexicanas;   por si ello fuera poco,  se han presentado casos en los que se presume la existencia de actos de corrupción que involucran a funcionarios públicos, situación que ha generado no solo el rechazo de la sociedad, sino la condena a quienes han faltado a la confianza que la  ciudadanía depositó en ellos.  Por esta razón,  entendemos y compartimos los reclamos más sentidos de la sociedad, entre los cuales se encuentran sin duda la corrupción pertinaz que amenaza la credibilidad en las instituciones del estado y la impunidad que ofende a la ciudadanía y que contribuye a erosionar la confianza en el poder público. 

Desafortunadamente la corrupción,  lo sabemos,  no hace distingos de colores ni afiliaciones partidistas, tampoco conoce de niveles de gobierno, ni discrimina entre los poderes locales o federales, la corrupción es un fenómeno que está aniquilando la confianza de los mexicanos en sus instituciones y se ha convertido en un lastre que detiene el desarrollo del país, sin embargo, es posible combatirla con un diseño institucional eficaz, que contenga normas y sanciones, que castigue a quienes cometan estos actos que lastiman a la sociedad y dañan a las instituciones. 

Hoy, se nos presenta una oportunidad única para construir un Sistema Nacional Anticorrupción, capaz de eliminar estas prácticas, prevenir que se dañe el patrimonio público y sancionar a quienes cometen estos delitos. 

Es imperativo que actuemos de acuerdo a la encomienda que tenemos:   representar a las y los coahuilenses, esa es nuestra responsabilidad.   

Votemos a favor y busquemos la paz,  luchemos por la justicia. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Solicitó también el uso de la palabra el Diputado Jesús de León, ¿El sentido de su intervención, Diputado?

Adelante. 

Diputado Jesús de León Tello: 

Muchas gracias,  Diputada Presidenta. 

Acción Nacional votará a favor este dictamen de la Comisión de Gobernación, de una reforma constitucional muy importante. 

Nosotros estamos convencidos que esta reforma va a traer grandes beneficios a México, partiendo de que México a nivel internacional cuenta con una muy mala percepción en el tema de la corrupción,  recordemos que está situado en el lugar 103, junto a países de muy baja reputación en el tema combate a la corrupción, como es Bolivia y Nigeria, estos lugares, según los estudios dados a conocer por la OECD. 

También se dice que hay de los 5 principales países del mundo menos corruptos que puede ser Dinamarca, Nueva Zelanda, Finlandia, Suecia y Noruega,  ahí a esos estándares tenemos que llegar en nuestro país, por eso la gran importancia de esta reforma constitucional que no tiene que ver con otra cosa más que combatir de frente todo un esquema de corrupción en los diferentes ámbitos de gobierno,  tiene que ver con un combate horizontal, que pase por todos los funcionarios. 

El Fondo Monetario Internacional ha calculado o a estimado que el costo de la corrupción en México es más o menos el equivalente al 9 % del producto interno bruto de nuestro país, partiendo que el producto interno de nuestro país aproximadamente es de 1,261 billones de dólares, ese es el monto que se va en el esquema de corrupción por no tener leyes o reformas que realmente hagan frente y frenen a los funcionarios y también a la iniciativa privada que participe en actos de corrupción. 

Esta reforma constitucional que estamos aprobando, este sistema nacional anticorrupción que el PAN tiene impulsando por años, tiene precisamente tres etapas o tiene tres fases en donde se están reformando diferentes leyes.  

Primero.- En el tema de la prevención.

La Secretaría de la Función Pública regresan facultades que antes de la reforma del 2012 contaba y que fueron quitadas. 

Se crean que todas las dependencias de gobierno tengan sus órganos internos de control, autónomos y que puedan realmente sancionar y darle seguimiento a todas aquellas irregularidades que cuenten en el quehacer de los funcionarios. 

El Consejo de la Judicatura Federal también tendrá que revisar temas que tengan que ver con corrupción y actos deshonestos de los jueces y magistrados. 

El Instituto Federal de Acceso a la Información, el IFAI, tendrá mayores herramientas para obligar a las autoridades a dar a conocer la información pública que deben de tener al alcance todos los ciudadanos. 

Una segunda etapa que tiene que ver con la investigación y control externos en actos presumibles que sean hechos por funcionarios actos de corrupción. 

La Auditoría Superior de la Federación se le dan más facultades. 

No solamente los Fondos Federales podrán ser auditados,  con esta reforma los gobernadores, los alcaldes y todos los fondos que son ejercidos por estas autoridades bajo el esquema de participaciones federales serán auditables por la Auditoría Superior de la Federación. 

Hoy, bajo la actual forma de convenios de coordinación fiscal, todas las participaciones que se remiten a los estados y municipios solamente son auditables por los órganos de fiscalización local, esto ha impedido un conocimiento y un seguimiento en estándares internacionales sobre el cumplimiento adecuado del destino de esos recursos. 

El estado y los municipios viven principalmente de las participaciones, si nosotros vemos los ingresos propios que tiene un estado, que tiene el municipio, son alrededor del 20-25%, más o menos, el resto viene de la Federación por los convenios de coordinación fiscal y una vez que ingresan a los municipios o a los estados,  la naturaleza del recurso se vuelve local y es auditable por los órganos de fiscalización interna. 

Con esta reforma,  se permite que también la Auditoría Superior de la Federación intervenga en estos fondos de participación y los revise sobre aquellos hechos o actos que se desprendan un posible acto de corrupción, lo cual fortalece nuestro esquema de fiscalización de las cuentas públicas. 

Con esta reforma también se dota con autonomía a la Procuraduría General de la República, se crea una Fiscalía especializada con el tema del  combate a la corrupción, con una autonomía constitucional y con una autonomía presupuestal para que le pueda dar seguimiento a todas las investigaciones que tenga en este sentido. 

Y como última parte,  una tercera etapa de este proceso tiene que ver con el tema de la sanción. El Tribunal de Justicia Administrativa se va a convertir en un Tribunal de Cuentas, con autonomía plena que la va a permitir conocer de todos estos actos en donde se vayan a sancionar a funcionarios públicos, en esta reforma se nos va a dar la vacatio legis, nos va a dar oportunidad para que nosotros a nivel local también hagamos modificaciones a nuestras leyes, tenemos un código de justicia administrativa que envió el Ejecutivo que tendrá que cambiar la naturaleza del mismo, porque aquí se contempla que dependa del Poder Judicial del Estado, con esta reforma tenemos que impulsar que se le dé una autonomía constitucional local para que no dependa ni del Poder Judicial ni del Poder Ejecutivo y que los Magistrados que integren estas Salas realmente tengan esa autonomía para que puedan actuar en actos sancionatorios en el tema de la corrupción y obviamente el Poder Judicial de la Federación. 

Otros cambios importantes que se da en esta reforma, que tiene que ver con la fiscalización de los fideicomisos públicos, hoy,  sin duda alguna,  reservado y resguardado para conocer y fiscalizar los recursos que se van  a todos los fideicomisos o a todas las concesiones o sesiones parciales de bienes públicos entre los entes que se van a fiscalizar, este es un tema muy importante. 

Actualmente todos los procesos de licitación de la concesión de un servicio público trasladado a un particular no se fiscaliza ni se vigila adecuadamente por las autoridades, hoy,  con esta reforma,  la Auditoría Superior de la Federación podrá entrar a revisar todo el proceso de fiscalización, todo el proceso de licitación y cuando se concesiona a un particular la prestación de algún servicio público. 

También se puede prever en esta reforma,  que cualquier ciudadano podrá formular denuncias por actos de corrupción que tenga conocimiento en donde serán sancionados, sí a los funcionarios públicos, pero también a los ciudadanos que vayan y que actúen o que vayan y participen en un acto de corrupción, para que se dé esto tiene que haber dos partes, no solamente la autoridad, sino también la iniciativa privada, vemos por ejemplo en Estados Unidos como han sancionado a empresas porque han llevado a  cabo actos de corrupción en México para poder abrir el mercado en donde el particular puede ser sancionado por prácticas deshonestas al momento de querer ganar un mercado. 

Otro tema importante es la ampliación de la prescripción de los delitos o faltas por actos de corrupción, actualmente hay una prescripción en nuestros códigos y en nuestras leyes alrededor de entre 3 y 5 años, se amplían los plazos a 7 para que no quede impune con el trascurso del tiempo este tipo de irregularidades. 

En fin, creo que es una reforma buena, creemos que es una reforma necesaria, creemos que es una reforma que le hacía falta a México, pero también digámoslo que es una reforma que se quedó corta, es una reforma que se quedó corta y que varias reservas que se hicieron en el momento de la discusión en el Congreso de la Unión no se pudo pasar a un articulado que era la exigencia de los ciudadanos.  ¿Qué es lo que está pasando? Y les voy a dar algunos datos compañeros Diputados,  que ojalá que el día de mañana cuando estemos nosotros haciendo las reformas a nivel local podamos tocar estos temas. 

¿Qué dicen los ciudadanos? ¿Cuáles son los principales problemas que perciben los ciudadanos?  y ahí estamos todos, sí, el 70% de los ciudadanos según datos del INEGI, el 70% dice que el principal problema que tiene nuestro país es la inseguridad y la delincuencia, el 51% habla del desempleo, el 48.5% habla de corrupción, de los graves problemas que tiene nuestro país, de toda esta percepción de los ciudadanos.

También habla cuáles son las instituciones que cree que están más contaminadas con el tema de la corrupción,  el 91%,  y este dato es garrafal para todos, el 91% de la sociedad mexicana cree que los partidos políticos están dañados con el tema de la corrupción y aquí no hace distinción de ningún partido, ¡eh!, ahí van todos en la bolsa,  el 90%  de la población dice de la policía, el 87% de servidores públicos y los congresos del 83% de la población y el Poder Judicial habla del 80% de las instituciones que están dañadas por el tema de la corrupción y que es donde se puede estar gestando. 

Y porque doy estos datos,  y con esto concluyo Diputada Presidenta, porque doy estos datos y porque digo que es una reforma inacabada. Porque no tocó lo principal.  ¿Cuál es el principal reclamo de los ciudadanos en este país?  De que los gobernadores, de que el Presidente de la República, que los Ministros de la Corte, que los Diputado Locales, Federales, Senadores, que los Presidentes Municipales están tutelados, resguardados  por un mecanismo constitucional mal denominado fuero, que no se tocó en esta reforma.

En Estados Unidos y en muchos países de este planeta, todos los funcionarios están obligados a ir a declarar frente a un Ministerio Público, frente a un Fiscal, frente a cualquier autoridad, no se les privará de su libertad, pero sí están obligados a ir a declarar sobre derechos que son imputados en una averiguación, aquí en México no se puede.

Aquí en México para que cualquier legislador pueda acudir ante un Tribunal tendría que pasar mediante un juicio aquí en este Congreso para quitarles de esa protección, ese es el reclamo y la única crítica válida que le están haciendo a esta reforma, es la única crítica que está haciendo la sociedad válida, sí, que no se tocó esa protección constitucional a los funcionarios que se dedican a hacer política, es una reforma que está hecha sí para los funcionarios públicos, sí para los ciudadanos, pero no para los que hacemos política en este país en los diferentes órdenes de gobierno, será una reforma pendiente que sin duda se deberá seguir trabajando e impulsando a nivel nacional y hacer lo propio a nivel local, pero esta reforma sin duda son pasos importantes en el camino a la trasparencia, a la rendición de cuentas y sin duda a que México cambie esa percepción a nivel internacional de que seamos un país transparente, honesto y con buenas inversiones en beneficio de la sociedad mexicana.

Esta reforma sí son avances importantes y por lo mismo Acción Nacional votará a favor del dictamen de la Comisión de Gobernación. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado.

Ha solicitado el uso de la palabra el Diputado Francisco Tobías ¿El sentido de su intervención, Diputado? -A favor-.  Adelante. 

Diputado Francisco Tobías Hernández: 

Con su permiso a la Mesa Directiva. 

Seré muy breve. 

Los compañeros Diputados de la Fracción Parlamentaria "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", votaremos a favor como lo hicimos ayer en el dictamen de la Comisión de Gobernación a esta reforma constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, porque somos una mayoría, pero somos una mayoría responsable, que entendemos, comprendemos y queremos mejores leyes en nuestro país, como las que tenemos en Coahuila para tener un mejor gobierno y una mejor sociedad. 

Es cierto que esta reforma a la Constitución de nuestro país permitirá que el ciudadano confíe más en el gobierno, pero como lo comentamos ayer en la Comisión de Gobernación al momento de leer el dictamen y votarlo a favor, que en Coahuila tenemos leyes de avanzada, como lo es el caso de la Ley de Trasparencia, que incluso en algunos términos, en algunos conceptos y en algunas obligaciones de nosotros los servidores públicos es más fuerte que esta llamada Ley Anticorrupción. 

Votamos a favor porque somos una mayoría responsable, porque somos una mayoría que entendemos y comprendemos que podemos llegar a acuerdos para el progreso y el avance de nuestro país, que es momento que después de 12 años en que no se llegaban acuerdos, hoy podemos tener acuerdos en este país y en este estado. 

Es cuanto y votaremos a favor.  Gracias. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que se sirva tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 25 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Asimismo,  se dispone su envío a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los efectos que establece el Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Le solicito a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis, se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 8 B del Orden del Día. 

Adelante Diputada. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Con su permiso. 

Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura, con relación a la sustitución de la Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila; en base a la licencia otorgada a la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que  con fecha 18 de febrero del año 2015,  se otorgó una licencia por tiempo indefinido a la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa quien se desempeñaba como Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila. 

SEGUNDO. Que en base a lo anterior esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  con fundamento en lo dispuesto por  el articulo 90 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen, y; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que con fecha 18 de febrero del año 2015,  se otorgó una licencia  por más de 15 días a la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa, quien hasta esa fecha se desempeñara como Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila, determinándose así mismo con fecha 17 de marzo del 2015  que la persona que la supliría sería la C. Denisse Madeleine Espinoza Zambrano. Quien debería suplir la vacante de esa Sindicatura.

SEGUNDO. Con fecha 25 de marzo, la C. Denisse Madeleine Espinoza Zambrano, mediante escrito recibido el 10 de abril por este Congreso, en dicho escrito manifiesta a este Congreso, que por motivos personales no es su deseo aceptar dicho cargo, solicitando se realice la designación correspondiente.

TERCERO. Que conforme a lo anterior, el  Congreso del Estado, en base a las facultades otorgadas en la Constitución Política del Estado y en el Código Municipal, determina nombrar a la persona que deberá de suplir la vacante de Síndico de Minoría del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila.

CUARTO. Que al haberse otorgado a la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa una licencia para separarse del cargo por más de 15 días, y en virtud de la negativa para desempeñar el cargo por parte de la C. Denisse Madeleine Espinoza Zambrano, este Congreso deberá designar a la persona que cubra dicha vacante.

QUINTO. Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58 del Código Municipal de Coahuila con relación al 59 del mismo ordenamiento legal, que faculta al Congreso del Estado, para nombrar a los sustitutos que cubran las vacantes de los munícipes de los Ayuntamientos del Estado. 

SEXTO. Que la designación del sustituto de un Síndico de Minoría por ser de representación proporcional su vacante se cubrirán por aquellos candidatos del mismo partido político que le sigan en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los que le hubieren correspondido de conformidad a lo dispuesto por el articulo 21 numeral 4 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

SÉPTIMO. Que teniendo a la vista la lista de representación proporcional publicada en el Periódico Oficial del Estado en la fecha antes señalada, para la elección del referido Ayuntamiento, esta Comisión propone al C. Edgar Saúl Tapia Bustos, lo anterior con el fin de que el Pleno de este Congreso lo designe como Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración del Pleno para su, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se designa al C. Edgar Saúl Tapia Bustos como Síndico de Minoría del Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila, en sustitución de la C. Licenciada Susana Sánchez Sosa, cargo que deberá desempeñar a partir de que rinda la protesta de ley, por el periodo de tiempo que dure la licencia otorgada a esta última.

SEGUNDO.  Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de San Juan de Sabinas, Coahuila, la designación del C. Edgar Saúl Tapia Bustos, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Síndico de Minoría de San Juan de Sabinas, Coahuila, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado, para los efectos procedentes.

TRANSITORIO

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 21 de abril de 2015.
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Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito que registren su voto de manera electrónica y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 
Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 24 votos a favor;  0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia solicita al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas. 

Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 146,846.27 M2., que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Santa Martha” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 35, publicado en el Periódico Oficial de fecha 25 de mayo de 2012, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, de fecha 12 de marzo de 2015, se recibió una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 146,846.27 M2., que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Santa Martha” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 35, publicado en el Periódico Oficial de fecha 25 de mayo de 2012, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 26 de febrero de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 146,846.27 M2., que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Santa Martha” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, lo anterior en virtud de que el decreto número 35, publicado en el Periódico Oficial de fecha 25 de mayo de 2012, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
El inmueble antes mencionado se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 146,846.27 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST
	PV
	
	
	
	X
	Y

	
	
	
	
	0
	1,325.4830
	1,374.9614

	0
	1
	S 85°15’54.63”
	41.62
	1
	1,322.0471
	1,416.4432

	1
	2
	S 62°48’04.49”
	251.16
	2
	1,207.2493
	1,639.8276

	2
	3
	S 52°35’52.84”
	641.08
	3
	817.8529
	1,130.5548

	3
	4
	N 38°08’10.91”
	294.84
	4
	1,014.3612
	976.2712

	4
	0
	N 52°01’58.65”
	505.72
	0
	1,325.4830
	1,374.9614


Dicho inmueble se encuentra registrado a favor del R. Ayuntamiento de Acuña, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 29429, Libro 295, Sección I, de fecha 2 de diciembre del 2011.

TERCERO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con los trámites de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, dentro del programa de “Patrimonio Seguro”. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Acuña, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 146,846.27 M2., que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Santa Martha” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, lo anterior en virtud de que el decreto número 35, publicado en el Periódico Oficial de fecha 25 de mayo de 2012, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
El inmueble antes mencionado se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 146,846.27 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST
	PV
	
	
	
	X
	Y

	
	
	
	
	0
	1,325.4830
	1,374.9614

	0
	1
	S 85°15’54.63”
	41.62
	1
	1,322.0471
	1,416.4432

	1
	2
	S 62°48’04.49”
	251.16
	2
	1,207.2493
	1,639.8276

	2
	3
	S 52°35’52.84”
	641.08
	3
	817.8529
	1,130.5548

	3
	4
	N 38°08’10.91”
	294.84
	4
	1,014.3612
	976.2712

	4
	0
	N 52°01’58.65”
	505.72
	0
	1,325.4830
	1,374.9614


Dicho inmueble se encuentra registrado a favor del R. Ayuntamiento de Acuña, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 29429, Libro 295, Sección I, de fecha 2 de diciembre del 2011.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con los trámites de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, dentro del programa de “Patrimonio Seguro”. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Acuña, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la actual administración municipal (2014-2017), quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de los beneficiarios.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de abril de 2015.
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EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez
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ABSTENCIÓN

EN CONTRA
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ABSTENCIÓN
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	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las y los Diputados que votemos de manera electrónica y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 23 votos  a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia solicita a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 8 D. 

Adelante Diputada. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 16,126.43 M2., ubicado en la colonia “Rubén Moreira” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial de fecha 2 de agosto de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, de fecha 12 de marzo de 2015, se recibió una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 16,126.43 M2., ubicado en la colonia “Rubén Moreira” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración para regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial de fecha 2 de agosto de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 26 de febrero de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 16,126.43 M2., ubicado en la colonia “Rubén Moreira” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, lo anterior en virtud de que el decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial de fecha 2 de agosto de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.
El predio antes mencionado se identifica como lote número 42-A, de la parcela 68Z-ZP1/1, del Ejido Las Cuevas de esa ciudad, ubicado en la colonia “Rubén Moreira” y se describe con el siguiente: 

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 16,126.43 M2.

	LADOS
	RUMBO
	DISTANCIA
	COLINDANCIA

	A-277
	N 29°56’26.16”W
	86.785
	CALLE SIN NOMBRE

	277-282
	S 59°55’25.16”W
	185.822
	CALLE SIN NOMBRE

	282-B
	S 29°56’26.30”E
	86.785
	CALLE SIN NOMBRE

	B-A
	N 59°55’25.16”E
	185.822
	CALLE SIN NOMBRE


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Acuña, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 20109, Libro 202, Sección I, con fecha 8 de mayo del 2008.

TERCERO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con los trámites de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, dentro del programa “Patrimonio Seguro”. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Acuña, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno con una superficie de 16,126.43 M2., ubicado en la colonia “Rubén Moreira” de esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, lo anterior en virtud de que el decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial de fecha 2 de agosto de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

El predio antes mencionado se identifica como lote número 42-A, de la parcela 68Z-ZP1/1, del Ejido Las Cuevas de esa ciudad, ubicado en la colonia “Rubén Moreira” y se describe con el siguiente: 

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 16,126.43 M2.

	LADOS
	RUMBO
	DISTANCIA
	COLINDANCIA

	A-277
	N 29°56’26.16”W
	86.785
	CALLE SIN NOMBRE

	277-282
	S 59°55’25.16”W
	185.822
	CALLE SIN NOMBRE

	282-B
	S 29°56’26.30”E
	86.785
	CALLE SIN NOMBRE

	B-A
	N 59°55’25.16”E
	185.822
	CALLE SIN NOMBRE


Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Acuña, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 20109, Libro 202, Sección I, con fecha 8 de mayo del 2008.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con los trámites de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, dentro del programa “Patrimonio Seguro”. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Acuña, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la actual administración municipal (2014-2017), quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de los beneficiarios.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de abril de 2015.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR
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EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.
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	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Les solicito a las y los Diputados que votemos de manera electrónica y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es de 22 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Esta Presidencia le solicita al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Finanzas consignado en el Punto 8 E del Orden del Día.  

Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno con una superficie de 97-19-74.6 hectáreas, que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Prolongación Allende, Prolongación Sarabia, Prolongación Ramos Arizpe, Prolongación Progreso, Prolongación Hidalgo y Prolongación Nueva Imagen”, en esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 257, publicado en el Periódico Oficial de fecha 10 de mayo de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, de fecha 24 de marzo de 2015, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno con una superficie de 97-19-74.6 hectáreas, que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Prolongación Allende, Prolongación Sarabia, Prolongación Ramos Arizpe, Prolongación Progreso, Prolongación Hidalgo y Prolongación Nueva Imagen”, en esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 257, publicado en el Periódico Oficial de fecha 10 de mayo de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 12 de marzo de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito los lotes de terreno con una superficie de 97-19-74.6 hectáreas, que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Prolongación Allende, Prolongación Sarabia, Prolongación Ramos Arizpe, Prolongación Progreso, Prolongación Hidalgo y Prolongación Nueva Imagen”, en esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 257, publicado en el Periódico Oficial de fecha 10 de mayo de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

TERCERO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de San Juan de Sabinas, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno con una superficie de 97-19-74.6 hectáreas, que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Prolongación Allende, Prolongación Sarabia, Prolongación Ramos Arizpe, Prolongación Progreso, Prolongación Hidalgo y Prolongación Nueva Imagen”, en esa ciudad, a favor de sus actuales poseedores, lo anterior en virtud de que el decreto número 257, publicado en el Periódico Oficial de fecha 10 de mayo de 2013, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con el trámite de escrituración y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de San Juan de Sabinas, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de los beneficiarios.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos de este Decreto, se reconocerán las operaciones realizadas conforme a los Decretos previamente autorizados respecto a este predio, conforme a lo establecido en la Ley.

ARTÍCULO TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de abril de 2015.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputado.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo de manera electrónica  a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Les solicito a las  y los Diputados que de manera electrónica emitan su voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González que se sirva dar lectura a la Propuesta de la Junta de Gobierno relativo a la celebración de una sesión ordinaria al Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en la ciudad de Parras, Coahuila. 

Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

PROPUESTA DE LA JUNTA DE GOBIERNO RELATIVA A LA CELEBRACIÓN DE UNA SESIÓN ORDINARIA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL MUNICIPIO DE PARRAS COAHUILA DE ZARAGOZA.
En Sesión celebrada el pasado 2 de marzo de 2015, en el marco de la apertura del Primer Periodo Ordinario de Sesiones, los representantes de los Grupos Parlamentarios y Fracciones Parlamentarias, conforme a lo que establece la ley, fijaron su posicionamiento respecto a su agenda de trabajo legislativo a realizar durante la Sexagésima Legislatura.  

En ese orden de ideas, cada Partido Político representado en este Congreso, acorde a su ideología política, delineó con claridad los puntos de interés sobre los que versará el desarrollo de sus labores, ello, derivado del compromiso adquirido con la sociedad coahuilense por el sólo hecho de tener el carácter de legisladores.

En este contexto, del análisis de los distintos posicionamientos antes mencionados, resulta loable el hecho de que exista un marcado punto de convergencia entre ellos, como lo es, el de mantener un vínculo estrecho con la sociedad coahuilense, en aras de fortalecer el andamiaje jurídico local, en el que se reconozcan y garanticen los derechos fundamentales de los distintos sectores que existen en nuestra entidad.

Congruentes con lo anterior, consideramos de suma importancia mantener un acercamiento permanente con la comunidad coahuilense, a través del cual podamos palpar su realidad, y de esta manera, dentro de la esfera competencial que le corresponde al Poder Legislativo, contribuir en la solución de las problemáticas que se nos vayan planteando.

Acorde a lo antes expuesto, es que se propuso que periódicamente se realizaran algunas Sesiones del Congreso, en los distintos Municipio que conforman nuestro Estado, y de esta manera lograr el acercamiento que se pretende tener con nuestra sociedad; al mismo tiempo que se logrará materializar a su máxima expresión el principio del Parlamento Abierto, a través del cual la ciudadanía conozca de cerca la actividad legislativa.

En esa tesitura, el pasado 12 marzo de 2015 se celebró una Sesión en el Municipio de Nava, en el marco del proceso de un Congreso itinerante en Coahuila - el cual no tiene precedente alguno – con el que se fortalece el vínculo entre el Poder Legislativo y ciudadano, lo cual en mucho contribuirá a que la función del legislador se desarrolle bajo el principio de representación de los coahuilenses, que se encuentra consagrado en la Constitución local y en la propia Ley Orgánica del Congreso. 

En esta ocasión, se propone que la siguiente sesión bajo el anterior esquema, se realice el Municipio de Parras, Coahuila de Zaragoza.

En virtud de lo antes expuesto y con apoyo en lo que se dispone en los Artículos 8, 72, 76 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, la Junta de Gobierno somete a la consideración y aprobación del Pleno del Congreso del Estado, la siguiente:

PROPUESTA DE ACUERDO

PRIMERO.- La Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, celebrará una Sesión Ordinaria dentro del Primer Periodo Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional, en el Municipio de Parras, Coahuila de Zaragoza, a las 11:00 horas del 29 de abril de 2015, en el marco de las Sesiones del Congreso Itinerante.

SEGUNDO.- Para la celebración de esta Sesión, se designará como Recinto Oficial del Congreso del Estado, el edificio que ocupa la Universidad Tecnológica de Coahuila, extensión Parras, ubicada en el Municipio de Parras, Coahuila de Zaragoza.

TERCERO.- Esta Sesión se desarrollará conforme al Orden de Día que se acuerde por la Junta de Gobierno.
CUARTO.- A esta Sesión se invitará a los presidentes municipales de la región Sureste, a los demás miembros de los Ayuntamientos que conforman dichas regiones, así como a la ciudadanía en general en la forma que se determine por la Junta de Gobierno.

QUINTO.- Conforme a lo dispuesto en el Artículo 8 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, expídase el Decreto que autorice la declaratoria del que será el recinto oficial.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 27 DE ABRIL DE 2015.

POR LA JUNTA DE GOBIERNO.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

(PRESIDENTE)

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Esta Presidencia somete a consideración la Propuesta de Acuerdo que se acaba de leer.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar la Propuesta de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las y los Diputados que en el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema y solicito que se cuente el voto del Diputado Francisco Tobías porque no lo ha podido registrar de manera electrónica.   A favor. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor, 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:  

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la Propuesta de Acuerdo que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, le solicito al Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente que quede a cargo de la conducción de los presentes trabajos legislativos a fin de que la de la voz pueda plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 A. 

Diputada Verónica Martínez García: 

Con su permiso, Diputado Vicepresidente. 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN “POR EL QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A LAS INSTITUCIONES DE SALUD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, IMSS, ISSSTE Y HOSPITALES GENERALES, A FIN DE QUE EN EL MARCO DE SUS ATRIBUCIONES, SE PROPORCIONE UN ESPACIO ADECUADO A LAS Y LOS OFICIALES DEL REGISTRO CIVIL, PARA LA UBICACIÓN DE MÓDULOS DE REGISTRO DE NACIMIENTO EN LAS UNIDADES MÉDICAS QUE SE DESIGNEN, FACILITANDO EL MOBILIARIO INDISPENSABLE Y CONEXIÓN A INTERNET PARA LA INSTALACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LOS MÓDULOS, EN BENEFICIO DE LA CIUDADANÍA.”.

HONROABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO. 

P R E S E N T E.-

La suscrita Diputada Verónica Martínez García, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

El Artículo 4° de nuestra Constitución Política Federal reconoce el principio del interés superior de la niñez,  declarando la protección de sus derechos, que le permitirán acceder entre otros como  identidad, salud, educación y a la seguridad social. 

Dicha disposición legal, señala que toda persona tiene derecho a la protección de la salud y que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del Artículo 73 de esta Constitución; y así mismo dispone que toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.

La UNICEF México, a través de su Consejo Consultivo y la Red por los Derechos de la Infancia en México (REDIM), plantea 10 medidas urgentes que permitirán garantizar los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, ratificados en Tratados Internacionales; una de estas medidas y que ocupan el presente convenio es el tomar las medidas necesarias para que todos los niños sean inscritos al nacer en el registro civil.

Si bien, el Gobierno del Estado ha implementado medidas en este sentido creando desde el año 2012 la gratuidad en el registro de nacimiento y la expedición de la primer copia certificada, y estableciendo módulos del Registro Civil en Hospitales Generales.

Sin embargo, es preciso realizar más acciones en este sentido, estableciendo que el compromiso permanente del Estado es preservar el derecho a la identidad de los menores, nacidos y/o radicados en Coahuila, garantizando: a) seguridad y certeza jurídica en los registros de nacimiento, b) un registro de nacimiento oportuno y gratuito y c) abatir el subregistro facilitando la inscripción tardía de los nacimientos. Un registro universal logrará así mismo prevenir la venta, trata o secuestro de menores.

Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presentamos ante el Pleno del Congreso del Estado, para que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Se exhorta respetuosamente a las instituciones de salud del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y Hospitales Generales, a fin de que en el marco de sus atribuciones, se proporcione un espacio adecuado a las y los Oficiales del Registro Civil, para la ubicación de Módulos de Registro de Nacimiento en las unidades médicas que se designen, facilitando el mobiliario indispensable y conexión a Internet para la instalación y funcionamiento de estos  Módulos.

SEGUNDO.- Se exhorta respetuosamente a las Instituciones de salud señaladas en el apartado anterior, a promover a través de los medios de comunicación impresos y/o electrónicos procedentes, la importancia del registro de nacimiento y los requisitos para la obtención del mismo.

Tercero.- Se exhorta respetuosamente a la Dirección Estatal del Registro Civil, a fin de que brinde la capacitación al personal que de las instituciones de salud designen, para dar cumplimiento a lo solicitado, y establezca en los espacios que se les proporcione, módulos para el registro de nacimientos.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de abril de 2015.

Dip. Verónica Martínez García.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER               
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA   
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ                   
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO. 

Es cuanto, Diputado Vicepresidente. 

Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente: 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado,  se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer. 

Se pide a las Diputadas y Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel,  sírvase tomar nota e informarnos sobre el resultado de la votación. 

Ábrase el sistema.  Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputado Vicepresidente, el resultado de la votación es de 23 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución.  

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo inmediatamente en el sistema electrónico, a fin de registrar su intervención. 

Se registró la Diputada Luisa Ivone, ¿Con qué motivo, Luisa?  A favor. 

Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez: 

Con su permiso.

Nueva Alianza, consciente de la importancia de este Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Verónica Martínez García se pronuncia a favor,  con la petición de considerar a los Trabajadores al Servicio de la Educación del Estado que son atendidos en las clínicas del Magisterio de la Sección 38, además del IMSS, ISSSTE y Hospitales Generales. 
Sabedores que somos un Congreso incluyente, agradezco su interés y preocupación por este noble y grandioso sector, como lo son los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado de Coahuila. 

Es cuanto. 

Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente: 

Diputada Presidenta Verónica,  la Diputada está haciendo una propuesta de modificación, ¿la acepta usted?    Aceptada, Diputada. 

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.   Diputada Secretaria Lariza Montiel,  tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Y queda aclarado que es con la modificación que solicitó la Diputada Luisa.   Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputado Vicepresidente, el resultado de la votación es de 23 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, o con las modificaciones que se propusieron, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

Cedo el micrófono a la Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Se concede el uso de la palabra a la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 B. 

Adelante Diputada. 

Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras: 

Gracias, con su permiso, Diputada Presidenta. 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, con objeto de que esta Soberanía  solicite respetuosamente al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana (IEPPC), y al Instituto Nacional Electoral (INE) que, con independencia del proceso constitucional para la conformación de los nuevos órganos electorales locales, los recursos obtenidos por concepto de multas durante el actual proceso electoral (en lo que se refiere a la concurrencia del IEPPC)  sean destinados al Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología (COECYT), con la finalidad de  que dichos recursos se apliquen a proyectos que impacten positivamente en nuestra entidad.
Honorables Diputadas y Diputados:

En el desarrollo humano de la sociedad, la ciencia ha constituido un pilar fundamental en el avance científico desde su creación institucional a finales de siglo XVIII hasta nuestros días. La ciencia como institución, surgió a partir de la revolución científica-técnica como consecuencia de una nueva forma de producir.

La ciencia como tal, se inició como una actividad individual y elitista, pasando en el transcurso de su desarrollo, a ser el mecanismo mediante el cual las sociedades se prepararon para la producción en masas. 

La llamada comunidad científica, se convirtió en la regente de los descubrimientos e inventos en todas las disciplinas a través de  la investigación organizada,  concentrada mayormente en las universidades y sus centros de investigación especializada.

Pero concebir a la ciencia sólo como una actividad industrial, sería encerrar a la misma en un mundo utilitarista y economicista tan simple, que no se podría aceptar; más que eso, la ciencia es el pilar fundamental del entendimiento del mundo donde vivimos, ya que nos ayuda a estudiarlo, explicarlo y transformarlo.

Los paradigmas científicos han constituido a lo largo de la historia, la fuente fundamental explicativa por parte de la ciencia de los fenómenos y hechos que surgen por el constante devenir de las transformaciones, cambios y contradicciones de la realidad humana. Los paradigmas en dicha dinámica social, son pasajeros, pero no olvidados a medida que explican fenómenos que no han sido estudiados o tratados vagamente y otros que refieren explicaciones diferentes pero que no tiene una visión radicalmente distinta.

Este continuo paradigmático, hace que la ciencia sea dinámica, lo que se criticaba antes, hoy se encuentran nuevas interpretaciones y se originan nuevos paradigmas a partir de la base de sus deficiencias y diferencias según el contexto social donde ocurra dicha comparación y diseño del nuevo paradigma; por ello que se deben de captar más recursos que permitan el apoyo y desarrollo de nuevas investigaciones que permitan el desarrollo de nuevas tecnologías  y  que permitan mejorar la calidad de vida.

Esto originó que a partir del año 2005 los Presupuestos de Egresos de la Federación habían mandatado que los recursos derivados de la aplicación de multas electorales a los partidos políticos fueran destinados al Ramo 38, relativo al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt).

Es con este antecedente que en el proceso de la Reforma Política discutida en el Congreso de la Unión  y con un nuevo marco jurídico de competencia “general” de regulación de la materia electoral, se logró establecer una disposición que, por una parte diera fundamento legal permanente a esta disposición, pero por otra, estableciera que:

1) Se incluyeran todo tipo de sanciones y no sólo las impuestas a los partidos políticos, y

2) Que para el caso de sanciones electorales impuestas por autoridades locales,  éstas fueran destinadas a los organismos estatales de ciencia, tecnología e innovación de los Gobiernos de las Entidades Federativas. 

En este sentido, el 23 de mayo de 2014 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE).

El ordenamiento establece en el Artículo 458, numeral 8, lo siguiente:

“Los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones económicas derivadas de infracciones cometidas por los sujetos del régimen sancionador electoral considerados en este Libro Octavo, serán destinados al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología en los términos de las disposiciones aplicables, cuando sean impuestas por las autoridades federales, y a los organismos estatales encargados de la promoción, fomento y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación cuando sean impuestas por las autoridades locales.”

La redacción aprobada por el Congreso de la Unión en el Artículo 458 reconoce la importancia de los rubros de ciencia, tecnología e innovación (CTI) como detonadores del progreso económico y desarrollo social en nuestro país; asimismo, el hecho de establecer que las multas locales se destinarán a los organismos que en cada entidad se encargan de la promoción, fomento y desarrollo de CTI tiene como finalidad apoyar los proyectos estatales en esos rubros.

El Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza no contiene una disposición que regule de manera expresa lo dispuesto en el Artículo 458 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  No obstante, las elecciones locales que habrán de celebrarse en este 2015.   Desarrollarán en términos de las reglas generales contenidas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,  y en el propio ordenamiento local.

Por esta razón, aunque no se encuentra regulado por el Código Electoral del Estado de Coahuila, las multas electorales impuestas por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, habrán de destinarse  al Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología e Innovación.  (COECYT).

Lo anterior es posible en virtud que una LEY GENERAL,  es  un ordenamiento jurídico que tiene competencia concurrente de autoridades tanto locales como federales, y que su aplicación, facultades y obligaciones pueden realizarse de manera conjunta e indistinta.  

Por las razones expuestas,  presentamos  a esta Soberanía la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo:

Que por las características del caso, solicitamos sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 

ÚNICO: Que esta Soberanía  solicite respetuosamente al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana (IEPPC), y al Instituto Nacional Electoral (INE) que, con independencia del proceso constitucional para la conformación de los nuevos órganos electorales locales, los recursos obtenidos por concepto de multas durante el actual proceso electoral (en lo que se refiere a la concurrencia del IEPPC)  sean destinados al Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología (COECYT), con la finalidad de  que dichos recursos se apliquen a proyectos que impacten positivamente en nuestra entidad.
Fundamos esta petición en los Artículos 21, Fracción VI, 23  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.
ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSE RICARDO LUJAMBIO IRÁZABAL”

 DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 28 de abril de 2015

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO

COORDINADOR.

Es cuanto, Diputada Presidenta.  Gracias. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer. 

Se pide a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 20  votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se pone a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo.   Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las Diputadas y Diputados presentes que de manera electrónica emitan su voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

Esta Presidencia concede el uso de la palabra al Diputado  Leonel  Contreras Pámanes, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo. 

Adelante. 

Diputado  Leonel  Contreras Pámanes: 

Con su venia, Presidenta. 

H. Pleno del Congreso del Estado de Coahuila.

Presente.
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Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”,  por el Partido Primero Coahuila. 

De acuerdo con los reportes emitidos por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, los cuerpos policiacos son los que mayor quejas presentan, de acuerdo con las cifras en los últimos tres años se han presentado 708 quejas contra abusos y detenciones arbitrarias, las cuales se distribuyeron de la siguiente manera: 218 en el año 2012, 216 en 2013 y 278 en 2014.

Como lo podemos apreciar, las cifras van en aumento, la misma CDHEC, nos informa que de las quejas recibidas en enero y febrero de este año 56 por ciento corresponde a las corporaciones policiacas, de las 119 denuncias recibidas 67 implican a policías.

Estas son las cifras denunciadas, que tenemos a la mano, es preciso recordar el abuso al que fue sometido el hijo del candidato a Presidente Municipal de Francisco I. Madero Coahuila, el cual fue torturado por el propio Director de Seguridad Pública, Alberto Rodríguez, el 7 de marzo.

Así como los abusos cometidos por el  Grupo de Armas y Tácticas Especiales (GATE), de los cuales tiene múltiples expedientes abiertos la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, destacando, por su abuso de autoridad, uso excesivo de violencia, tortura, así como su participación en asaltos, secuestros y asesinatos.

Con relación al grupo  GATE, el simple hecho de ser policías de reacción debería limitarlos a casos específicos de combate a la delincuencia, en eventos puntuales, no para patrullar las calles, haciendo uso ilegal de su investidura, el patrullaje debe estar a cargo de policías municipales de proximidad que no se oculten en el anonimato de una capucha o máscara.

Este abuso, también deja en evidencia que los famosos exámenes de confianza, son inoperantes, considerando los cientos de casos denunciados a la CDHEC, razón por lo cual debería buscarse otro mecanismo para seleccionar el personal de los cuerpos policiacos.

Otro factor que merma la confianza en las autoridades y por ende la denuncia es la impunidad en la que viven los delincuentes, tanto los de cuello blanco que contratan deudas como aquellos que contribuyen con la delincuencia organizada y el narcotráfico.

En Matamoros, como en Viesca o en Francisco I. Madero, el temor de los ciudadanos a los delincuentes encapuchados, con licencia, llamados cuerpos de “seguridad” es generalizada; Los abusos son a diario y de momento a momento. Son ladrones con mascara, que despojan a los más vulnerables de sus salarios, cazándolos, amedrentándolos y humillándolos.

Es importante que además de las 7 visitadurías de las que se compone la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, exista personal en las oficinas de Seguridad Pública de cada uno de los municipios, que además, de atender con oportunidad, brinde seguridad a los ciudadanos a los que le sean violentados sus derechos universales, así como inhibir las conductas autoritarias y violentas de los elementos que componen las corporaciones. 

Con base en lo aquí expuesto, la fracción parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila, y en aras del respeto a los derechos humanos universales consagrados en nuestra Carta Magna, pone a consideración de esta máxima tribuna del Estado de Coahuila, la siguiente proposición con punto de acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

1. Que esta LX Legislatura solicite a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, un reporte pormenorizado de denuncias en contra de cada una de las corporaciones policiacas, estatales y municipales, clasificadas por tipo de violación a los derechos humanos.

2. Que esta LX Legislatura solicite  a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado de Coahuila, un informe de averiguaciones previas que se han iniciado a consecuencia de  denuncias interpuestas ante  la Comisión de Derechos Humanos. 

3. Que esta LX Legislatura solicite a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, haga un esfuerzo por tener personal, de preferencia de manera permanente en las oficinas de Seguridad Pública de cada uno de los 38 municipios del Estado.

4. Que esta LX Legislatura solicite a los Ayuntamientos de los 38 municipios que conforman nuestro Estado, con pleno respeto a su autonomía, el contribuyan con un espacio para que se establezca, de preferencia, de manera permanente personal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.

Saltillo, Coahuila a 27 de Abril de 2015

Atentamente

“Servir para poder crecer”

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Manuel Muñoz Olivares” del

Partido Primero Coahuila.

Es cuanto, Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer. Se pide a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.  Me hace favor de abrir nuevamente el sistema para registrar los votos de otros Diputados.   Abren por favor el sistema nuevamente.  Se abre el sistema nuevamente.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución.  

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a los Diputados emitir su voto mediante el sistema electrónico y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

Se concede la palabra al Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 D del Orden del Día. 

Adelante Diputado. 

Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

proposición con punto de acuerdo planteada por el diputado javier de jesus rodriguez mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSE MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ " del Partido Verde Ecologista de México, CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANIA, RESPETUOSAMENTE SOLICITE AL TITULAR  DE LA PROCURADURIA  DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y LA FAMILIA (PRONNIF) PARA QUE EN COORDINACION CON EL TITULAR EN EL ESTADO DEL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA (DIF), SE LLEVE A CABO UNA INSPECCIÓN EN LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS O PRIVADAS QUE ALBERGUEN A MENORES EN SITUACION EXTRAORDINARIA O QUE SON INTERNADOS DE FORMA VOLUNTARIA POR SUS PADRES O TUTORES PARA GARANTIZAR QUE NO SE COMETAN ABUSOS DE NINGUN TIPO CONTRA ELLOS. 
HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA. 

PRESENTE.- 


El abuso infantil se define como los abusos y desatención de que son objeto los menores de 18 años, e incluye todos los tipos de maltrato físico y psicológico, abuso sexual, desatención, negligencia y explotación  comercial o de otro tipo que causen o puedan causar un daño a la salud, desarrollo o dignidad de un niño, o poner en peligro su supervivencia, en el contexto  de una relación de responsabilidad, confianza o poder. 


El maltrato infantil es un problema mundial con graves consecuencias que pueden durar toda la vida; pues su estudio es difícil debido a que las estimaciones actuales son muy variables. Debido a esto diversos organismos Nacionales e Internacionales se dieron a la tarea de normar y sancionar el maltrato y abuso infantil en sus distintas modalidades, ya que no sólo se lleva a cabo a través de castigos corporales sino que presentaba otras variantes como el maltrato emocional y el abuso sexual.


A la par de este marco normativo que cada día ha adquirido más fuerza para la protección de los menores también se dan a conocer estadísticas que permiten observar el alarmante panorama sobre la violencia y abuso infantil, más inquietante aún si se considera que al ser un delito que se comete al seno familiar, la cifra negra (casos no denunciados), pudiera incluso rebasar por mucho a la oficial. 


Es difícil imaginar  que alguien pueda lastimar intencionalmente a un menor de edad, sin embargo según el censo de 2010 del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en México residen 39.2 millones de niños de 0 a 14 años y diversos estudios coinciden en que al menos el 10% de este sector de la población son víctimas de maltrato y abuso por lo que cerca de 4 millones de infantes se encuentran en situación de alta vulnerabilidad y riesgo.


Entre los países que pertenecen a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), México ocupa el vergonzoso primer lugar en violencia física, abuso sexual y homicidios en menores de 14 años; mientras que el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM reportó e la "Encuesta Nacional Sobre la Dinámica de las Familias en México" que en 13 millones de familias los niños crecen en un entorno de violencia y gritos por parte de sus padres.

Diversos estudios realizados por la Organización Mundial de la Salud (OMS), el cerebro de un menor de 3 años que ha sido víctima de abuso y sufrimiento, crece desproporcionadamente grande y denso,  alcanzando casi el 90% del tamaño de un cerebro de un adulto, éste a causa  del estrés que produce exceso de glucorticoides dañando la parte frontal  del cerebro, amígdala e hipocampo (áreas que regulan las emociones), lo que les puede provocar desordenes de personalidad a lo largo de su vida; estas alteraciones neurobiológicas explican por qué el maltrato infantil, es el precursor más importante de la criminalidad y delincuencia.


Otros estudios coinciden en que cuando un menor es abusado o maltratado una vez, este patrón tiende a repetirse es por ello que cuando se presenta una denuncia de maltrato hacia un menor, en los casos en que se comprueba la autoridad correspondiente retira al menor del centro generador de violencia, internándolo en una institución pública o que es privada pero recibe fondos públicos para su atención; en lo que se termina el proceso en contra del o los agresores y se puede determinar si cuenta con algún familiar que pueda estar a su cuidado.


Recientemente se han documentado algunos casos desde octubre de  2013, septiembre de 2014 y marzo de 2015, en donde en dichas instituciones se han violentado de distintas maneras a los menores de edad recluidos en algunas de estas instituciones mejor conocidas como albergues, es por ello que aunque las autoridades refieren llevar a cabo inspecciones cada cierto tiempo, es urgente que ante estos casos se realicen revisiones en todo el Estado para detectar algunos casos más que pudieran estar sucediendo y que no han sido denunciados por el temor de los menores.

No debemos pasar por alto que la mayoría de estos niños y niñas ya han tenido que pasar por situaciones aterradoras que además de provocarles un sufrimiento indescriptible también les han generado desconfianza en las personas al haber vivido inmersos en un clima de complicidad y tortura, es por ello que debemos sumar esfuerzos para rescatarlos de esta situación y brindarles una mejor calidad d vida para romper con los ciclos de violencia antes de que se acostumbren a esa forma de vivir.


Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

Por las razones ya expuestas, presento como de urgente y obvia resolución la siguiente:


Proposición con Punto de Acuerdo:

ÚNICO.- Que está Soberanía, respetuosamente solicite al titular de la Procuraduría de los Niños, Niñas y la Familia (PRONNIF), que en coordinación con el Titular en el Estado del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), se lleve a cabo una inspección en las Instituciones públicas o privadas que alberguen a menores en situación extraordinaria o que son internados de forma voluntaria por sus padres o tutores para garantizar que no se cometan abusos de ningún tipo contra ellos.  
Saltillo, Coahuila; a 28 de Abril de 2015.

ATENTAMENTE
POR LA FRACCION PARLAMENTARIA 

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ”

 DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Se pide a las y los Diputados que hagan su votación mediante el sistema electrónico y al Diputado Secretario Javier Díaz González,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las y los Diputados que votemos en el sistema electrónico y al Diputado Secretario Javier Díaz González que nos informe sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de  la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

Se concede el uso de la palabra a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 E. 

Adelante Diputada. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar: 

Con su venia, Diputada Presidenta. 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y 
SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PALACIO DEL CONGRESO

SALTILLO, COAHUILA. 

Vengo a someter a consideración del Pleno la siguiente proposición con Punto de Acuerdo: 

Se solicita a la  Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, que a la brevedad realice un estudio sobre el funcionamiento de la estación de recolección de gas en la estación Cougar, que depende directamente de Petróleos Mexicanos ubicada en el municipio de Progreso, Coahuila, en relación al deterioro de salud y los problemas respiratorios y gastrointestinales que están presentando los habitantes atribuidos a los trabajos realizados en la planta de dicho municipio.

Lo anterior bajo lo siguiente: 

Exposición de Motivos.

Actualmente en la ciudad de Progreso Coahuila existe una planta de Petróleos Mexicanos dedicada a la recolección de gas natural, en la estación denominada Cougar, misma que fue creada en el Proyecto  de Exploración y Desarrollo Petrolero, en el Campo Pirineo, en el Estado de Coahuila.

Dicha empresa realizó los trabajos correspondientes para el impacto ambiental que causaría el proyecto en mención pero a raíz de la queja insistente de las personas que habitan el municipio de Progreso, además de que constantemente están presentando  problemas respiratorios así como gastrointestinales, es que me permito tomar las medidas necesarias para exhortar a este pleno a crear una comisión especial a fin de acudir a la ciudad de Progreso, Coahuila a verificar el buen funcionamiento de la planta antes mencionada y a su vez cerciorarse que los problemas de salud que se han manifestado es por los gases expedidos y los trabajos realizados en aquella región.

De acuerdo con la Biblioteca Nacional de Medicina: "si una fuga de gas natural se ha producido y es grave, el oxígeno puede ser reducido, causando mareos, fatiga, náuseas, dolor de cabeza y respiración irregular". Los escapes de gas pueden causar un grave daño a las plantas, afectando al ecosistema y al medio ambiente también.

Uno de los principales efectos en la salud por fugas del gas natural (o la exposición al metano) es la asfixia. Se trata de una condición seria de salud donde el cuerpo no es capaz de obtener el suministro de oxígeno suficiente, lo que puede conducir a la pérdida de la conciencia, dañando al cerebro y ocasionando la muerte. Las personas con alta sensibilidad química son más susceptibles a esta enfermedad.

Las fugas y la combustión posterior del gas natural liberan grandes cantidades de vapor de agua, cenizas, compuestos orgánicos volátiles y gases tóxicos a la atmósfera. Estas partículas y sustancias pasan a través de nuestro sistema respiratorio y entran profundamente en los pulmones y el cuerpo, provocando enfermedades respiratorias. Además, el gas natural es más ligero que el aire y por lo tanto, se levanta, concentrándose más cerca de la cabeza. Los síntomas asociados como la neumonía, náuseas, vómitos, respiración irregular, pérdida de memoria, fatiga, dolor en los senos y dolor de cabeza también se reportan debido a la exposición a los escapes de gas natural en concentraciones más bajas. Algunos otros efectos adversos incluyen la flatulencia, diarrea, estreñimiento, depresión, picazón en los genitales y dolor en manos y piernas.

Cuando se inhala en cantidades suficientes, el etanotiol provoca efectos fisiológicos tales como mareos, dolor de cabeza, vómitos, escalofríos, fiebre y pérdida del conocimiento. El gas natural también puede contener varios contaminantes como PCB (bifenilos policlorados), benceno, tolueno y radón (el último está presente en el gas natural en su estado original). Inhalas benceno y tolueno durante las fugas de gas. Ellos representan una grave amenaza para la salud. El PCB, el benceno y el radón son carcinógenos (causantes de cáncer), mientras que el tolueno puede causar daños al sistema reproductivo.

No obstante la población ha manifestado que por las noches la planta produce olores fétidos y desagradables así como explosiones que cimbran la ciudad, en la Socialdemocracia, creemos firmemente que la integridad de las personas es lo más importante, así como su salud y bienestar, por lo cual no podemos permitir que esto siga sucediendo y es labor de nosotros darle una solución a esta problemática en conjunto con las dependencias debidamente instruidas en la materia.

Por tal  motivo es que acudo al Supremo Recinto Legislativo de nuestro Estado y haciendo uso de la facultad que me confiere la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, solicito que la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

La cual solicito sea considerada  de urgente y obvia resolución con fundamento en lo establecido en el artículo 172 de la Ley Orgánica del Congreso Independiente. Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ÚNICO.- Se solicita a la  Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, que a la brevedad realice un estudio sobre el funcionamiento de la estación de recolección de gas en la estación Cougar, que depende directamente de Petróleos Mexicanos ubicada en el municipio de Progreso, Coahuila, en relación al deterioro de salud y los problemas respiratorios y gastrointestinales que están presentando los habitantes atribuidos a los trabajos realizados en la planta de dicho municipio.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de
Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a  28 de abril del 2015.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Se pide a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  le informo que el resultado de la votación es de 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitan su voto y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis que nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, le informo que el resultado de la votación es de 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la palabra al Diputado José Armando Pruneda Valdez, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo. 

Adelante Diputado.

Diputado José Armando Pruneda Valdez: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los Diputados integrantes de la Comisión de Juventud y Deporte de la LX Legislatura del Honorable  Congreso del Estado de Coahuila,  con objeto de que este Pleno acuerde enviar una respetuosa solicitud a los 38 municipios de la entidad, a fin de que nos hagan llegar un informe detallado sobre sus necesidades y problemas en materia de deporte; con el objetivo de analizarlas y poder realizar las acciones legislativas necesarias a fin de contribuir a solucionar los problemas que enfrentan en este rubro.
Asimismo, que informen a esta Legislatura sobre la implementación de sus planes y programas de deporte, en los términos del Artículo 10 de la Ley de Cultura Física y Deporte de la entidad.

La Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en materia objetivos y atribuciones del estado y los municipios, lo que se lee enseguida:

ARTÍCULO 1.- Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social, obligatorias dentro del Estado de Coahuila; regulan el derecho a la cultura física y el deporte reconocido en el Artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Las autoridades estatales reconocen a la cultura física y el deporte como componentes insustituibles para el desarrollo integral de las personas. 

En tal propósito esta Ley tiene como objeto lo siguiente: 

I. 
Normar los derechos y obligaciones de las personas que se encuentren dentro del Estado en materia de cultura física y deporte; 

II. 
Impulsar y fomentar la participación de todos los sectores de la población en las actividades físicas, deportivas y recreativas; 

…………

IV. 
Regular e impulsar la actividad de las asociaciones y organizaciones de deportistas y establecer sus derechos y obligaciones; 

………….

VI. 
Promover la cultura física y el deporte entre las personas que se encuentren dentro del Estado. 

 ARTÍCULO 7.- El Ejecutivo del Estado, por conducto del Instituto, tendrá las siguientes atribuciones: 

II. 
Definir e instrumentar la aplicación de la política pública del Estado en materia deportiva; 

……………

III. 
Coordinar las acciones de los distintos organismos e instituciones públicas y privadas de éstos con la comunidad, para mejorar la práctica del deporte y la cultura física; 

…………….

VI. 
Alentar entre la sociedad, la constitución y entrega de reconocimientos y estímulos a los deportistas;  

VII.
Destinar, conforme lo establezca su presupuesto de egresos, recursos para la construcción, mejoramiento, equipamiento y rehabilitación de instalaciones deportivas; así como para la ejecución de programas para el fomento y promoción de la cultura física y el deporte; 

IX.
Elaborar, en coordinación con los municipios y sociedad civil, los programas que conformen el Plan Estatal del Deporte; 

X. 
Fomentar y apoyar la formación y labor de los entrenadores deportivos, jueces, directivos y preparadores físicos; 

……………

XIV.
Procurar que la población de las zonas rurales quede siempre incluida en todos los programas, acciones y beneficios que el estado y los municipios provean en materia de cultura física y deporte…..

ARTÍCULO 8.- Los municipios, en la esfera de su competencia, tendrán las siguientes atribuciones: 

I. 
Fomentar y promover la cultura física y la práctica de las actividades deportivas entre los habitantes de su municipio; 

II. 
Crear una unidad administrativa responsable y especializada en materia de cultura física y deporte; 

III. 
Crear una previsión presupuestal anual que permita ejecutar los programas en materia de cultura física y deporte; 

IV. 
Participar en la planeación de la infraestructura del deporte y presentar a las autoridades estatales, las recomendaciones que consideren pertinentes; 

ARTÍCULO 9.- Además de las atribuciones a que se refiere el artículo anterior corresponden a los municipios en forma concurrente con la autoridad estatal, las previstas en las fracciones I, VI, VII, VIII y IX del Artículo 7 de esta ley. 

ARTÍCULO 10.- El Ejecutivo del Estado y los municipios, al inicio de sus respectivas administraciones, convocarán a los deportistas, sus asociaciones y organizaciones y a la sociedad en general, a participar en la elaboración de los correspondientes planes y programas del deporte. 

Atentos a estas disposiciones, debemos resaltar la importancia capital del deporte como medio para mejorar la salud de las personas, la convivencia social, y  prevenir las adicciones. Además ser una herramienta de enorme valor para combatir la inseguridad y los fenómenos relacionados con la violencia.

Las actividades deportivas pueden ser practicadas y disfrutadas por personas de todas las edades y de todas las clases sociales casi sin limitación alguna. 

El Programa Nacional de Cultura Física y Deporte 2014-2018, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de abril del año 2014, refiere que son debilidades identificadas en el Sistema Deportivo Nacional:

Atención deficiente en el ámbito del deporte social debido a la gran cantidad de municipios. Existen 2,457 municipios (1), en la mayoría de los cuales no hay personal contratado para desarrollar programas encaminados a la atención del deporte social.
No existen ligas deportivas escolares y municipales. Al iniciar la actual administración la Subdirección General de Cultura Física de la CONADE no contaba con ninguna Liga Municipal registrada ni tampoco con Ligas Escolares debidamente protocolizadas.

No existe ningún diagnóstico de aptitud física. No se cuenta con información que permita conocer cuál es el estado de la aptitud física de los mexicanos, por lo que es difícil establecer de forma inmediata programas encaminados a promover la activación física.

Se carece de Programas de Activación Física. En general, la población recibe mucha información acerca de la necesidad de realizar actividades físicas, sin embargo, no existen programas que establezcan de manera clara qué requiere cada individuo para mejorar su salud y mucho menos que permitan dar un seguimiento.

Falta de Integración de la Iniciativa Privada en los Programas de Activación Física. Aunque existe un creciente interés por abatir el sedentarismo y las enfermedades crónicas degenerativas por parte de la sociedad en general, no existen programas unificados que convoquen a las empresas para que fortalezcan económicamente los esfuerzos por activar físicamente a la sociedad.

Falta de hábitos de práctica deportiva. Con carácter general, la población mexicana no tiene hábitos de práctica deportiva incorporados en su día a día. Según el Módulo de Práctica Deportiva y Ejercicio Físico (2), elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en su primera etapa en noviembre del 2013, el 56.2% de la población mexicana de 18 años y más en área urbana es inactiva físicamente. De este universo, el 42% son hombres y el 58% mujeres…..

Asimismo, refiere el documento en cita que, entre otras, son oportunidades del Sistema Deportivo Mexicano:

Mayor presencia e integración del deporte municipal. Al ser los ayuntamientos las representaciones de gobierno más cercanas a los ciudadanos, existe la posibilidad de coadyuvar en el diseño de un nuevo esquema de ordenamiento del deporte a nivel municipal. Esto representa una oportunidad para llegar a más personas a través de ligas o clubes oficiales que fomenten la activación física y la práctica deportiva de manera ordenada con las disciplinas de conjunto más practicadas (por ejemplo futbol, basquetbol y voleibol), al igual que con las individuales (ajedrez, atletismo, entre otros).

En este orden de ideas, esta Dictaminadora considera esencial atender el diagnóstico antes mencionado, y conocer de primera mano la problemática que enfrentan nuestros municipios para cumplir con los objetivos de la Ley Cultura Física y Deporte de Coahuila en todos sus aspectos.

Para lo anterior, necesitamos la información precisa que nos puedan hacer llegar cada uno de  los ayuntamientos, sin perjuicio de la información que nos brinde en su momento el Instituto Estatal del Deporte de Coahuila. 

Por las razones expuestas,  presentamos  a esta Soberanía la siguiente

Proposición con Punto de Acuerdo:

Que por las características del caso, solicitamos que sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 

Único: Que  este Pleno acuerde enviar una respetuosa solicitud a los 38 municipios de la entidad, a fin de que nos hagan llegar un informe detallado sobre sus necesidades y problemas en materia de deporte; con el objetivo de analizarlas y poder realizar las acciones legislativas necesarias a fin de contribuir a solucionar los problemas que enfrentan en este rubro.

Asimismo, que informen a esta Legislatura sobre la implementación de sus planes y programas de deporte, en los términos del Artículo 10 de la Ley de Cultura Física y Deporte de la entidad.

Fundamos esta petición en los Artículos 21, Fracciones IV, V y VI, 23, 101 fracción V, 116, 117,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

Dip. José Armando Pruneda Valdez

Coordinador

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.                  Dip. Javier Díaz González.

Dip. Georgina Cano Torralva.                                    Dip. Sonia Villarreal Pérez.

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Se pide a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González, que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las Diputadas que registremos nuestro voto en el sistema electrónico y al Diputado Secretario Javier Díaz González que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación esta Presidencia concede el uso de la palabra a la Diputada Sonia Villarreal Pérez, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 G.  

Adelante Diputada. 

Diputada Sonia Villarreal Pérez: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA SONIA VILLAREAL PÉREZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO “EULALIO GUTIÉRREZ TREVIÑO” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, PARA SOLICITAR AL SECRETARIO DE SALUD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE EN EL ÁMITO DE SUS COMPETENCIAS Y DE ACUERDO A SUS POSIBILIDADES, IMPULSE Y GESTIONE LA CREACIÓN DE UN BANCO DE SANGRE EN EL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, UTILIZANDO COMO PLATAFORMA LAS CONDICIONES FAVORABLES CON QUE YA CUENTA EL HOSPITAL GENERAL “DR. SALVADOR CHAVARRÍA SÁNCHEZ” DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS.

La suscrita Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Treviño” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que también suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN en base a las siguientes:

CONSIDERACIONES.

De acuerdo con el reglamento de la Ley General de Salud, en materia de control sanitario de la deposición de órganos, tejidos y cadáveres de seres humanos, un Banco de Sangre es el establecimiento autorizado para obtener, analizar, fraccionar, preparar, conservar, aplicar y proveer  sangre humana y sus derivados. 

Los servicios que ofrece promueven la donación voluntaria y altruista de sangre a través de programas de educación a la población, y su funcionamiento además de contribuir a la disminución de incidencia de enfermedades transmisibles por la trasfusión como el SIDA puede evitar la complicación de enfermedades en pacientes graves y hasta evitar la muerte. 

Sin embargo,  pese a su importancia y a la magnitud de su trascendencia, no todos los municipios cuentan aún con esta entidad que puede significar la vida de miles de ciudadanas y ciudadanos.

En el caso particular de Piedras Negras, el Hospital General “Dr. Salvador Chavarría Sánchez”, cuenta con un servicio que tiene las siguientes funciones: 

· Selección de donadores de pacientes del Hospital General, ISSSTE y clínicas privadas de Piedras Negras.

· Procesamiento o fraccionamiento de sangre (separación de plasma y plaquetas) 

· Análisis y serología para pruebas de hepatitis, VIH, sífilis, etc.

Este servicio opera en un área ubicada en el Hospital y cuenta con seis químicos, una secretaria y un medico general. 

Sin embargo, pese a contar con esta área,  necesitamos  realizar las funciones descritas y tener personal especializado, este departamento no puede ser considerado un “Bancos de Sangre” porque no cumple con el reglamento, la Ley General de Salud,  la Norma Oficial Mexicana 253-SSA-2012 y las guías del equipamiento de la Secretaría de Salud para Bancos de Sangre en los puntos de infraestructura, personal y equipamiento. 

Esto provoca que los servicios que presta el departamento  sean limitados y se deba enviar a transfundir a la ciudad de Saltillo. 

El problema, es que el traslado de las unidades del plasma de Piedras Negras a Saltillo, no permite optimizar la sangre ya que deja de ser funcional después de 6 horas de extraído si no se congela, y en el peor de los casos, enviar las muestras de suero a analizar hasta esta ciudad, no permite atender oportunamente los casos de urgencia extrema y pone en riesgo la vida de los pacientes.

Por otro lado, el no tener la figura como Banco de Sangre, aun y cuando se realicen las funciones dentro de este departamento que les he comentado tiene las siguientes implicaciones:

1. Encontrarse fuera de norma, no le permite tener acceso a mejor y más equipamiento, más recurso humano, acceso a capacitación continua y  presupuesto para la realización de campañas de donación. 

2. El área donde se ubica, aunque cumple con las áreas requeridas por las guías de equipamiento de la Secretaría de Salud, no se encuentra delimitada de las demás áreas de hospital, por lo que la sangre no se encuentra resguardada y segura.

3. No cuenta con planta de luz, todas las unidades de sangre tienen que ser desechadas si se va la luz y permanecen más de 30 minutos fuera del rango de temperatura. 

Cabe mencionar que la licencia sanitaria que otorga la figura de Banco de Sangre, se tramita ante COFEPRIS federal después de un trámite por escrito y una verificación federal que corrobore que se cuenta con el personal, áreas y equipamiento que indican las guías.

A inicios de año, la subsecretaría de Fomento y Regulación sanitaria del Estado ha realizado una verificación sanitaria para corroborar las necesidades de equipamiento, infraestructura y recursos humanos solicitados para el hospital. 

Ya se presentó el departamento de infraestructura estatal para revisar la petición y realizar una cotización, y a través de la gestión de la Dirección de Diagnóstico y Hematología de los Servicios de Salud de Coahuila se asignó un químico más al departamento. 

De lograrse el apoyo que por medio del presente, se estaría atendiendo población del Seguro Popular, derechohabientes del ISSSTE, Magisterio y clínicas privadas de la Región Norte de Coahuila. 

La población beneficiaria sería aproximadamente de 2400 pacientes, dado que el 2% de la población se transfunde sangre anualmente, tan solo en el municipio de en Piedras Negras, se transfunden 1300 Unidades de Sangre a través de los servicios de Salud por eventos ginecoobstétricos como embarazo, miomatosis y enfermedades crónicas como cirrosis, cáncer y diabetes. 


Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179,180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Congreso del Estado, solicitando sea tramitada como de urgente y obvia resolución, la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.-. Solicitar al Secretario de Salud del Gobierno del Estado De Coahuila de Zaragoza,  que en el ámbito de sus atribuciones impulse, establezca o gestione la creación de un Banco de Sangre en el municipio de Piedras Negras, utilizando como plataforma las condiciones favorables con que ya cuenta el Hospital  General “Dr. Salvador Chavarría Sánchez”.
SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de abril de 2015
____________________________

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ

DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER       
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA              DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO. 

Es cuanto, Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.   Se pide a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es de 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:  

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo en el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

Ha solicitado el uso de la palabra la Diputada Lariza Montiel. ¿El sentido de su intervención, Diputada? -A  favor, Diputada-. 

Diputada Lariza Montiel Luis: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Por supuesto, como nigropetense sumarme a la propuesta presentada por la Diputada Sonia Villarreal y en el sentido de lo expuesto igualmente solicitar que sea ampliado este exhorto a la Secretaría de Infraestructura dada la necesaria adaptación del área específica que se plantea para la instalación del Banco de Sangre, tanto por lo que hace a la obra civil, que se requeriría para resguardar y para el correcto funcionamiento de este lugar, como también para lo que hace la reserva de energía que garantice las condiciones de temperatura que ocupan estos activos. 

Sin duda es prioritario fortalecer a las instituciones de salud de carácter público, pero sobre todo,  el aprovechamiento de los recursos que ya se encuentran invertidos y que por supuesto existen para beneficiar a toda la ciudadanía,  tanto que considero que sería importante que la Secretaría de Infraestructura incluyera esta petición dentro de su programa anual presupuestado.

Es cuanto. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Ha hecho una propuesta de modificación para que se incorpore el exhorto a la Secretaría de Infraestructura.  Yo le pregunto a la Diputada Sonia si acepta esta proposición que ha hecho la Diputada Lariza Montiel.  La acepta. 

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración, con las modificaciones hechas a petición de la Diputada Lariza Montiel, por lo cual le solicito a la Diputada Lariza Montiel que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.   Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis: 

Diputada Presidenta,  le informo que el resultado de la votación es de 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración, con la modificación hecha por la Diputada Lariza Montiel,  por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación,  esta Presidencia concede el uso de la palabra al Diputado Javier Díaz González, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 H del Orden del Día. 

Adelante Diputado. 

Diputado Javier Díaz González: 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZALEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO  “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, ASÍ COMO LAS DEMAS DIPUTADAS  Y LOS DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, EN LA QUE SE EXHORTA A LOS AYUNTAMIENTOS DE LA ENTIDAD A ACTUALIZAR SUS PROGRAMAS DE INVERSIÓN Y COMPROMISOS DE GASTO CONFORME A LAS TENDENCIAS DE INGRESO REGISTRADAS EN EL PRIMER CUATRIMESTRE DEL AÑO. 
HONORABLE  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

El suscrito Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y soberano de Coahuila de Zaragoza, se permite presentar  la Proposición Con Punto de Acuerdo que a continuación se detalla, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Como consecuencia de las condiciones que derivan del nuevo entorno económico, a consecuencia de la volatilidad financiera internacional, la caída en los precios de los hidrocarburos, su repercusión en los ingresos del país, así como en las expectativas de crecimiento, el gobierno federal y los gobiernos estatales han venido haciendo ajustes en sus proyecciones de egresos para ajustarse a la nueva realidad. 

Una vez que concluya el primer cuatrimestre del año, este ejercicio de revisión, sería muy saludable que se realizara también por pate de las administraciones municipales, para que en base a un diagnostico realista se puedan hacer las adecuaciones que permitan cumplir con sus compromisos financieros sin ocasionar resultados deficitarios que comprometan la fortaleza de sus finanzas para los próximos años. 

En estos momentos, todo el sector público nacional, incluyendo los diferentes poderes, y por supuesto órdenes de gobierno, están en un proceso de depuración de sus planes y programas. Lo que se trata es de buscar un mejor aprovechamiento de los recursos para encauzarlos a obras y acciones estratégicas que vengan a impactar en los aspectos de mayor importancia para el ámbito de responsabilidad de cada gobierno. 

Dejando de lado los proyectos no estratégicos, los gastos evitables, y las obras cuyos cuyo escaso nivel de beneficio no las convierten en importantes o urgentes, los gobiernos se plantean desde ahora una mayor austeridad y/o  racionalidad en el gasto. 

Una vez concluido, en tres días más, el primer cuatrimestre del año, los Ayuntamientos tendrán la oportunidad de analizar cuál ha sido el comportamiento tendencial de sus ingresos, cuando puedan calcular con mucho mayor certeza cuál  es la perspectiva hasta fin de año de captación de algunos de los conceptos más importantes de su esquema tributario, por ejemplo el impuesto predial, que en este nivel de gobierno es uno de los de mayor peso. 

La actualización de las metas de ingreso debe ir aparejada con una profunda evaluación del gasto corriente, donde se pondere la importancia de la estructura orgánica, en concordancia con el análisis pormenorizado de su plantilla de personal, así como de todo lo que compone el rubro de gasto operativo, que en ocasiones crece de manera inercial, sin una valoración concienzuda en cuanto a eficiencia y productividad. 

Con profundo respeto a la autonomía municipal, el propósito de esta atenta solicitud es motivar un proceso de adaptación responsable de las administraciones municipales a las perspectivas actuales, para en el tramo final de este año ir perfilando un diseño realista de los planes de ingreso, y de los presupuestos que los Ayuntamientos, en el caso de nuestra entidad, habrán de elaborar con miras a 2016, en el cual necesariamente habrá de implementarse un proceso responsable de ajuste en todo lo referente a las finanzas públicas. 

Actualizar desde hoy los presupuestos, permitirá con mayor certeza, avanzar hacia un cierre de año, en donde los Ayuntamientos puedan cumplir cabalmente con los compromisos financieros adquiridos.    

Con base a  todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía  la siguiente:         

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

ÚNICO: QUE ESTE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE  LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA EXHORTE  A LOS AYUNTAMIENTOS DE LA ENTIDAD A ACTUALIZAR SUS PROGRAMAS DE INVERSIÓN Y COMPROMISOS DE GASTO CONFORME A LAS TENDENCIAS DE INGRESO REGISTRADAS EN EL PRIMER CUATRIMESTRE DEL AÑO. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 28 DE ABRIL DE 2015.

ATENTAMENTE.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER           
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA 
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA           
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO.

Es cuanto, Diputada Presidenta.

Diputada Presidenta Verónica Martínez García:

Gracias Diputado.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer. Nuevamente le solicito a las y los Diputados que emitan su voto de manera electrónica y a la Diputada Lariza Montiel Luis,  que tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es de 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las Diputadas votar en el sistema electrónico y a la Diputada Secretaria Lariza Montiel que nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Lariza Montiel Luis:

El resultado de la votación, Diputada, es de 20 votos a favor;  0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme al resultado de la votación se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

Esta Presidencia concede el uso de la palabra a la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga para plantear una proposición con Punto de Acuerdo consignada en el Punto 10 I del Orden del Día. 

Adelante Diputada. 

Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA Y MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, POR EL QUE “SE EXHORTA AL AYUNTAMIENTO DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A QUE INFORME A ESTA SOBERANÍA, SOBRE LOS TÉRMINOS Y CONDICIONES EN QUE SE CELEBRÓ EL CONTRATO CON LA PERSONAL MORAL DENOMINADA GRUPO CANVISO TEC CALIDAD VIDA INTEGRANDO SOLUCIONES DE TECNOLOGÍA S.A. DE C.V.; ASIMISMO, PARA QUE ENVÍE A ESTE H. CONGRESO, COPIA CERTIFICADA DEL REFERIDO CONTRATO.”.

HONORABLE  PLENO DE CONGRESO DEL ESTADO. 

P R E S E N T E.-

Las suscritas Diputadas Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga y Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos  permitimos  presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

En fechas recientes, la comunidad saltillense ha sido informada a cuenta gotas sobre el procedimiento de infracciones de tránsito por medio de cámaras urbanas.

La confusión en la ciudadanía ha sido el elemento que ha primado sobre este tema, con relación a la fecha de inicio de la aplicación de multas, límites de velocidad, mecanismos de defensa, entre otros.

En la parte relacionada con la transparencia y ejercicio del gasto, la situación no ha sido muy distinta, ya que ha sido través de los medios de comunicación, es por  donde hemos podido conocer algunos aspectos generales sobre este tema, como son, empresa a la que le fue asignado el contrato, así como el monto; sin embargo quedan algunas dudas sobre la vigencia y montos del referido contrato.

En este sentido, con la finalidad de conocer un poco más sobre este tema, y evitar especulaciones, nos dimos a la tarea de revisar el portal de transparencia del Ayuntamiento de Saltillo, en el rubro correspondiente a CONTRATOS (convenios y contratos 2015), en el que se pueden encontrar las referencias relacionadas sobre el particular como son las siguiente: Fecha de suscripción: 14 de octubre de 2014; Tipo de contrato: Convenio; Persona Física o Moral: Grupo Canviso Tec Calidad Vida integrando soluciones de Tecnología S.A. de C.V.; Monto: aparece en blanco.

De lo anterior resulta claro, que además de existir una violación franca  a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza, al no señalarse el monto de la operación del referido contrato, como lo exige la ley en comento, también se desconoce si el proceso de licitación se realizó en estricto apego a la ley, así como la vigencia del mismo.

En este contexto, consideramos de suma importancia conocer con claridad los pormenores de cómo se llevó a cabo este proceso, por lo que en base a lo antes expuesto, estimamos oportuno someter a consideración de esta soberanía, una propuesta para solicitarle al Ayuntamiento de Saltillo, la información relacionada con el referido contrato, en aras de privilegiar los principios de la transparencia, rendición de cuentas, y eficiencia en el ejercicio del gasto. 

Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante esta Soberanía, para que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Se exhorta al Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a que informe a esta Soberanía, sobre los términos y condiciones en que se celebró el contrato con la personal moral denominada Grupo Canviso Tec Calidad Vida integrando soluciones de Tecnología S.A. de C.V.; asimismo, para que envíe a este  Congreso, copia certificada del referido contrato.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de abril de 2015.

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.           Martha Hortensia Garay Cadena.

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.   Les solicito a las y los Diputados que voten en el sistema electrónico y al Diputado Secretario Javier Díaz González que nos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente:21 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputado. 

Conforme al resultado de la votación se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución.  Nuevamente se somete a consideración de los Diputados el Punto de Acuerdo.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.  Nuevamente le solicito a las y los Diputados que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al Diputado Secretario Javier Díaz González que nos informe sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema.   Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González: 

Diputada Presidenta,  el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, conforme a  lo dispuesto en el Artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, le solicito al Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente que quede a cargo de la conducción de los trabajos de la presente sesión, a fin de que la de la voz pueda dar lectura a un pronunciamiento que se encuentra consignado en el Punto 11 A del Orden del Día. 

Diputada Verónica Martínez García: 

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, “CON MOTIVO DEL ANIVERSARIO DEL DÍA INTERNACIONAL DEL TRABAJO”.
HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
PRESENTE.
La suscrita Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que también suscriben este documento, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 21 fracción IV, 172, 249 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presentamos este pronunciamiento al tenor de lo siguiente:
En 1886, hace ya 129 años, trabajadores de Chicago iniciaron una huelga para solicitar que sus patrones y las autoridades aceptaran la jornada laboral de ocho horas por día. 
La inesperada reacción de represión de parte de las fuerzas del orden cobró la vida de varios huelguistas, convirtiéndolos en los mártires que habrían de inspirar una transformación de las relaciones laborales en Norteamérica, y a partir de ahí en muchos otros países. 
En memoria a ellos y en recuerdo a esos hechos, es que en buena parte del mundo el 1º de mayo se celebra el Día del Trabajo. 
Nuestro país no escapa de acontecimientos de esta naturaleza, ya que también se registraron verdaderas luchas sociales, encabezadas por los sectores obreros que resultaban ser los más vulnerables, mismos que demandaban mejores condiciones laborales, tal es el caso de los mineros de Cananea, Sonora o los trabajadores textiles de Orizaba, Veracruz.

En especial mención merece, el hecho de que en marzo de 1918, naciera en Saltillo, la Confederación Regional Obrera Mexicana, CROM, dándose de esta manera el paso más importante para la constitución de las sociedades obreras, con un proyecto definido para constituir un sindicalismo reglamentado y eficaz. 
Coahuila cuenta con empresarios, muchos de ellos líderes a nivel nacional  y trabajadores prestigiados nacional e internacionalmente por su eficiencia y productividad, que han consolidado una de las economías estatales más sólidas en el País, por nuestra alta contribución al producto interno bruto, gracias a un aparato productivo, diversificado y altamente exportador.
La actitud visionaria, reformista y emprendedora del Gobernador del Estado, Lic. Rubén Moreira Valdez, ha contribuido en gran medida al fortalecimiento del ámbito gubernamental a través del cual gestiona la agenda laboral.   
Las cifras en materia de empleo en nuestra entidad así lo demuestran.  Los más de 92 mil nuevos empleos creados en Coahuila durante la presente administración estatal, hacen que ocupemos la cuarta posición entre los estados más competitivos del país, lo que nos ubica como un Estado estratégico y con energía, digno de ser considerado para el destino de nuevas inversiones.
Que este día sea motivo para recordar a aquellas y aquellos trabajadores que lucharon por mejores condiciones laborales en el mundo y en nuestro país.
Reconocemos a los hombres y mujeres coahuilenses, que día a día trabajan sin cansancio, contribuyendo a engrandecer a nuestro Estado.

Muchas felicidades a todos ellos.

SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO
Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 28 de abril de 2015
DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER         
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA   
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ            
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputado Vicepresidente.

Diputado Vicepresidente Melchor Sánchez de la Fuente: 

Gracias Diputada Verónica. 

Para dar continuidad se concede la palabra a la Diputada   Luisa Ivone Gallegos Martínez, para dar lectura a un Pronunciamiento que se encuentra consignado en el Punto 11- B del Orden del Día que previamente fue aprobado. 

Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez: 

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ INTEGRANTE DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, SOBRE LA IMPORTANCIA DE LAS NIÑAS Y DE LOS NIÑOS EN MÉXICO.
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA:

P R E S E N T E.-

¡De tin marín de do pingüe

cúcara macara, títere fue!

Palabras mágicas y encantadoras de niñas y niños que en su inocencia de juegos, sueños y aventuras, disfrutan y emplean para determinar la designación de uno de ellos, ya sea para salvarlo de algo o para someterlo a una penitencia, no se asusten. 

Según San Josemaría Escrivá de Balaguer, Las grandes audacias son siempre de los niños. Pues, ¿Quién pide... la luna?  Y ¿Quién no repara en peligros para conseguir su deseo?

Hemos escuchado con Enrique Rambal y somos testigos que las niñas y niños se les encuentra donde quiera: saltando, trepando, colgando, encima, debajo, sonriendo. Que les encantan los dulces, la navidad, los animales grandes, los libros con láminas, que los carguen, que les hagan cosquillas y disfrutan esconderse y que los encuentres.

Les encanta comer, dormir y jugar con el lodo y la plastilina, les gusta hacer cohetes, globos y vestir muñecas.

Que hermosa nuestra niñez.

El día de hoy, NUEVA ALIANZA  habla de las niñas y los niños en la sociedad, en nuestra sociedad.

La realidad es cruel, El Secretario de Trabajo, Alfonso Navarrete Prida, señaló, en la conmemoración del Día Mundial, contra la Esclavitud Infantil celebrado el pasado 16 de abril, que un millón 500 mil niñas y niñas son jornaleros agrícolas y laboran en el campo, alguno de ellos en condiciones de explotación. El funcionario sostuvo que actualmente en el país dos millones 500 mil menores laboran, de los cuales, el 60 por ciento lo hace en el campo. Muchos de ellos son presa de las peores formas de trabajo infantil como la ocupación forzosa, en fábricas, la servidumbre por deudas, el tráfico de drogas y la trata sexual, entre otras.

Al 2011, en México hay aproximadamente 3 millones de niños, niñas y adolescentes de 5 a 17 años que realizan alguna actividad económica, de los cuales 68% son hombres y 32% son mujeres.

Los principales motivos por los cuales los niños y las niñas realiza  algún trabajo económico son: porque en el hogar necesitan de su trabajo, para pagar su escuela o sus propios gastos y para aprender un oficio.

Otro sector importante de nuestra niñez, son asiduos enganchados con la digitalización. Pues los niños nacen rodeados de tecnología y crecen en ambientes que propician una interacción constante con los nuevos dispositivos

El sitio Linio, Refiere que de acuerdo con un estudio realizado por la agencia Nielsen, el 42% de los niños de 0 a 8 años ya son usuarios activos de Internet, mientras que aquellos de 6 a 8 años son los que pasan más tiempo conectados.

Asimismo, un estudio de Kid Box sobre el comportamiento de los infantes mexicanos en Internet revela que los menores juegan y se entretienen así como aprenden e involucran en la red por medio del desarrollo de competencias y destrezas digitales implícitas en las plataformas que visitan.

En esta reflexión, es importante señalar que no sólo debemos preparar el camino para la niñez, es de mayor importancia preparar a las niñas y niños para el camino.

Hay una verdad que sostenía Lord Rochester y que, muchas de nosotras mamás también lo comentamos,  pues él dijo: Antes de casarme tenía seis teorías sobre el modo de educar a los pequeños. Tiempo después advirtió, Ahora tengo seis pequeños y ninguna teoría.

Recuerdan que,  Cuando éramos niños, los viejos tenían como treinta, un charco era un océano, la muerte lisa y llana, no existía.  Ahora… ya le dimos alcance a la verdad, el océano  por fin es un océano.

Compañeras Diputadas y compañeros Diputados:

“Sólo podemos aspirar a dejar dos legados duraderos a nuestros hijos: uno, raíces; y el otro, alas”. 

William H. Carter

30 de Abril, ¡Día del Niño!

SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA, A  27  DE ABRIL DE 2015. 

ATENTAMENTE

DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” 

DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA. 

Es cuanto.

Diputada Presidenta Verónica Martínez García: 

Gracias Diputada. 

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 16 horas con 5 minutos del día 28 de abril del año 2015, se da por concluida esta Décima Séptima Sesión, del Primer Período Ordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado; se cita a las y los Diputados para sesionar a las 11: 00 horas del día miércoles 29 de abril del 2015, en las instalaciones que ocupa la Universidad Tecnológica de Coahuila, Región Parras, en el municipio de Parras, en el marco de la celebración del Congreso Itinerante. 

Muchas gracias a todos y que tengan un excelente día. 
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